
ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DÍA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

Del diputado Jesús Sesma Suárez, Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, por el que solicita el retiro de la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 60 Bis de la Ley General de 
Vida Silvestre, para erradicar en su totalidad la utilización de mamíferos en 
espectáculos, sean fijos o itinerantes. Se tiene por retirada, actualícense los 
registros parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Gobernación, con el que remite cinco contestaciones a puntos
de acuerdo aprobados por la Cámara de Diputados:
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– Por el que se solicita implementar y reforzar las campañas para disminuir el
número de accidentes automovilísticos causados por el consumo de alcohol o
por el uso de aparatos de comunicación móvil; así como promover modificacio-
nes a los reglamentos municipales para que se prohíba y sancione el uso de 
aparatos comunicación móvil mientras se conduce vehículos, en aquellos regla-
mentos en que aún no se prevé. Se remite a la Comisión de Seguridad Pública,
para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

– Por el que se solicita realizar las gestiones necesarias a fin de construir un 
Hospital regional en la Ciudad de Huatusco, Veracruz, para atender las necesi-
dades de la población de la región, a fin de combatir el rezago y las carencias en
materia de salud. Se turna a la Comisión de Salud, para su conocimiento. . . . . 

– Por el que se exhorta a la Secretaría de Salud a emitir una Norma Oficial 
Mexicana en materia de Unidades Médicas Móviles para la prevención, diag-
nóstico y atención del cáncer de mama, en el cual se establezcan los procedi-
mientos mediante los cuales se regulará, autorizará, certificará y vigilará las 
citadas unidades móviles, salvaguardando en todo momento los derechos de las
mujeres. Se remite a la Comisión de Salud, para su conocimiento. . . . . . . . . . . 

– Por el que se solicita a fortalecer los planes y programas, así como la coordi-
nación entre instituciones educativas y de salud, a fin de procurar perfiles idó-
neos de profesionales de la salud para áreas rurales y de difícil acceso en el 
país; y se realicen las medidas adecuadas para promover programas y brindarles
apoyo e incentivos económicos. Se turna a la Comisión de Salud, para su cono-
cimiento.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

– Con el que remite contestación a punto de acuerdo aprobado por la Cámara de
Diputados, por el que se solicita intensificar las acciones de atención, manejo
clínico y vigilancia epidemiológica de la enfermedad provocada por el virus del
Zika, especialmente a las mujeres embarazadas; así como destinar mayores 
recursos a la implementación de programas informativos de prevención y 
atención, que permitan controlar y reducir la propagación de esa enfermedad. Se
remite a la Comisión de Salud, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el que remite el informe del
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, que contiene el desglose
de las operaciones efectuadas por motivos de las transferencias de bienes del
Gobierno Federal. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SOLICITUD DE LICENCIA

Del diputado Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda, del PRI, por el que 
solicita licencia por tiempo indefinido al cargo de diputado federal, a partir de
esta fecha. Aprobada, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TOMA DE PROTESTA

La ciudadana María Hadad Castillo, rinde la protesta de ley. . . . . . . . . . . . . . . 
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Desde la curul, para referirse a la situación jurídica del canadiense Walter Suk,
por el hecho ocurrido en el estado de Guerrero, interviene:

La diputada María Antonia Cárdenas Mariscal, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Julieta Fernández Márquez, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y DE LOS DIPUTADOS

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

La diputada María Gloria Hernández Madrid, del Grupo Parlamentario del 
Partido Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma el artículo 28 de la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia. Se remite a la Comisión de Igualdad de Género,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCEN-
TES, Y CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

La diputada María Gloria Hernández Madrid, del Grupo Parlamentario del 
Partido Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, y del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales. Se turna a las Comisiones Unidas de Derechos de la Niñez y
de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS
MISMAS

De la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 40, 77 y 78 de la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas. Se remite a la Comisión de Transparencia y 
Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY DEL SALARIO MÍNIMO Y DEROGA DIVERSAS DISPO-
SICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Del diputado Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley del
Salario Mínimo y deroga diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen y a la 
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, el diputado Jesús Salvador Valencia Guzmán, del PRD, para 
referirse a la situación jurídica del canadiense Walter Suk, por el hecho ocurrido
en el estado de Guerrero.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El diputado Joaquín Jesús Díaz Mena, del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo. Se remite a la Comisión de Trabajo
y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Lucia Virginia Meza Guzmán, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, presenta la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Omar Noé Bernardino Vargas, a nombre propio y de diversos dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de 
México, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se remite a la 
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

El diputado Daniel Adrián Sosa Carpio, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los 
artículos 3o., 55 y 59 de la Ley General de Educación. Se turna a la Comisión
de Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR

El diputado Luis Alfredo Valles Mendoza, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. Se remite a la 
Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA LA ATENCIÓN,
CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL INFANTIL

La diputada Norma Edith Martínez Guzmán, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 12, 13 y 19 de la Ley General de Prestación de Servicios para la Aten-
ción, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil. Se turna a la Comisión de Derechos
de la Niñez, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, la diputada Araceli Damián González, de Morena, para hacer un
llamado a la Junta de Coordinación Política,  para que aborde el tema de la 
visita de los padres de los 43 desaparecidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

65

69

73

76

79

91

96



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 30 de marzo de 20165

LEY FEDERAL DE CONSULTA POPULAR

El diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma el artículo 4o. de la Ley Federal de Consulta Popular. Se 
remite a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LOS
PUEBLOS INDÍGENAS

El diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma el artículo 2o. de la Ley de la Comisión Nacional para el
Desarrollo de los Pueblos Indígenas. Se turna a la Comisión de Asuntos Indígenas,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

El diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Nacional de
Procedimientos Penales. Se remite a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . 

LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA

Del diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, se recibió la iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma los artículos 20 y 21 de la Ley Federal de Cinematografía.
Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía, para dictamen. . . . . . . . . 

VOLUMEN II

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

El diputado Gustavo Enrique Madero Muñoz,  a nombre propio y de diversos
diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, 
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 280 de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. Se remite a la 
Comisión de Gobernación, para dictamen y a la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El diputado Julio Saldaña Morán, del Grupo Parlamentario del Partido de la 
Revolución Democrática, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma el artículo 102 de la Ley del Seguro Social. Se turna a la Comisión de
Seguridad Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Lorena Corona Valdés, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY DE VIVIENDA

El diputado René Cervera García, del Grupo Parlamentario de Movimiento 
Ciudadano, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los 
artículos 4o., 6o. y 62 de la Ley de Vivienda. Se turna a la  Comisión de 
Vivienda, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Ángel García Yánez, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 25 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se remite a la Comisión
de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES

La diputada Martha Lorena Covarrubias Anaya, a nombre propio y del diputado
Rafael Yerena Zambrano, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
33 y adiciona un artículo 34 Bis a la Ley General para la Igualdad entre Mujeres
y Hombres. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO 
NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

La diputada Leticia Amparano Gamez, a nombre propio y del diputado Daniel
Ignacio Olivas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo y Ley del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. Se remite a las Comisiones 
Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Vivienda, para dictamen. . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado José Santiago López, del Grupo Parlamentario del Partido de la 
Revolución Democrática, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma los artículos 25 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

El diputado José De Jesús Galindo Rosas, a nombre propio y de diversos 
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
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México, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos
56 y 57 de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable. Se remite a la 
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE TURISMO

La diputada María Antonia Cárdenas Mariscal, del Grupo Parlamentario de 
Morena, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
7o. de la Ley General de Turismo. Se turna a la Comisión de Turismo, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma los artículos 27, 28 y 148 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se 
remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El diputado Marco Antonio Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social. Se turna
a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El diputado Marco Antonio Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA
LOS TRABAJADORES

El diputado Marco Antonio Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 5o. y 16 y adiciona el artículo 41 Bis de la Ley del Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. Se remite a la Comi-
sión de Vivienda, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA FINANCIERA NACIONAL DE DESARROLLO
AGROPECUARIO, RURAL, FORESTAL Y PESQUERO

La diputada Elva Lidia Valles Olvera, del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 7o. y 48 de la Ley Orgánica de la Financiera Nacional de Desarrollo
Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. Se remite a la Comisión de Hacienda
y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

El diputado Waldo Fernández González, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma los artículos 7o. y 33 de la Ley General de Educación. Se turna a la 
Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . 

LEY DE AVIACIÓN CIVIL

El diputado Enrique Zamora Morlet, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Aviación Civil. Se remite a la 
Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Virgilio Dante Caballero Pedraza, del Grupo Parlamentario de 
Morena, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
remite a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

De la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

El diputado Pedro Luis Noble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 28 de la Ley General de Desarrollo Social. Se remite a la 
Comisión de Desarrollo Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Luz Argelia Paniagua Figueroa, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.. . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE ACCESO A LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

La diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona los artículos 42 y 49 de la Ley General de Acceso a las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia. Se remite a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

El diputado Tomás Roberto Montoya Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 123 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y
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Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

ASISTENCIA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Pido a la Secretaría haga del conocimiento de esta Presi-
dencia el resultado del cómputo de asistencia de diputadas
y diputados.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 320 diputadas y diputados; por lo tanto, señor presi-
dente, hay quórum.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva
(a las 11:40 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DÍA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectu-
ra al orden del día.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al or-
den del día. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y
los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dis-
pensa la lectura.

«Segundo periodo de sesiones ordinarias del primer año de
ejercicio de la LXIII Legislatura.

Orden del día 

Miércoles 30 de marzo de 2016.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

Del diputado Jesús Sesma Suárez

En relación con retiro de iniciativa.

De la Secretaría de Gobernación

Con el que remite cinco contestaciones a puntos de acuer-
do aprobados por la Cámara de Diputados.

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con el que remite el informe del Servicio de Administra-
ción y Enajenación de Bienes, que contiene el desglose de
las operaciones efectuadas por motivos de las transferen-
cias de bienes del Gobierno Federal.

Solicitud de licencia

Del diputado Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda.

Toma de protesta

De la diputada María Hadad Castillo.

Acuerdos de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación Política.

Iniciativas

Que reforma el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Alicia Guadalupe Gamboa
Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.

Que reforma el artículo 230 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión, a cargo de la diputada
Cynthia Gissel García Soberanes, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 28 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada María Gloria Hernández Madrid, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Nacional de Procedimientos Penales, a cargo del diputado
Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 4o. de la Ley Federal de Consulta
Popular, a cargo del diputado Christian Joaquín Sánchez
Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.
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Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
los Institutos Nacionales de Salud, de la Ley del Instituto
de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas,
de la Ley General de Salud, de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do y de la Ley del Seguro Social, a cargo del diputado Ben-
jamín Medrano Quezada, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 2o. de la Ley de la Comisión Na-
cional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, a cargo
del diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

De decreto para inscribir con letras de oro en el Muro de
Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro, el nombre de
Hermila Galindo Acosta, a cargo de la diputada Laura Ne-
reida Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ma-
ría Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 28 de la Ley General de Desarro-
llo Social, a cargo del diputado Pedro Luis Noble Monte-
rrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Penal Federal, a cargo del diputado Pedro Luis No-
ble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional.

Que reforma los artículos 14, 19 y 21 de la Ley General de
Desarrollo Social, a cargo del diputado Pedro Luis Noble
Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Que reforma el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo del diputado Francisco Escobedo Villegas, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 3o. y 18 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la dipu-
tada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 21 y 23 del Código Fiscal de la
Federación, a cargo del diputado Jesús Sesma Suárez, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico.

Que reforma el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma los artículos 12 y 173 de la Ley del Seguro
Social, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social, a cargo del diputado Marco Antonio
Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional.

Que reforma el artículo 238 de la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la diputada
Nora Liliana Oropeza Olguín, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Civil Federal y del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, a cargo del diputado Francisco Saracho
Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.

Que reforma el artículo 48 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Guillermo Rafael Santiago Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 34 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
y del Código Nacional de Procedimientos Penales, a cargo
de la diputada María Gloria Hernández Madrid, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 19 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada Beatriz Veléz Núñez, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado Marco



Antonio Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 17, 18 y 96 de la Ley Agraria,
suscrita por los diputados Alma Carolina Viggiano Austria
y Francisco Javier Santillán Oceguera, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 4o., 11 y 18 de la Ley Federal de
Producción, Certificación y Comercio de Semillas, a cargo
del diputado José Erandi Bermúdez Méndez, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma los artículos 3o., 4o. y 10 de la Ley de Asis-
tencia Social, a cargo del diputado Ricardo David García
Portilla, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, a cargo de
la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.

De decreto, para inscribir con letras de oro, en el muro de
honor del Palacio Legislativo de San Lázaro, el nombre de
“Elvia Carrillo Puerto”, a cargo de la diputada Laura Ne-
reida Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Organizaciones Ganaderas, a cargo del diputado Oscar
García Barrón, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional.

Que reforma los artículos 20 y 21 de la Ley Federal de Ci-
nematografía, a cargo del diputado Christian Joaquín Sán-
chez Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Teresa de Jesús
Lizárraga Figueroa, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Que reforma el artículo 47 de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Ana María Boone Godoy, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 73, 74 y 76 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Héctor Javier García Chávez, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma los artículos 5o. y 16 y adiciona el artículo 41
Bis de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, a cargo del diputado Marco
Antonio Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Que adiciona un artículo 20 Bis a la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de
la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 23 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo de la diputada Karina
Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza.

Que reforma el artículo 55 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana
Georgina Zapata Lucero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, suscrita por las diputadas
Eloisa Chavarrias Barajas y Patricia García García, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma los artículos 76 y 89 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 198 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada María Guadalupe Oyervides Valdez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado Jorge López
Martín, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Que reforma el artículo 116 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados inte-
grantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Re-
volucionario Institucional y de la Revolución Democrática.
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Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Que reforma el artículo 280 de la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, suscrita por diputados
integrantes de la Comisión de Grupos Vulnerables.

Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Luz
Argelia Paniagua Figueroa, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Que reforma el artículo 19 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, suscrita por dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Civil Federal, a cargo del diputado Francisco Saracho Na-
varro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Que reforma los artículos 25 y 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
José Santiago López, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática.

Que reforma los artículos 152 y 154 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte, a cargo del diputado Daniel To-
rres Cantú, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ro-
salinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 237-A de la Ley del Seguro Social,
a cargo de la diputada Rosalinda Muñoz Sánchez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 18 y 79 de la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro, y 40 de la Ley del Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a
cargo del diputado Armando Alejandro Rivera Castillejos,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma los artículos 22 y 41 de la Ley de Adquisicio-
nes, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, a car-

go del diputado Rafael Hernández Soriano, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma los artículos 40, 77 y 78 de la Ley de Obras
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, a cargo
de la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 7o. y 48 de la Ley Orgánica de la
Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural,
Forestal y Pesquero, a cargo de la diputada Elva Lidia Va-
lles Olvera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Que reforma el artículo 53 de la Ley de Obras Públicas y
Servicios Relacionados con las Mismas, a cargo de la dipu-
tada Alicia Guadalupe Gamboa Martínez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo del diputado Joaquín Jesús Díaz Mena, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que expide la Ley de Almacenamiento Rural, y se refor-
man los artículos 98, 99 y 100 de la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable, a cargo del diputado José Erandi Bermúdez
Méndez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Que reforma el artículo 4o. de la Ley de Asistencia Social,
a cargo de la diputada Kathia María Bolio Pinelo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social, de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y de la
Ley General de Prestación de Servicios para la Atención,
Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, a cargo de la dipu-
tada Delia Guerrero Coronado, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 12 de la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, a cargo del diputado Jorge Enrique Dávila Flores,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Que reforma el artículo 162 de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-



do, a cargo de la diputada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 38 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Lu-
cia Virginia Meza Guzmán, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 8o. de la Ley Federal del Impues-
to sobre Automóviles Nuevos, a cargo de la diputada Ma.
Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo de la diputada Flor Estela Rentería Medina, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Que adiciona los artículos 42 y 49 de la Ley General de Ac-
ceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo
de la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Omar
Noé Bernardino Vargas y suscrita por diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y de la
Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Tomás
Roberto Montoya Díaz, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 1o. y 21 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada María Concepción Valdés Ramírez, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma los artículos 23 y 53 de la Ley Reglamentaria
del Artículo 5o. Constitucional, relativo al Ejercicio de las
Profesiones en el Distrito Federal, a cargo de la diputada
Rosalinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 11 y 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Erik Juárez Blanquet, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Turismo,
a cargo del diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 123 de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo del dipu-
tado Tomás Roberto Montoya Díaz, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo y de la Ley del Instituto del Fondo Na-
cional de la Vivienda para los Trabajadores, suscrita por los
diputados Leticia Amparano Gamez y Daniel Ignacio Oli-
vas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal del
Trabajo, de la Ley de Asistencia Social, de la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, de la Ley
del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a cargo
de la diputada Eva Florinda Cruz Molina, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Virgi-
lio Dante Caballero Pedraza, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Que expide la Ley del Salario Mínimo y deroga diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, a cargo del
diputado Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

De decreto, para inscribir con letras de oro en el Muro de
Honor del Salón de Sesiones de la Cámara de Diputados, el
nombre de “Juan de Dios Bátiz Paredes”, a cargo del dipu-
tado Evelio Plata Inzunza, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que adiciona un Capítulo VIII al Título VII y el artículo
196 a la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo de la
diputada Nadia Haydee Vega Olivas, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional.

Que reforma el artículo 102 de la Ley del Seguro Social, a
cargo del diputado Julio Saldaña Morán, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.
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Que reforma el artículo 83 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados
Verónica Delgadillo García y José Clemente Castañeda
Hoeflich, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano.

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Adriana Terrazas Porras, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 1o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Llu-
via Flores Sonduk, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática.

Que expide la Ley para la Protección y Promoción de Bue-
nas Prácticas Comerciales, suscrita por los diputados Alma
Carolina Viggiano Austria y Alfredo Bejos Nicolás, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Que reforma los artículos 3o., 55 y 59 de la Ley General de
Educación, a cargo del diputado Daniel Adrián Sosa Car-
pio, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 94 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Car-
los Sarabia Camacho, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 7o. y 33 de la Ley General de
Educación, a cargo del diputado Waldo Fernández Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática.

Que reforma los artículos 4o., 6o. y 62 de la Ley de Vi-
vienda, a cargo del diputado Rene Cervera García, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma los artículos 27, 28 y 148 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, a cargo del diputado Germán Ernes-
to Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores, a cargo de la diputada Alma Carolina Vig-
giano Austria, y suscrita por diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Civil Federal, a cargo del diputado Rene Cervera García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 33 y adiciona un artículo 34 Bis a
la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres,
suscrita por los diputados Martha Lorena Covarrubias Ana-
ya y Rafael Yerena Zambrano, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 4o., 13 y 30 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la
diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 135 de la Ley Agraria, a cargo del
diputado Óscar García Barrón, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud y del Código Penal Federal, suscrita por
las diputadas Araceli Guerrero Esquivel y Claudia Edith
Anaya Mota, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Que reforma el artículo 77 Bis 29 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada María Guadalupe Oyervides
Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Que reforma el artículo 5o. de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo de la diputada Xitlalic
Ceja García, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Aviación Civil, a cargo del diputado Enrique Zamora Mor-
let, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Ahorro y Crédito Popular, a cargo del diputado Luis Alfre-
do Valles Mendoza, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza.

Que reforma los artículos 12, 13 y 19 de la Ley General de
Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desa-
rrollo Integral Infantil, a cargo de la diputada Norma Edith
Martínez Guzmán, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social.



Que reforma los artículos 56 de la Ley de Instituciones de
Crédito, 45 de la Ley de Uniones de Crédito y 201 de la
Ley del Mercado de Valores, suscrita por el diputado Cán-
dido Ochoa Rojas y por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Que reforma el artículo 25 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ángel
García Yañez, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza.

Que reforma los artículos 56 y 57 de la Ley General de De-
sarrollo Forestal Sustentable, suscrita por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México.

Que reforma el artículo 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Lo-
rena Corona Valdés, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México.»

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de
la sesión anterior. Pido a la Secretaría consulte a la asam-
blea si se dispensa su lectura.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asam-
blea en votación económica si se dispensa la lectura al ac-
ta de la sesión anterior. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las
diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmati-
va. Se dispensa su lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el martes veintinueve de marzo
de dos mil dieciséis, correspondiente al Segundo Periodo
de Sesiones Ordinarias del Primer Año de Ejercicio de la
Sexagésima Tercera Legislatura.

Presidencia del diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Dipu-

tados del Congreso de la Unión, con una asistencia de tres-
cientos treinta y siete diputadas y diputados, a las once ho-
ras con treinta y cuatro minutos del martes veintinueve de
marzo de dos mil dieciséis, el Presidente declara abierta la
sesión.

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; del mismo modo se dispensa la lectura del
acta de la sesión anterior, y no habiendo oradores registra-
dos, en votación económica se aprueba.

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realizan
comentarios sobre diversos temas legislativos los dipu-
tados Salomón Fernando Rosales Reyes, del Partido Revo-
lucionario Institucional; María Candelaria Ochoa Avalos,
de Movimiento Ciudadano; Jorge Carlos Ramírez Marín,
del Partido Revolucionario Institucional; Omar Noé Ber-
nardino Vargas, del Partido Verde Ecologista de México; y
Víctor Manuel Sánchez Orozco, de Movimiento Ciudada-
no. El Presidente hace aclaraciones.

Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales:

a) De la Mesa Directiva, en relación a modificaciones de
turnos de iniciativas con proyecto de decreto:

• Por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, presentada por el diputado Arman-
do Luna Carnales, del Partido Revolucionario
Institucional, diez de marzo de dos mil dieciséis. Se tur-
na a la Comisión de Derechos de la Niñez, para dicta-
men, y a la Comisión de Derechos Humanos para opi-
nión.

• Por el que se expide la Ley de Fomento para el uso de
la Bicicleta en Zonas Metropolitanas, presentada por la
diputada Norma Xóchitl Hernández Colín, de Morena,
el ocho de marzo de dos mil dieciséis. Se turna a la Co-
misión de Desarrollo Metropolitano, para dictamen, y a
las Comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública y de
Transportes, para opinión.

Actualícense los registros parlamentarios.

b) De los diputados:

• Sofía González Torres, del Partido Verde Ecologista de
México, por la que solicita se retire de los registros de
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la Comisión de Derechos de la Niñez, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, presentada el veinticuatro de
noviembre de dos mil quince.

• Rosa Guadalupe Chávez Acosta, del Partido Revolu-
cionario Institucional, por la que solicita se retiren de
los registros de las Comisiones de Educación Pública y
Servicios Educativos, y de Población, respectivamente,
las iniciativas con proyecto de decreto:

– Que reforma el artículo catorce de la Ley General
de Educación, presentada el once de noviembre de
dos mil quince.

– Que adiciona un artículo ochenta y cuatro Bis a la
Ley General de Población, presentada el once de no-
viembre de dos mil quince.

• Manuel Vallejo Barragán, del Partido Revolucionario
Institucional, por la que solicita se retire de los registros
de las Comisiones de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Deporte, la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos séptimo de la Ley Ge-
neral de Educación, y ochenta y ocho de la Ley General
de Cultura Física y Deporte, presentada el once de no-
viembre de dos mil quince.

• Sasil Dora Luz de León Villard, del Partido Verde Eco-
logista de México, por la que solicita se retire de los re-
gistros de la Comisión de Igualdad de Género, la inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma el artículo
veintidós de la Ley General para la Igualdad entre Mu-
jeres y Hombres, presentada el primero de marzo de dos
mil dieciséis.

Se tienen por retiradas, actualícense los registros parla-
mentarios.

c) De la diputada Janette Ovando Reazola, del Partido de
Acción Nacional, por la que comunica la reincorporación a
sus actividades legislativas a partir de esta fecha. De ente-
rado. Comuníquese.

d) De la Secretaría de Gobernación, que remite diez con-
testaciones a puntos de acuerdo aprobados por la Cámara
de Diputados y la Comisión Permanente:

• Por el que se exhorta al titular de esa dependencia a
realizar el análisis y estudio de nivel de riesgo sanitario
existente a la fecha por la importación de material ge-
nético, semen y embriones de ganado bovino proceden-
te de Brasil. Se remite a la Comisión de Ganadería, pa-
ra su conocimiento.

• Por el que se exhorta a esa dependencia para que conti-
núe con las campañas de prevención y atención del virus
chikungunya, así como a instrumentación y formulación
de planes de contingencia y el monitoreo coordinado con
las autoridades de salud local, respecto de los brotes del
virus, a fin de contener su propagación. Se remite a la Co-
misión de Salud, para su conocimiento.

• Por el que se exhorta a esa dependencia a que formule
el proyecto de Norma Oficial Mexicana para Factores
de Riesgo Psicosocial. Se remite a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, para su conocimiento.

• Por el que se exhorta a esa dependencia a incorporar
programas de promoción y difusión de los derechos de
las trabajadoras domésticas; desarrollar programas que
promuevan y faciliten su afiliación a los sistemas de se-
guridad social por parte de sus empleadores; así como
valorar la pertinencia de adherirse al Convenio ciento
ochenta y nueve de la Organización Internacional de
Trabajo en materia de Trabajo Doméstico, con el objeto
de equiparar nuestras leyes con la legislación interna-
cional en materia laboral y de derechos humanos. Se re-
mite a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
su conocimiento.

• Por el que se exhorta a la Procuraduría General de la
República, para que informe sobre los avances de la in-
vestigación por los delitos cometidos en los ataques al
Mexibús el pasado treinta de octubre de dos mil quince,
así como garantizar la seguridad y protección de las y
los usuarios de dicho transporte. Se remite a la Comi-
sión de Seguridad Pública, para su conocimiento.

• Por el que se exhorta a continuar y reforzar los opera-
tivos de prevención y persecución del delito, que forta-
lezcan la seguridad pública del estado de Oaxaca, en es-
pecial la región mixteca. Se remite a la Comisión de
Seguridad Pública, para su conocimiento.

• Por el que se solicita dictaminar técnicamente el si-
niestro ocurrido por exceso de lluvias en el municipio de



Escuinapa, Sinaloa, provocado por los remanentes del
Huracán Patricia. Se remite a la Comisión de Protección
Civil, para su conocimiento.

• Por el que se solicita evaluar la posibilidad de incre-
mentar los recursos destinados a los pescadores yucate-
cos con motivo de la veda del mero y de las demás ve-
das pesqueras en dos mil dieciséis; así como informar
sobre los recursos otorgados a los pescadores en dos mil
quince por entidad federativa y por programa, y el pa-
drón de beneficiarios de ese año. Se remite al promo-
vente.

• Por el que se solicita establecer acciones tendientes a
la instauración de los mecanismos que permitan, con la
intervención que en derecho corresponda al Gobierno
del estado de Veracruz, la reactivación inmediata y el
pago de adeudos de los trabajadores y jubilados del in-
genio azucarero Nuevo San Francisco, de Ciudad Ler-
do, Veracruz. Se remite al promovente.

• Por el que se exhorta a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público a efecto de que en la elaboración de los
Lineamientos para la Operación del Fondo para Fronte-
ras del Ejercicio Fiscal de dos mil dieciséis, considere
incluir a toda la población de Campeche para participar
de una distribución más justa y adecuada de los recursos
del citado Fondo. Se remite al promovente.

e) De la Secretaría de Gobierno de la Ciudad de México,
con la que remite tres contestaciones a punto de acuerdo
aprobados por la Cámara de Diputados:

• Por el que se exhorta a los gobiernos de las entidades
federativas y municipales del país, a mantener actuali-
zado su Atlas de Riesgos; asimismo, aquéllos estados
que no cuenten con su Atlas correspondiente, a que de
manera inmediata inicien los trabajos para su elabora-
ción, basados en los estándares y términos definidos por
el Centro Nacional de Prevención de Desastres. Se re-
mite a la Comisión de Protección Civil, para su conoci-
miento.

• Por el que se exhorta a las autoridades ambientales y
de salud de los diferentes niveles de gobierno, a efecto
de que implementen campañas de información y con-
cientización por el uso irracional de automóviles; desin-
centivando el uso de automotores e impulsando la mo-
vilidad y activación física de la sociedad. Se remite a la

Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
para su conocimiento.

• Por el que se exhorta al Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, para que por su conducto instruya a las instan-
cias locales de administración, procuración e imparti-
ción de justicia, a garantizar el acceso a la justicia de la
población indígena, mediante la existencia de intérpre-
tes o traductores debidamente capacitados y remunera-
dos. Se remite a la Comisión de Asuntos Indígenas, pa-
ra su conocimiento.

f) De la Secretaría de Gobierno del estado de Guanajuato,
con la que remite dos contestaciones a puntos de acuerdo
aprobados por la Cámara de Diputados:

• Por el que se exhorta a los gobiernos de las entidades
y municipios del país a mantener actualizado su Atlas de
Riesgos; asimismo, a aquéllos estados que no cuenten
con su Atlas correspondiente, a que de manera inmedia-
ta inicien los trabajos para su elaboración, basados en
los estándares y términos definidos por el Centro Na-
cional de Prevención de Desastres. Se remite a la Comi-
sión de Protección Civil, para su conocimiento.

• Por el que se exhorta a los gobiernos de los estados a
perfeccionar el marco legal de su competencia en mate-
ria de movilidad y realizar las acciones necesarias a fin
de garantizar la protección de la vida integral física de
peatones. ciclistas y usuarios del transporte público,
particularmente jóvenes. Se remite a la Comisión de
Protección Civil, para su conocimiento.

g) De la Consejería Jurídica del Gobierno del estado de
Oaxaca, con la que remite contestación a punto de acuerdo
aprobado por la Cámara de Diputados, para prevenir y
atender las diferentes problemáticas prevalecientes en el
estado de Oaxaca, en materia de seguridad pública. Se re-
mite a la Comisión de Seguridad Pública, para su conoci-
miento.

h) De la Comisión Nacional del Agua, con la que remite
contestación a punto de acuerdo aprobado por la Comisión
Permanente, en relación con la radiación encontrada en los
pozos de agua en la ciudad de San José Iturbide, Guana-
juato. Se remite al promovente.

i) Del Gobierno del estado de Michoacán, con la que remi-
te contestación a punto de acuerdo aprobado por la Cáma-
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ra de Diputados para que se incrementen y fortalezcan los
programas de tamizaje para la detección oportuna de Cán-
cer de mama. Se remite a la Comisión de Salud, para su co-
nocimiento.

j) De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con la
que informa que en el mes de febrero de dos mil dieciséis,
el Servicio de Administración Tributaria, a través de las au-
toridades aduaneras competentes, únicamente destinó mer-
cancías perecederas, de fácil descomposición o deterioro y
aquéllas que no son transferibles al Servicio de Adminis-
tración y Enajenación de Bienes. Se remite a la Comisión
de Economía, para su conocimiento.

k) Del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social, con la que remite las versiones finales
de las evaluaciones correspondientes a los programas de
Comedores Comunitarios con Trabajo de Campo para el
Análisis de Procesos y del Proyecto Estratégico de Seguri-
dad Alimentaria. Se remite a la Comisión de Desarrollo So-
cial, para su conocimiento.

l) De la Comisión Nacional de Derechos Humanos, con la
que remite el pronunciamiento denominado La Supervi-
sión Penitenciaria. Se remite a la Comisión de Derechos
Humanos, para su conocimiento.

m) Del Congreso del estado de Baja California, con la que
remite iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo veinticinco de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

n) Del Congreso del estado de Nuevo León, con la que re-
mite iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma la fracción tercera del artículo primero de la Ley Fede-
ral para Prevenir y Eliminar la Discriminación. Se turna a
la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. 

o) De la Cámara de Senadores:

• Con la que remite iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el primer párrafo del artículo do-
ce de la Ley Federal de Derechos, presentada por la se-
nadora Ana Gabriela Guevara Espinosa, del Partido del
Trabajo. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, para dictamen.

• Con la que remite minutas con proyecto de decreto:

– Por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley de Ciencia y Tecnología. Se turna a la
Comisión de Ciencia y Tecnología, para dictamen.

– Por el que se reforma y adiciona el artículo treinta y
tres de la Ley General de Pesca y Acuacultura Susten-
tables. Se turna a la Comisión de Pesca, para dictamen.

– Por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables. Se turna a la Comisión de Pesca, para dicta-
men.

– Por el que se reforman y adicionan los artículos se-
gundo, y veintiocho de la Ley de Migración, que de-
vuelve para los efectos de la fracción E del artículo se-
tenta y dos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Asuntos
Migratorios, para dictamen.

– Por el que se reforman y adicionan los artículos vein-
te, veinticinco, sesenta y nueve, y ciento siete de la
Ley de Migración, que devuelve para los efectos de la
fracción E del artículo setenta y dos de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a
la Comisión de Asuntos Migratorios, para dictamen.

El Presidente saluda la presencia en el Salón de Sesiones
del niño Carlos Antonio Santamaría Díaz, acompañado de
sus padres, invitados por la Comisión de Ciencia y Tecno-
logía, quien es un ejemplo de constancia y dedicación, pues
a sus nueve años de edad ha demostrado el conocimiento y
las aptitudes necesarias para concluir con éxito programas
especializados para licenciatura y posgrado, y ha adquirido
conocimientos sobre una concepción global de la química,
así como conocimientos sobre principios de equilibrio en
disolución y espectroscopia infrarroja de resonancia mag-
nética nuclear y espectroscopia de masas, esto en el marco
del Diplomado Química Analítica, impartido por la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México. 

El siguiente punto del Orden del Día es la efeméride con
motivo del veintiuno de marzo, Aniversario del Natalicio
de Benito Pablo Juárez García. Intervienen para referirse al
tema las diputadas y los diputados: Gonzalo Guízar Valla-
dares, del Partido Encuentro Social; María Eugenia Ocam-
po Bedolla, de Nueva Alianza; Adán Pérez Utrera, de Mo-
vimiento Ciudadano; Jorge Tello López, de Morena;
Andrés Fernández del Valle Laisequilla, del Partido Verde
Ecologista de México; Araceli Saucedo Reyes, del Partido



de la Revolución Democrática; Miguel Ángel Huepa Pé-
rez, del Partido de Acción Nacional;

A las doce horas con treinta y cinco minutos, por ins-
trucciones de la Presidencia, se cierra el sistema elec-
trónico de asistencia con un registro de cuatrocientos
cuarenta y dos diputadas y diputados.

y Yarith Tannos Cruz, del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Se recibieron iniciativas con proyecto de decreto de los
diputados:

• Jesús Salvador Valencia Guzmán, del Partido de la Re-
volución Democrática, que reforma el artículo ciento
veintisiete de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes. Se turna a la Comisión de Dere-
chos de la Niñez, para dictamen. 

• Integrantes de diversos grupos parlamentarios, que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes.
Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.

• Integrantes del Partido Verde Ecologista de México,
que reforma los artículos diez, y ciento dieciséis de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez,
para dictamen. 

Se concede el uso de la palabra para presentar iniciativas
con proyecto de decreto a las diputadas y los diputados:

• Edith Yolanda López Velasco, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que reforma el artículo ciento quin-
ce de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, para dictamen.

• María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, del Partido
Acción Nacional, que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público, y de la Ley Ge-
neral de Cambio Climático. Se turna a las Comisiones
Unidas de Transparencia y Anticorrupción, y de Cambio
Climático, para dictamen.

• Maricela Contreras Julián, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma y adiciona el artículo
veintidós de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes. Se turna a la Comisión de Dere-
chos de la Niñez, para dictamen.

• Cándido Ochoa Rojas, y suscrito por diputados inte-
grantes del Partido Verde Ecologista de México, que re-
forma el artículo ochenta y tres Quáter de la Ley Fede-
ral de Armas de Fuego y Explosivos. Se turna a la
Comisión de Defensa Nacional, para dictamen.

• Mariana Trejo Flores, de Morena, que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de Sa-
lud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

• María Candelaria Ochoa Avalos, de Movimiento Ciu-
dadano, que reforma el artículo ciento quince de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

• Carlos Gutiérrez García, de Nueva Alianza, que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Educación. Se turna a la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos, para dictamen.

• Francisco Escobedo Villegas, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que reforma el artículo doce de la
Ley General de Víctimas. Se turna a la Comisión de Jus-
ticia, para dictamen.

• María Verónica Agundis Estrada, del Partido Acción
Nacional, que reforma los artículos ciento cincuenta,
ciento cincuenta y cinco, y ciento ochenta y nueve del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Se turna a la
Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, para dictamen.

• David Jiménez Rumbo, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General de Salud. Se turna a la Comi-
sión de Salud, para dictamen.

• Sofía González Torres, y suscrita por diputados inte-
grantes del Partido Verde Ecologista de México, que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fede-
ral del Impuesto Sobre Automóviles Nuevos, y de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.
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Presidencia de la diputada
Daniela De Los Santos Torres

• Ernestina Godoy Ramos, de Morena, que reforma el
artículo noventa y seis de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

• Jonadab Martínez García, de Movimiento Ciudadano:

– Que reforma el artículo veintiuno de la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
mismas. Se turna a la Comisión de Transparencia y
Anticorrupción, para dictamen.

– Que reforma los artículos ciento setenta de la Ley
Federal del Trabajo, y veintiocho de la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado, Regla-
mentaria del Apartado B) del artículo ciento veinti-
trés de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social, para dictamen.

Presidencia del diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva

• Angélica Reyes Ávila, de Nueva Alianza, que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

La Secretaría informa a la Asamblea que se recibieron dic-
támenes con proyecto de decreto de las Comisiones de:

a) Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial, por el
que se reforma la fracción octava del artículo segundo de
la Ley General de Asentamientos Humanos. 

b) Turismo, por el que se reforma el artículo dieciocho de
la Ley General de Turismo. 

c) Reforma Agraria, por el que se reforman diversas dispo-
siciones de la Ley Agraria. 

d) Medio Ambiente y Recursos Naturales, por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Desarrollo Forestal Sustentable.

De conformidad con lo que establece el artículo ochenta y
siete del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cum-
ple con la declaratoria de publicidad.

El siguiente punto del Orden del Día es la discusión de dic-
támenes con proyecto de decreto de las Comisiones de:

a) Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, por
el que se adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos. Se concede el uso de la palabra al diputado
Jorge Triana Tena, para fundamentar el dictamen en nom-
bre de la Comisión. Para presentar moción suspensiva ha-
ce uso de la palabra el diputado Juan Romero Tenorio, de
Morena, misma que en votación económica no se toma en
consideración y se desecha. Para fijar postura de sus res-
pectivos grupos parlamentarios intervienen las diputadas y
los diputados: René Cervera García, de Movimiento Ciu-
dadano; Ariadna Montiel Reyes, de Morena; Sharon María
Teresa Cuenca Ayala, del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico; Cecilia Guadalupe Soto González, del Partido de la
Revolución Democrática; Héctor Barrera Marmolejo, del
Partido de Acción Nacional; y María De La Paz Quiñones
Cornejo, del Partido Revolucionario Institucional. Se so-
mete a discusión en lo general y en lo particular el proyec-
to de decreto e interviene en contra el diputado Vidal Lle-
renas Morales, de Morena. 

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realizan
comentarios sobre el proyecto de decreto los diputados:
Virgilio Dante Caballero Pedraza, de Morena; Jorge Triana
Tena, del Partido de Acción Nacional; Ariadna Montiel Re-
yes, de Morena; Héctor Barrera Marmolejo, del Partido de
Acción Nacional; y Juan Romero Tenorio, de Morena. El
Presidente hace aclaraciones.

Sin más oradores registrados en votación económica se
considera suficientemente discutido en lo general y en lo
particular. En votación nominal por cuatrocientos cuatro
votos a favor; y treinta en contra, se aprueba en lo general
y en lo particular el proyecto de decreto por el que se adi-
cionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos. Pasa al Senado, para sus efectos constitucionales.

b) Radio y Televisión, que reforma el artículo doscientos
treinta de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radio-
difusión. Se concede el uso de la palabra a la diputada Lía
Limón García, para fundamentar el dictamen en nombre de
la Comisión. Para fijar postura de sus respectivos grupos
parlamentarios intervienen las diputadas y los diputados:
Norma Edith Martínez Guzmán, del Partido Encuentro So-
cial; 



Presidencia del diputado
Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano

José Bernardo Quezada Salas, de Nueva Alianza; José Cle-
mente Castañeda Hoeflich, de Movimiento Ciudadano;
Virgilio Dante Caballero Pedraza, de Morena; Paloma Ca-
nales Suárez, del Partido Verde Ecologista de México; To-
más Octaviano Félix, del Partido de la Revolución Demo-
crática; Gretel Culin Jaime, del Partido de Acción
Nacional; y Pablo Elizondo García, del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Presidencia del diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva

Sin más oradores registrados en votación económica se
considera suficientemente discutido en lo general y en lo
particular. En votación nominal por unanimidad de cuatro-
cientos treinta y un votos, se aprueba en lo general y en lo
particular el proyecto de decreto que reforma el artículo
doscientos treinta de la Ley Federal de Telecomunicacio-
nes y Radiodifusión. Pasa al Senado, para sus efectos cons-
titucionales.

Se da cuenta con acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica, en relación a cambio de integrantes y de juntas di-
rectivas de comisiones ordinarias. En votación económica
se aprueba. Comuníquese.

Agotados los asuntos del Orden del Día, el Presidente cita
para la próxima Sesión Ordinaria que tendrá lugar mañana
miércoles treinta de marzo de dos mil dieciséis, a las once
horas, y levanta la sesión a las quince horas con cincuenta
y seis minutos.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Está a discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la
palabra, en votación económica se pregunta si se aprueba.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Se-
ñor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobada el acta.

Continuamos con el capítulo de Comunicaciones oficiales.

COMUNICACIONES OFICIALES

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en el artículo 77, numeral 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, me permito solicitar
muy atentamente a ese órgano de gobierno, se retire la si-
guiente iniciativa presentada el pasado 15 de marzo del
presente año y turnada a la Comisión de Medio Ambiente
y Recursos Naturales.

• Que reforma el artículo 60 Bis de la Ley General de
Vida Silvestre, para erradicar en su totalidad la utiliza-
ción de mamíferos en espectáculos, sean fijos o itine-
rantes, que suscriben los diputados integrantes del
GPPVEM.

Para efecto de que se realicen las acciones conducentes y
se actualicen los registros parlamentarios.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de  2016.— Dipu-
tado Jesús Sesma Suárez (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se tiene por retirada. Actualícense los registros parla-
mentarios.

———————— o ————————

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre: De
la Secretaría de Gobernación, con el que remite cinco con-
testaciones a puntos de acuerdo aprobados por la Cámara
de Diputados.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio DGPL 63-II-7-506 signado por el
diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano, vicepresi-
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dente de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me
permito remitir para los fines procedentes, copia del simi-
lar número UCVPS/610/2016 suscrito por el doctor Ernes-
to Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Unidad Coordina-
dora de Vinculación y Participación Social de la Secretaría
de Salud, así como de sus nexos, mediante los cuales res-
ponde el punto de acuerdo por el que solicita implementar
y reforzar las campañas para disminuir el número de acci-
dentes automovilísticos causados por el consumo de alcohol
o por el uso de aparatos de comunicación móvil; así como
promover modificaciones a los reglamentos municipales
para que se prohíba y sancione el uso de aparatos de co-
municación móvil mientras se conduce vehículos, en aque-
llos reglamentos en que aún no se prevé.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 28 de marzo de 2016.— Maestro Valentín Martí-
nez Garza (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo de la Se-
cretaría de Gobernación.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente.

Me refiero al oficio SELAP/UEL/311/249/16, de fecha 9
de febrero de 2016, mediante el cual informó que en la se-
sión de la Cámara de Diputados, celebrada el 9 de febrero
de 2016, se aprobó el punto de acuerdo, que a continuación
se transcribe:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta a los go-
bernadores de las 31 entidades federativas, el jefe de go-
bierno del Distrito Federal, al secretariado técnico del
Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes y a
los consejos para la prevención de accidentes de las en-
tidades federativas, para que respectivamente en el ám-
bito de sus competencias, implementen, si es que no lo
han hecho o, en su caso, refuercen las que sí cuentan con
campañas para disminuir el número de accidentes auto-
movilísticos causados por el consumo de alcohol o por
el uso de aparatos de comunicación móvil, sin estimar-
se que los mismos representen un impacto presupuesta-
rio.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta al Secreta-
riado Técnico del Consejo Nacional para la Prevención
de Accidentes y a los consejos para la prevención de ac-
cidentes de las entidades federativas a promover en el
ámbito de sus atribuciones, modificaciones a los regla-
mentos municipales para que se prohíba y sancione el
uso de aparatos de comunicación móvil mientras se con-
ducen vehículos, en aquellos reglamentos en que aún no
se prevé.”

Al respecto me permito acompañar oficio SPPS-CAS-
1208/2016 y anexo, suscrito por la doctora Georgina Ro-
dríguez Elizondo, asesora de la Coordinación de Asesores
de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud.

Con base en lo anterior he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 17 de marzo de 2016.— Doctor Ernesto Héctor
Monroy Yurrieta (rúbrica), titular de la Unidad Coordinadora de Vin-
culación y Participación Social.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Ernesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Uni-
dad Coordinadora de Vinculación y Participación Social.—
Presente.

Por instrucciones del doctor Pablo Kuri Morales, subsecre-
tario de Prevención y Promoción de la Salud, me permito
enviarle en documento anexo, los comentarios al punto de
acuerdo con número de oficio UCVPS/448/2016, que re-
fiere:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta a los go-
bernadores de las 31 entidades federativas, el jefe de go-
bierno del Distrito Federal, al secretariado técnico del
Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes y a
los consejos para la prevención de accidentes de las en-
tidades federativas, para que respectivamente en el ám-
bito de sus competencias, implementen, si es que no lo
han hecho o, en su caso, refuercen las que sí cuentan con



campañas para disminuir el número de accidentes auto-
movilísticos causados por el consumo de alcohol o por el
uso de aparatos de comunicación móvil, sin estimarse que
los mismos representen un impacto presupuestario.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta al Secreta-
riado Técnico del Consejo Nacional para la Prevención
de Accidentes y a los consejos para la prevención de ac-
cidentes de las entidades federativas a promover en el
ámbito de sus atribuciones, modificaciones a los regla-
mentos municipales para que se prohíba y sancione el
uso de aparatos de comunicación móvil mientras se con-
ducen vehículos, en aquellos reglamentos en que aún no
se prevé.”

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 10 de marzo de 2016.— Doctora Georgina Ro-
dríguez Elizondo (rúbrica), asesora de la Coordinación de Asesores de
la SPPS.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Miguel Ángel Lutzow Steiner, coordinador de ase-
sores del Subsecretario de Prevención y Promoción de la
Salud.— Presente.

Me refiero a su oficio SPPS-CAS-0883-2016 por virtud del
cual solicita diversa información con relación al diverso
DGPL 63-II-7-499 suscrito por el diputado Jerónimo Ale-
jandro Ojeda Anguiano, vicepresidente de la Mesa Directi-
va de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados en el
que da a conocer el siguiente punto de acuerdo:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta a los gober-
nadores de las 31 entidades federativas, el jefe de gobier-
no del Distrito Federal, al secretariado técnico del Conse-
jo Nacional para la Prevención de Accidentes y a los
consejos para la prevención de accidentes de las entida-
des federativas, para que respectivamente en el ámbito de
sus competencias, implementen, si es que no lo han he-
cho o, en su caso, refuercen las que sí cuentan con cam-
pañas para disminuir el número de accidentes automovi-
lísticos causados por el consumo de alcohol o por el uso
de aparatos de comunicación móvil, sin estimarse que los
mismos representen un impacto presupuestario.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta al Secreta-
riado Técnico del Consejo Nacional para la Prevención
de Accidentes y a los consejos para la prevención de ac-
cidentes de las entidades federativas a promover en el
ámbito de sus atribuciones, modificaciones a los regla-
mentos municipales para que se prohíba y sancione el
uso de aparatos de comunicación móvil mientras se con-
ducen vehículos, en aquellos reglamentos en que aún no
se prevé.”

A este respecto y con el objeto de atender su requerimien-
to, le comento que por lo que se refiere a las acciones y po-
líticas públicas que tiene a su cargo este secretario técnico,
se advierte que en el ámbito de sus atribuciones y en tér-
minos de lo señalado en el artículo 35 Bis 2 del Reglamen-
to Interior de la Secretaría de Salud, le corresponde la eje-
cución de los programas de acción específico Seguridad
Vial 2013-2018. Este programa se aplica en los treinta y
dos estados de la República Mexicana a través de los con-
sejos estatales para la prevención de accidentes, el cual in-
cluye acciones de comunicación social dirigidos a prevenir
accidentes por conducir bajo los efectos del alcohol y el
uso de distractores.

En este sentido, doy a conocer a usted que por lo que se re-
fiere a la promoción para llevar cabo la modificación de or-
denamientos legales que permitan disminuir lesiones a
causa de accidentes viales, esta unidad viene impulsando el
conformación del PROY-NOM-000-SCFI-2015 denomina-
do Cascos de Seguridad para la Prevención de Lesiones en
la Cabeza de Motociclistas-Acciones de Promoción de la
Salud Especificaciones de Seguridad y Métodos de Prueba,
el cual tendrá como objetivo salvaguardar la salud de quie-
nes hacen uso de estos medios de transporte y que habrá de
ser publicado en el Diario Oficial de la Federación este
mismo año, previa satisfacción del procedimiento que para
tal efecto establece la Ley Federal sobre Metrología y Nor-
malización.

En el ámbito de su competencia, este secretario técnico ha
venido llevando a cabo la promoción en la revisión y ges-
tión de una legislación en los tres órdenes de gobierno que
integre buenas prácticas de la seguridad vial para prevenir
los factores de riesgo a que se refiere el punto de acuerdo
indicado, para que esto redunde favorablemente en la dis-
minución de accidentes viales. Para ello es de señalarse
que esta área gestiona con las entidades federativas y con
municipios la mejora de las leyes locales y reglamentos de
tránsito estatal, para evitar que se utilicen aparatos de co-
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municación móviles mientras se conduce, así como condu-
cir bajo los efectos del alcohol.

A mayor abundamiento y por lo que respecta a la preven-
ción en la conducción de automovilistas bajo los efectos
del alcohol y otras drogas, le comento que esta unidad ad-
ministrativa tiene a su cargo el desarrollo y promoción de
la Acción Estratégica de Alcoholimetría, la cual tiene como
finalidad reducir los accidentes de tránsito relacionados
con el factor de riesgo de la ingesta de alcohol y conducir,
mediante la implementación de puntos de control del alco-
holimetría, en los que se realizan pruebas de detección de
alcohol a los conductores. Se estima que la promoción de
esta acción estratégica impacta directamente en el bienes-
tar de los diferentes grupos de edad, ya que lo se pretende
es evitar accidentes viales. Actualmente esta acción se
aplica en más de 150 municipios prioritarios de la Repú-
blica Mexicana.

Ahora bien, el STCONAPRA realiza mediciones periódi-
cas en las entidades federativas para contar con informa-
ción de los usuarios que hacen uso de aparatos de comuni-
cación móviles, entre otros aspectos, mientras conducen
vehículos. Esto con la finalidad de modificar el avance de
las acciones coordinadas multisectoriales que se realicen
con los consejos estatales para la prevención de accidentes
y sus similares, según corresponda en cada jurisdicción.

En lo que respecta a las acciones de prevención de acci-
dentes, este secretario técnico difunde información muy
concreta por medio de material educativo, en el que se da
a conocer la necesidad del uso de no utilizar distractores
mientras se conduce, sistema de retención infantil y cintu-
rón de seguridad para evitar accidentes que afecten la sa-
lud. En igual forma, cabe señalar que en los tiempos ofi-
ciales que tiene la Secretaría de Salud actualmente se
difunde en televisión la campaña Evita Comportamientos
Riesgosos.

Finalmente, y como complemento de lo anterior es de des-
tacarse que esta área también ha publicado guías para pre-
venir accidentes de tránsito que comprende una serie de
ejemplares en materia de seguridad vial, en los cuales esta
unidad de la pauta a seguir para evitar accidentes. Todas es-
tas acciones quedan comprendidas en el programa de ac-
ción específico Seguridad Vial 2013-2018, que tiene como
objetivo principal salvaguardar la integración física y la sa-
lud de la población en general, incluidos los menores de
edad. Se anexa para mejor información un ejemplar de di-

cho material consistente en doce folletos que abarcan cada
uno de los aspectos vinculados con el objeto del punto de
acuerdo que nos ocupa, dentro de los que se encuentra el
no uso de distractores y no consumo de alcohol mientras se
conduce.

En espera de que la información que le hago llegar sea de
utilidad, quedo a sus órdenes.

Atentamente

Ciudad de México, a 8 de marzo de 2016.— Doctora Martha Cecilia
Hijar Medina (rúbrica), secretaria técnica.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se remite a la Comisión de Seguridad Pública, para su
conocimiento.

———————— o ————————

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio D.G.P.L. 63-II-7-266, signado por la
diputada Daniela de los Santos Torres, entonces vicepresi-
denta de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me
permito remitir, para los fines procedentes, copia del simi-
lar número UCVPS/480/2016, suscrito por el doctor Er-
nesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Unidad Coordi-
nadora de Vinculación y Participación Social de la
Secretaría de Salud, así como de su anexo, mediante los
cuales responde el punto de acuerdo por el que se solicita
realizar las gestiones necesarias a fin de construir un hos-
pital regional en la ciudad de Huatusco, Veracruz, para
atender las necesidades de la población de la región, a fin
de combatir el rezago y las carencias en materia de salud.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 28 de marzo de 2016.— Maestro Valentín Martí-
nez Garza (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»



«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.—
Presente.

En atención al oficio SELAP/UEL/311/2591/15, de fecha
17 de diciembre de 2015, mediante el cual informó que en
sesión ordinaria de la Cámara de Diputados, celebrada el
día 15 de diciembre del 2015, se aprobó el punto de acuer-
do, que a continuación se transcribe:

“Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secreta-
ría de Salud del Gobierno Federal, para que realice las
gestiones necesarias a fin de construir un hospital regio-
nal en la ciudad de Huatusco, Veracruz, para atender las
necesidades de la población de la región, a fin de com-
batir el rezago y la carencias en materia de salud.”

Al respecto me permito acompañar oficio SIDSS/
CAS/0130/2016, suscrito por la actuaria Sandra Orcí Gu-
tiérrez, coordinadora de asesores de la Subsecretaría de In-
tegración y Desarrollo del Sector Salud.

Con base en lo anterior, he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 17 de febrero de 2016.— Ernesto Héctor Monroy
Yurrieta (rúbrica), titular de la Unidad Coordinadora de Vinculación y
Participación Social.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Ernesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Uni-
dad Coordinadora de Vinculación y Participación Social.—
Presente.

Me refiero a su oficio UCVPS/229/2016, referente al pun-
to de acuerdo aprobado en la sesión de la Comisión Per-
manente del Honorable Congreso de la Unión, celebrada el
pasado 14 de diciembre del año 2015, que a continuación
se detalla:

“Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secreta-
ría de Salud del gobierno federal, para que realice las
gestiones necesarias a fin de construir un hospital regio-
nal en la ciudad de Huatusco, Veracruz, para atender las
necesidades de la población de la región, a fin de com-
batir el rezago y la carencias en materia de salud.”

En el ámbito de competencia de la Subsecretaría de Inte-
gración y Desarrollo del Sector Salud y con base en la in-
formación disponible en los registros de la Dirección Ge-
neral de Planeación y Desarrollo en Salud, se informa lo
siguiente:

En la localidad de Huatusco de Chicuellar, situada en el
municipio de Huatusco del estado de Veracruz, se cuenta
con cobertura de los Servicios Estatales de Salud, a través
del Hospital General Huatusco “Doctor Darío Méndez Li-
ma” (CLUES VZSSA002393). Dicho hospital cuenta con
las cuatro especialidades básicas (gineco-obstetricia, medi-
cina interna, pediatría y cirugía) y la siguiente capacidad
instalada.

Camas censables: 30
Consultorios: 6
Quirófanos: 1
Salas de expulsión: 1
Ocupación hospitalaria: 68%

Considerando que, de acuerdo con proyecciones del Con-
sejo Nacional de Población, el municipio de Huatusco tie-
ne actualmente 59,154 habitantes, y el 68.2% se encuentra
afiliado al Seguro Popular, la localidad y en general el mu-
nicipio de Huatusco de Chicuellar cuenta con la infraes-
tructura física suficiente para cubrir la demanda de servi-
cios de salud de la población.

Asimismo, con base en lo establecido en los artículos 13,
inciso B), y 77 Bis 5, inciso B), fracción IV, de la Ley Ge-
neral de Salud, corresponde a los gobiernos de las entida-
des federales en materia de salubridad general, como auto-
ridades locales y dentro de sus respectivas jurisdicciones
territoriales, entre otras:

Artículo 13, B.

1. Organizar, operar, supervisar y evaluar la prestación
de los servicios de salubridad general a que se refieren
las fracciones II, II Bis, IV, IV Bis, IV Bis 1, IV Bis 2,
V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI,
XVII, XVIII, XIX, XX, XXVI Bis y XXVII Bis, del ar-
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tículo 30 de esta Ley, de conformidad con las disposi-
ciones aplicables;

Artículo 77 Bis 5, B.

IV. Programar, de los recursos a que se refiere el Capí-
tulo III de este Título, aquellos que sean necesarios pa-
ra el mantenimiento, desarrollo de infraestructura y
equipamiento conforme a las prioridades que se deter-
minen en cada entidad federativa, en congruencia con el
plan maestro que se elabore a nivel nacional por la Se-
cretaría de Salud

Con base en lo anterior, corresponde a los Servicios Esta-
tales de Salud de Veracruz, en el ámbito de sus competen-
cias, la planeación, distribución y ejecución de los recursos
financieros necesarios para el mantenimiento, desarrollo de
infraestructura y equipamiento de las unidades médicas,
que permita la adecuada operación y prestación de servi-
cios del Sistema de Salud.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 8 de febrero de 2016.— Actuaria Sandra Orcí Gu-
tiérrez (rúbrica), coordinadora de asesores.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se turna a la Comisión de Salud, para su conocimiento.

———————— o ————————

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 63-II-3-263, signa-
do por el diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano,
entonces vicepresidente de la Mesa Directiva de ese órga-
no legislativo, me permito remitir para los fines proceden-
tes, copia del similar número UCVPS/547/2016, suscrito
por el doctor Ernesto H. Monroy Yurrieta, titular de la Uni-

dad Coordinadora de Vinculación y Participación Social de
la Secretaría de Salud, así como de su anexo, mediante los
cuales responde el punto de acuerdo por el que se exhorta
a esa dependencia a emitir una norma oficial mexicana en
materia de unidades médicas móviles para la prevención,
diagnóstico y atención del cáncer de mama, en la cual se
establezcan los procedimientos mediante los cuales se re-
gulará, autorizará, certificará y vigilará las citadas Unida-
des Móviles, salvaguardando en todo momento los dere-
chos de las mujeres.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 28 de marzo de 2016.— Maestro Valentín Martí-
nez Garza (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente.

Me refiero al oficio SELAP/UEL/311/2579/2015, de fecha
17 de diciembre de 2015, mediante el cual informó que en
la sesión de la Cámara de Diputados, celebrada el 15 de di-
ciembre del 2015, se aprobó el punto de acuerdo, que a
continuación se transcribe:

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud a emitir una norma ofi-
cial mexicana en materia de unidades médicas móviles
para prevención, diagnóstico y atención del cáncer de
mama, en la cual se establezcan los procedimientos me-
diante los cuales se regularán, autorizarán, certificarán y
vigilarán las citadas unidades móviles, salvaguardando
en todo momento los derechos de las mujeres.

Al respecto me permito acompañar oficio SIDSS/CAS/
0159/2016, suscrito por la actuaria Sandra Orcí Gutiérrez,
coordinadora de asesores de la Subsecretaría de Integra-
ción y Desarrollo del Sector Salud.

Con base en lo anterior he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.



Atentamente

México, Ciudad de México, a 2 de marzo de 2016.— Doctor Ernesto
Héctor Monroy Yurrieta (rúbrica), titular de la Unidad.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Ernesto H. Monroy Yurrieta, titular de la Unidad
Coordinadora de Vinculación y Participación Social.—
Presente.

Me refiero a su oficio número UCVPS/225/2016 referente
al punto de acuerdo aprobado en sesión de la Cámara de
Diputados, celebrada el pasado 15 de diciembre de 2015,
ek cyak se deralla a continuación:

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud, para que emita una Nor-
ma Oficial Mexicana en materia de Unidades Médicas
Móviles para la Prevención, diagnóstico y Atención del
cáncer de Mama, en la cual se establezcan los procedi-
mientos mediante los cuales se regulará, autorizará, cer-
tificará, y vigilará a las citadas Unidades Móviles, sal-
vaguardando en todo momento los derechos de las
mujeres.

Al respecto, en al ámbito de competencia de la Subsecreta-
ría de Integración y Desarrollo del Sector Salud, se infor-
ma lo siguiente:

• A través de la Dirección General de Planeación y De-
sarrollo en Salud, en coordinación con los Servicios Es-
tatales de Salud se realizan las siguientes acciones de
primer contacto en materia de prevención, diagnóstico y
atención del cáncer de mama en las Unidades Médicas
Móviles, en el marco del Programa Fortalecimiento a la
Atención Médica:

• Se brindan servicios de salud a nivel nacional, me-
diante Unidades Médicas Móviles, a las habitantes de
las localidades geográficamente dispersas, de alta y muy
alta marginación y localidades sin servicios de salud,
ubicadas en municipios de bajo índice de desarrollo hu-
mano, en municipios con población predominantemen-
te indígena y/o en municipios de la Cruzada Nacional
contra el Hambre. Los servicios incluyen capacitación a
la población, donde el personal de salud sensibiliza e
instruye a la población indicada en la auto exploración

de la glándula mamaria y promueve la exploración clí-
nica.

• De manera sistemática, a todas las mujeres que asisten
a las Unidades Médicas Móviles para realizarse citolo-
gía vaginal se les realiza exploración clínica de mama y
cuando se detecta algún dato de sospecha, se refiere a la
paciente a la Uneme Dedicam (Unidad de Especialidad
Médica de Detección y Diagnóstico de Cáncer de Ma-
ma) u hospital más cercano. Asimismo, el equipo itine-
rante de la Unidad Médica Móvil gestiona ante unidades
médicas que cuentan con mastógrafo, la realización de
mastografías a las mujeres mayores a 40 años (ya sea en
grupo o individualmente), independientemente de los
datos clínicos.

• Un paso previo a la generación de la NOM, debe ser
valorar la experiencia operativa de unidades de este tipo
tanto a nivel nacional como internacional, en virtud de
los requerimientos específicos para la operación y man-
tenimiento, considerando la necesidad de uso de la mas-
tografía y la ubicación geográfica de las unidades médi-
cas.

• La normatividad elaborada a través de la Dirección
General de Calidad y Educación en Salud, que emite el
Comité Consultivo Nacional de Normalización de Inno-
vación, Desarrollo, Tecnologías e Información en Salud,
en materia de organización, funcionamiento, infraes-
tructura y equipamiento de establecimientos para la
atención médica ambulatoria y hospitalaria. Lo anterior
no es aplicable a las unidades móviles para la preven-
ción, diagnóstico y atención del cáncer de mama, toda
vez que por sus características propias, estas unidades
móviles no corresponden a ninguno de los distintos ti-
pos de consultorios, ni están atendidas en todos los ca-
sos por profesionales de la salud, sino por personal téc-
nico capacitado en mastografía.

No obstante lo anterior, se considera conveniente consultar
al Comité Consultivo Nacional de Normalización de Pre-
vención y Control de Enfermedades y al Centro Nacional de
Equidad de Género y Salud Reproductiva, para conocer la
viabilidad de la elaboración y emisión de una Norma Ofi-
cial Mexicana en materia de Unidades Médicas Móviles
para la prevención, diagnóstico y atención del cáncer de
mama.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.
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Atentamente

Ciudad de México, a 22 de febrero de 2016.— Actuaria Sandra Orcí
Gutiérrez (rúbrica), coordinadora de asesores.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se remite a la Comisión de Salud, para su conocimien-
to.

———————— o ————————

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 63-II-6-0258, signa-
do por la diputada Daniela de los Santos Torres, entonces
vicepresidenta de la Mesa Directiva de ese órgano legislati-
vo, me permito remitir para los fines procedentes, copia del
similar número UCVPS/611/2016 suscrito por el doctor Er-
nesto H. Monroy Yurrieta, titular de la Unidad Coordinado-
ra de Vinculación y Participación Social de la Secretaría de
Salud, así como de sus anexos, mediante los cuales respon-
de el punto de acuerdo relativo a fortalecer los planes y pro-
gramas, así como la coordinación entre instituciones educa-
tivas y de salud, a fin de procurar perfiles idóneos de
profesionales de la salud para áreas rurales y de difícil ac-
ceso en el país; y se realicen las medidas adecuadas para
promover programas y brindarles apoyo e incentivos eco-
nómicos.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 28 de marzo de 2016.— Maestro Valentín Martí-
nez Garza (rúbrica), titular.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente.

Me refiero al oficio SELAP/UEL/311/2566/15, de fecha 17
de diciembre de 2015, mediante el cual informó que en la
sesión de la Cámara de Diputados, celebrada el día 15 de

diciembre de 2015, se aprobó el punto de acuerdo, que a
continuación se transcribe:

Primero. La Cámara de Diputados exhorta a los copresi-
dentes de la Comisión Interinstitucional para la Formación
de Recursos Humanos para la Salud SSA-SEP para que,
en el ámbito de su competencia, fortalezcan los planes y
programas así como la coordinación entre instituciones
educativas y de salud, a fin de procurar perfiles idóneos de
profesionales de la salud para áreas rurales y de difícil ac-
ceso en el país.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a la titular
de la Secretaría de Salud, en su calidad de presidente del
Consejo de Salubridad General para que, en el ámbito
de su competencia, realice las medidas adecuadas para
promover programas y brindar el apoyo e incentivos
económicos a los profesionales de la salud en áreas ru-
rales y de difícil acceso en el país:

Al respecto me permito acompañar oficios SIDSS/
CAS/0110 suscrito por la por la actuaria Sandra Orcí Gu-
tiérrez, coordinadora de asesores de la Subsecretaría de In-
tegración y Desarrollo del sector salud y DGCES/DG/
00871/2016, suscrito por el doctor Sebastián García Saisó,
director general de Calidad y Educación en Salud de la
Subsecretaría de Integración y Desarrollo del Sector Salud.

Con base en lo anterior he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

México, Ciudad de México, a 17 de marzo de 2016.— Doctor Ernesto
Héctor Monroy Yurrieta (rúbrica), titular de la Unidad.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Ernesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Uni-
dad Coordinadora de Vinculación y Participación Social.—
Presente.

Me refiero a su oficio número UCVPS/218/20l6 referente
al punto de acuerdo aprobado en la Sesión de la Cámara de



Diputados, celebrada el pasado 15 de diciembre de 2015, el
cual se detalla a continuación:

Primero. La Cámara de Diputados exhorta a los Copre-
sidentes de la Comisión Interinstitucional para la For-
mación de Recursos Humanos para la Salud SSA-SEP
para que, en el ámbito de su competencia, fortalezcan
los planes y programas, así como la coordinación entre
instituciones educativas y de salud, a fin de procurar
perfiles idóneos de profesionales de la salud para áreas
rurales y de difícil acceso en el país.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a la titular
de la Secretaría de Salud, en su calidad de Presidenta del
Consejo de Salubridad General para que, en el ámbito
de su competencia, realice las medidas adecuadas para
promover programas y brindar el apoyo e incentivos
económicos a los profesionales de la salud en áreas ru-
rales y de difícil acceso en el país.

Al respecto, en el ámbito de su competencia de la Subse-
cretaría de Integración y Desarrollo del Sector Salud, a tra-
vés de la Dirección general de Calidad y Educación en Sa-
lud se realizan las siguientes acciones:

• En cuanto al primer punto, con base en el artículo 18,
fracciones XXII y XXIV del Reglamento Interno de la
de la Secretaría de Salud, se coadyuva en orientar la for-
mación de recursos humanos para la salud en distintas
ramas de la medicina, así como establecer coordinación
con instituciones del Sistema Nacional de Salud, del
sector educación de los servicios de salud en las entida-
des federativas.

• En lo referente al segundo punto, con base en artículo
18, fracciones XIV y XV, del Reglamento Interno de la
Secretaría de Salud, se diseñan y operan sistemas de re-
conocimiento a los establecimientos para la atención
médica y se proponen esquemas de incentivos en el Sis-
tema Nacional de Salud, a fin de conducir el desempe-
ño hacia mejores niveles de calidad en los servicios de
salud; asimismo, se regula y opera el Programa de Estí-
mulos a la Calidad del Desempeño del Personal de Sa-
lud y se actualizan las bases y criterios del mismo, en
coordinación con las autoridades competentes.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

México, Ciudad de México, a 5 de febrero de 2016.— Actuaria Sandra
Orcí Gutiérrez (rúbrica), coordinadora de asesores.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Actuario Ernesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la
Unidad Coordinadora de Vinculación y Participación So-
cial de la Secretaría de Salud.— Presente.

Me refiero al oficio número D.G.P.L. 63-II-6-0259, de fe-
cha 15 de diciembre de 2015, dirigido a esta Dirección Ge-
neral de Calidad y Educación en Salud (DGCES) y a la Se-
cretaría Técnica de la Comisión Interinstitucional para la
Formación de los Recursos Humanos para la Salud
(CIFRHS), por la Mesa Directiva de la LXIII Legislatura
de la Cámara de Diputados, mediante el cual se nos infor-
ma que en sesión celebrada el día 15 de diciembre de 2015,
se aprobó el Punto de Acuerdo que se describe:

Primero. La Cámara de Diputados exhorta a los Copre-
sidentes de la Comisión Interinstitucional para la For-
mación de los Recursos Humanos para la Salud, SSA-
SEP, para que, en el ámbito de su competencia,
fortalezcan los planes y programas, así como la coordi-
nación entre instituciones educativas y de salud, a fin de
procurar perfiles idóneos de profesionales de la salud
para áreas rurales y de difícil acceso en el país.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a la titular
de la Secretaría de Salud, en su calidad de presidenta del
Consejo de Salubridad General para que, en el ámbito
de su competencia, realice las medidas adecuadas para
promover programas y brindar el apoyo e incentivos
económicos a los profesionales de la salud en áreas ru-
rales y de difícil acceso en el país.

Respecto del Acuerdo Primero, es importante, precisar que
en el marco de las atribuciones conferidas a la DGCES, de
manera conjunta con la participación de las instituciones
que integran la CIFRHS, y los Servicios Estatales de Salud,
se han venido realizando diversas acciones que fortalecen
los planes y programas en su implementación, entre las que
destacan la impartición de cursos de inducción a pasantes.
Dichas acciones inciden directamente en la atención pri-
maria a la salud que integra la atención a las comunidades
de poblaciones rurales.
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Adicionalmente, es importante agregar que a estas activi-
dades de coordinación interinstitucional, se debe sumar la
emisión de la Norma Oficial Mexicana NOM-009-SSA3-
2013, Educación en Salud. Criterios para la utilización de
los establecimientos para la atención médica como campos
clínicos para la prestación del servicio social de medicina
y estomatología, que coadyuva en el fortalecimiento de
programas operativos de la enseñanza, así como con la exi-
gencia de que se estructuren y den seguimiento a los pro-
gramas académicos de estos ciclos dirigidos principalmen-
te al desarrollo de dominios profesionales relativos a la
atención comunitaria y de poblaciones vulnerables de bajo
desarrollo, según lo establece la Ley General de Salud.

Aunado a lo anterior, es de resaltar que en el presente año,
de manera conjunta con el Instituto Nacional de Salud Pú-
blica, se están impulsando diversas acciones para proponer
los perfiles de competencias idóneos para la atención pri-
maria a la salud, poniendo énfasis en aspectos de intercul-
turalidad relacionados al alcance de poblaciones vulnera-
bles como las rurales, en atención al Programa Sectorial de
Salud 2013-2018.

De igual manera, en relación a la conformación de perfiles
profesionales de especialización médica, aptos para su de-
sempeño y arraigo en zonas rurales y de bajo desarrollo, se
apoya la estructuración de programas de profesionaliza-
ción de personal de los servicios estatales de salud en dis-
tintas especialidades de interés en el primer y segundo ni-
vel de atención con diversos incentivos, favoreciendo la
coordinación interinstitucional con estos propósitos.

En virtud de lo anterior, me permito solicitar su amable co-
laboración, a fin de que en el ámbito de sus atribuciones se
sirva ser el conducto para hacer llegar a la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados la respuesta al requerimiento
referido.

Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para enviarle
un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, DF, a 29 de febrero de 2016.— Doctor Sebastián
García Saisó (rúbrica), director general.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se turna a la Comisión de Salud, para su conocimiento.

———————— o ————————

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio D.G.P.L. 63-II-8-0731, signado por
el diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano, vicepre-
sidente de la Mesa Directiva de ese Órgano Legislativo, me
permito remitir, para los fines procedentes, copia del simi-
lar número UCVPS/627/2016, suscrito por el doctor Er-
nesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Unidad Coordi-
nadora de Vinculación y Participación Social de la
Secretaría de Salud, así como de sus anexos, mediante los
cuales responde el punto de acuerdo por el que se solicita
intensificar las acciones de atención, manejo clínico y vi-
gilancia epidemiológica de la enfermedad provocada por el
virus del zika; especialmente a las mujeres embarazadas;
así como destinar mayores recursos a la implementación de
programas informativos de prevención y atención, que per-
mitan controlar y reducir la propagación de esa enferme-
dad.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 28 de marzo de 2016.— Maestro Valentín Martí-
nez Garza (rúbrica) titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente.

Me refiero al oficio SELAP/UEL/311/203/16, de fecha 4
de febrero de 2016, mediante el cual informó que en la se-
sión de la Cámara de Diputados celebrada el día 3 de fe-
brero de 2016, se aprobó el punto de acuerdo que a conti-
nuación se transcribe:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta a la Secre-
taría de Salud del gobierno federal para que, en coordi-
nación con las autoridades de los tres ámbitos de go-
bierno, intensifique las acciones de atención, manejo
clínico y vigilancia epidemiológica de la enfermedad
provocada por el virus del zika, especialmente en las
mujeres embarazadas.



”Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a las auto-
ridades competentes para que, atendiendo a su disponi-
bilidad presupuestaria, destinen mayores recursos a la
implementación de programas informativos de preven-
ción y atención, que permitan controlar y reducir la pro-
pagación de esa enfermedad.”

Al respecto me permito acompañar oficio SPPS/CAS/
1284/2016 y anexo, suscrito por el doctor Miguel Ángel
Lutzow Steiner, Coordinador de Asesores de la Subsecre-
taría de Prevención y Promoción de la Salud.

Con base en lo anterior he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

México, Ciudad de México, a 18 de marzo de 2016.— Doctor Ernesto
Héctor Monroy Yurrieta (rúbrica), titular de la Unidad Coordinadora de
Vinculación y Participación Social.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Ernesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Uni-
dad Coordinadora de Vinculación y Participación Social.—
Presente.

Por instrucciones del doctor Pablo Kuri Morales, subsecre-
tario de Prevención y Promoción de la Salud, me permito
enviarle en documento anexo los comentarios al punto de
acuerdo con número de oficio UCVPS/418/2016, que re-
fiere:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta a la Secre-
taría de Salud del gobierno federal para que, en coordi-
nación con las autoridades de los tres ámbitos de go-
bierno, intensifique las acciones de atención, manejo
clínico y vigilancia epidemiológica de la enfermedad
provocada por el virus del zika, especialmente en las
mujeres embarazadas.

”Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a las auto-
ridades competentes para que, atendiendo a su disponi-
bilidad presupuestaria, destinen mayores recursos a la
implementación de programas informativos de preven-

ción y atención, que permitan controlar y reducir la pro-
pagación de esa enfermedad.”

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

México, Ciudad de México, a 16 de marzo de 2016.— Doctor Miguel
Ángel Lutzow Steiner (rúbrica), coordinador de asesores.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Miguel Ángel Lutzow Steiner, coordinador de ase-
sores de la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la
Salud.

En respuesta al oficio SPPS-CAS-0605-2016, con fecha
del 10 de febrero de 2016, en donde se hace referencia al
oficio SELAP/UEL/311/208/15, suscrito por el maestro
Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de Enlace
Legislativo de la Secretaría de Gobernación, en donde se
solicita emitir los comentarios pertinentes de acuerdo a la
sesión de la Cámara de Diputados, en donde se aprobó el
siguiente punto de acuerdo.

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta a la Secre-
taría de Salud del gobierno federal para que, en coordi-
nación con las autoridades de los tres ámbitos de go-
bierno, intensifique las acciones de atención, manejo
clínico y vigilancia epidemiológica de la enfermedad
provocada por el virus del zika, especialmente en las
mujeres embarazadas.

”Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a las auto-
ridades competentes para que, atendiendo a su disponi-
bilidad presupuestaria, destinen mayores recursos a la
implementación de programas informativos de preven-
ción y atención, que permitan controlar y reducir la pro-
pagación de esa enfermedad.”

Al respecto le comento que este Centro Nacional, desde fi-
nales de 2015  y en estos primeros dos meses de 2016, ha
intensificado las actividades de prevención y control en los
estados donde se han detectado casos de transmisión del vi-
rus zika. Lo anterior mediante la implementación de ope-
rativos integrales de participación intersectorial, en donde
además de la eliminación de criaderos y control vectorial,
se han realizado la producción de material informativo, así
como implementado campañas de comunicación en me-
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dios de comunicación masiva para informar sobre los ries-
gos de este virus, con énfasis en la protección a mujeres en
estado embarazo.

Respecto a la vigilancia epidemiológica y en laboratorio,
se ha fortalecido la capacidad en el laboratorio mediante la
implementación del diagnóstico diferencial entre fiebre por
dengue, chikunguya y zika. Además, se ha capacitado al
personal de los laboratorios estatales de salud pública y
epidemiólogos de todo el país, actualizando los manuales
operativos y lineamientos para estos componentes.

En cuanto a las actividades de comunicación social a partir
del mes de febrero se cuenta con una campaña a nivel na-
cional en radio, televisión y medios impresos y electróni-
cos en donde se informa a la población del virus del zika,
las medidas preventivas y los riesgos de contraer la enfer-
medad. Asimismo, se han reforzado las actividades de pre-
vención y control en los estados fronterizos, coordinando
acciones de promoción, vigilancia, prevención y control
del padecimiento por virus zika.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

México, Ciudad de México, a 16 de febrero de 2016.— Doctor Jesús
Felipe González Roldán (rúbrica), director de Cenaprece.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se remite a la Comisión de Salud, para su conocimiento.

———————— o ————————

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de
la Mesa Directiva de la Honorable Cámara de Dipu-
tados.— Presente.

Hago referencia a lo que establece el artículo 11, párrafos
octavo y noveno de la Ley de Ingresos de la Federación pa-
ra el Ejercicio Fiscal 2015 (LIF), los cuales a la letra seña-
lan:

“Artículo 11. …

De los ingresos provenientes de la enajenaciones reali-
zadas por el Servicio de Administración y Enajenación
de Bienes, respecto de los bienes propiedad del Go-
bierno Federal que hayan sido trasferidos por la Teso-
rería de la Federación, el Servicio de Administración y
Enajenación de Bienes deberá descontar los importes
necesarios para financiar otras trasferencias o mandatos
de la propia Tesorería; del monto restante hasta la can-
tidad que determine la Junta de Gobierno de dicho or-
ganismo se depositará en un fondo que se destinará a fi-
nanciar, junto con los recursos fiscales y patrimoniales
del organismo, las operaciones de éste, y el remanente
será entregado a la Tesorería de la Federación en los
términos de las disposiciones aplicables. En el meca-
nismo previsto en el presente párrafo, se podrá aplicar
a los ingresos provenientes de las enajenaciones de bie-
nes de comercio exterior que transfieran las autoridades
aduaneras, incluso para el pago de resarcimiento de
bienes procedentes de comercio exterior que el Servi-
cio de Administración y Enajenación de Bienes deba
realizar por mandato de autoridad administrativa o ju-
risdiccional; con independencia de que el bien haya o
no sido transferido a dicho Organismo por la entidad
transferente.

Para los efectos del párrafo anterior, el Servicio de Ad-
ministración y Enajenación de Bienes remitirá de mane-
ra semestral a la Cámara de Diputados, un informe que
contenga el desglose de las operaciones efectuadas por
motivo de las transferencias de bienes del Gobierno Fe-
deral de las autoridades mencionadas en el párrafo cita-
do.”

Al respecto, me permito remitir a usted copia del oficio
DCFA/044/2016, suscrito por el licenciado César B. Sote-
lo Salgado, director corporativo de Finanzas y Administra-
ción del Servicio de Administración y Enajenación de Bie-
nes, con la finalidad de dar cumplimiento a dicho artículo.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

México, Distrito Federal, a 18 de marzo de 2016.— Licenciado Rodri-
go Rina Liceaga (rúbrica), titular de la Unidad de Apoyo Técnico.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.



Licenciado Rodrigo Rina Liceaga, jefe de Unidad de Apo-
yo Técnico de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co.— Presente.

Me permito distraer su atención respecto a lo establecido
en la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal 2015 (LIF), en particular en el artículo 11, párrafos
octavo y noveno que a la letra dicen:

De los ingresos provenientes de la enajenaciones realiza-
das por el Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes, respecto de los bienes propiedad del Gobierno Fe-
deral que hayan sido trasferidos por la Tesorería de la Fe-
deración, el Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes deberá descontar los importes necesarios para fi-
nanciar otras trasferencias o mandatos de la propia Tesore-
ría; del monto restante hasta la cantidad que determine la
Junta de Gobierno de dicho organismo se depositará en un
fondo que se destinará a financiar, junto con los recursos
fiscales y patrimoniales del organismo, las operaciones de
éste, y el remanente será entregado a la Tesorería de la Fe-
deración en los términos de las disposiciones aplicables.
En el mecanismo previsto en el presente párrafo, se podrá
aplicar a los ingresos provenientes de las enajenaciones de
bienes de comercio exterior que transfieran las autoridades
aduaneras, incluso para el pago de resarcimiento de bienes
procedentes de comercio exterior que el Servicio de Admi-
nistración y Enajenación de Bienes deba realizar por man-
dato de autoridad administrativa o jurisdiccional; con inde-
pendencia de que el bien haya o no sido transferido a dicho
Organismo por la entidad transferente.

Para los efectos del párrafo anterior, el Servicio de Admi-
nistración y Enajenación de Bienes remitirá de manera se-
mestral a la Cámara de Diputados, un informe que conten-
ga el desglose de las operaciones efectuadas por motivo de
las transferencias de bienes del Gobierno Federal de las au-
toridades mencionadas en el párrafo citado.”

Sobre el particular, me permito solicitar que, por su amable
conducto, se informe a la Cámara de Diputados, que en la
quincuagésima primera sesión ordinaria de la honorable
Junta de Gobierno del Servicio de Administración y Enaje-
nación de Bienes (SAE), celebrada el 11 de junio de 2015,
se autorizó que de los ingresos obtenidos por la enajena-
ción de bienes propiedad del gobierno federal transferidos
por la Tesorería de la Federación, se depositará un monto
de 20 millones de pesos en el fondo a que se refiere el ci-
tado artículo de la LIF.

Cabe señalar que los 20 millones de pesos depositados en
el fondo se utilizaron para cubrir gastos de operación del
SAE, derivado del incremento en la actividad operativa del
organismo al aumentar el volumen de los bienes inmuebles
y muebles de los encargos del gobierno federal, en cada
uno de los procesos para darles destino a los mismos.

Sin otro particular, le envío un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 29 de febrero de 2016.— César B. Sotelo Salga-
do (rúbrica), Director Corporativo.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Remítase a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para su conocimiento.

SOLICITUD DE LICENCIA

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de
la Mesa Directiva de la Honorable Cámara de Dipu-
tados.— Presente.

Estimado diputado Zambrano:

Con fundamento en el artículo 62 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los ar-
tículos 6, fracción XVI; 12 y 13 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, me permito, respetuosamente, solicitar
licencia para separarme del ejercicio de mi cargo, por tiem-
po indefinido, a partir del día 31 de marzo de 2016. Lo an-
terior, de conformidad con la causal establecida en la frac-
ción V del artículo 12 del Reglamento de la Cámara de
Diputados.

Le reitero a usted y a los integrantes de esta LXIII Legisla-
tura, mi respeto y agradecimiento por el apoyo que en todo
momento me han brindado.

Quedo en espera de la resolución que el órgano legislativo
bajo su conducción tenga a bien dar esta solicitud.
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Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de marzo de 2016.— Diputado
Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Pido a la Secretaría que dé cuenta con los puntos de acuer-
do.

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: Pri-
mero. Se concede licencia por tiempo indefinido al dipu-
tado Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda, para sepa-
rarse de sus funciones como diputado federal electo en el
Quinto Distrito Electoral del Estado de Hidalgo, a partir de
esta fecha.

Segundo. Llámese al suplente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Consulte la Secretaría en votación económica si son de
aprobarse los puntos de acuerdo.

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa, sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa, sírvanse manifestarlo. Señor presiden-
te, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobada, comuníquese.

TOMA DE PROTESTA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se encuentra a las puertas de este recinto la ciudadana Ma-
ría Hadad Castillo, diputada federal electa en el Segundo
Distrito Electoral del Estado de Quintana Roo. Se designa
en comisión para que la acompañen en el acto de rendir la
protesta de ley, a las siguientes diputadas y diputados:

Diputada Sara Latife Ruíz Chávez, diputado Jesús Enrique
Jackson Ramírez, diputada Carolina Monroy Del Mazo,
diputado José Luis Toledo Medina, diputada Patricia Sán-
chez Carrillo, diputado Armando Soto Espino, diputada
Evelyng Soraya Flores Carranza, diputado Carlos Gutié-
rrez García y diputado José Alfredo Ferreiro Velazco.

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: Se pi-
de a la Comisión cumplir con este encargo.

(La comisión cumple el encargo)

Se invita a los presentes a ponerse de pie.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Despierten ya mexicanos, pónganse de pie los que están
sentados.

Ciudadana María Hadad Castillo, ¿Protesta guardar y ha-
cer guardar la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y las leyes que de ella emanen, y desempeñar
leal y patrióticamente el cargo de diputada que el pueblo
le ha conferido, mirando en todo por el bien y prosperidad
de la Unión?

La ciudadana María Hadad Castillo: Sí, protesto.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Si así no lo hiciera, que la nación se lo demande. Felicida-
des y bienvenida, diputada.

A ver, sonido en la curul de la diputada Antonia Cárdenas,
por favor. ¿Con qué propósito, diputada Cárdenas?

La diputada María Antonia Cárdenas Mariscal (desde
la curul): Buenos días, señor presidente. Mi propósito es
exhortar aquí a todos los del pleno, a todos los diputados y
diputadas federales, sobre el asunto del canadiense, de
Guerrero, ése asunto que no puede quedar impune.

Necesitamos hacer algo, porque así como está ese hombre
hay miles de personas así. Esos niños no pueden quedar sin
ninguna protección, señor presidente. Entonces, yo exhor-
to a todos a que por favor se haga algo sobre esta persona,
que no salga libre, por favor.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Además sugerirle que pueda conducirse por los canales que
ya hemos acostumbrado y que tenemos establecidos, debo
decir que ha habido diversas manifestaciones de integran-
tes de esta Cámara de Diputados, y las propias autoridades
de estado de Guerrero, han dado señales de que están to-
mando algunas medidas al respeto, pero desde luego que
quedan asentadas sus expresiones, diputada. Gracias. Aho-
ra sí –A ver, perdón.



La diputada Julieta Fernández Márquez (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
A ver, sonido en la curul de la diputada Julieta Fernández,
por favor. Adelante, diputada.

La diputada Julieta Fernández Márquez (desde la cu-
rul): Sí, ya la ley 174 del Código Penal tipifica el turismo
sexual infantil en el estado de Guerrero y, por lo tanto, el
día de hoy salió publicada la declaración del fiscal, donde
para no dejarlo en libertad volvieron a demandar una pena,
no sé cómo se dice en términos legales, para que volviera
a ser procesado por otras 72 horas, entonces, es muy im-
portante.

El DIF municipal dejó ir a las dos niñas que tenía a su res-
guardo y el artículo 174 dice que los padres o las personas
que están enganchando a los niños también son responsa-
bles, a los niños con los turistas, también son responsables.

Este delito no alcanza fianza porque es un delito grave y
esto lo vimos en septiembre juntamente con todos los dipu-
tados que votaron a favor del acuerdo, del punto de acuer-
do, y que se está tipificando en todos los estados.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Fernández. Quedan consignadas también
sus expresiones en el Diario de los Debates. 

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPU-
TADOS

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Continuamos ahora con el capítulo de presentación de ini-
ciativas. Tiene la palabra, por cinco minutos, la diputada
María Gloria Hernández Madrid, del Grupo Parlamentario
del PRI, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 28 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

La diputada María Gloria Hernández Madrid: Gracias.
Con el permiso del diputado presidente, saludo a las dipu-
tadas y a los diputados de esta LXIII Legislatura, al públi-
co que nos acompaña, medios de comunicación y a quienes

nos siguen por la transmisión a través del Canal del Con-
greso. Aprovecharé esta oportunidad para abordar dos ini-
ciativas que presenté con un origen común.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Perdón. Sí. Omití decir que efectivamente también –quí-
tenle, detengan el reloj–, que la diputada Hernández pre-
sentaría además de la iniciativa de la que dimos cuenta otra
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, y del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales. Una disculpa por la omisión, diputada, y
adelante, por favor.

La diputada María Gloria Hernández Madrid: Gracias.
Como legisladora local en el estado de Hidalgo, uno de los
ejes de mi labor fue el fortalecimiento del marco jurídico
en beneficio de las mujeres. Es por ello que ahora desde es-
ta posición y en continuidad a un tema que he venido im-
pulsando, la primera iniciativa a que me refiero consiste en
modificar el texto del artículo 28 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida libre de Violencia, para que
las órdenes de protección a las mujeres en esta situación
pasen tal como lo establece la CEDAW y que sean por el
tiempo que éstas lo requieran y no como actualmente lo en-
contramos, por un término de 72 horas, y que éstas se otor-
guen de manera inmediata y no dentro de las primeras 8
horas.

Entre las razones que motivan la propuesta está que en Mé-
xico cuatro de cada 10 mujeres han sido humilladas, ence-
rradas, les han destruido sus cosas, son amenazadas, las co-
rren de su casa, y todo esto en muchas de las veces por su
pareja sentimental.

El 44 por ciento de los responsables de la muerte de una
mujer es su pareja sentimental y es consecuencia de la re-
currencia de episodios violentos que inician impercepti-
bles, pero en aumento y al interior de sus domicilios. Así
pues, con la intención de hacer cesar inmediatamente estas
acciones es necesario ajustar la celeridad con la que deben
de obsequiarse las órdenes de protección, proveyéndoles
una vigencia que permita a las víctimas dejar de estar ex-
puestas al riesgo para que las autoridades busquen incorpo-
rarlas a un proyecto de vida o reincorporarlas al iniciado.

De esta forma se estarían atendiendo también las observa-
ciones emitidas de México por la Comisión de la Condi-
ción Jurídica y Social de la Mujer, de las Naciones Unidas,
derivada de la Convención sobre la Eliminación de todas
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las Formas de Discriminación contra la Mujer, en agosto
del año 2012 y marzo 2013, que se instalaron en nuestro
país para acelerar la aplicación de las órdenes de protec-
ción y adoptar las medidas necesarias para mantener su du-
ración hasta que la víctima de la violencia deje de estar ex-
puesta a este riesgo.

En la segunda iniciativa propongo la adición de seis artícu-
los la Ley General de Derechos de las Niñas, Niños y Ado-
lescentes y la modificación de los artículos 109 y 137 del
Código Nacional de Procedimientos Penales, con la finali-
dad de reconocerles como sujetos de derecho que por su
condición biológica se encuentran en una situación parti-
cular de vulnerabilidad. Consecuentemente deben de gozar
de las medidas de protección que su circunstancia requiera
por parte de su familia, de la sociedad y también del Esta-
do.

Infortunadamente, el maltrato y el abuso infantil es un fe-
nómeno social delictivo y creciente, que daña al tejido so-
cial y en mucho representa la pérdida del normal desarro-
llo de la personalidad del menor, su libertad emocional,
sexual e incluso de su vida.

Los abusos que se dan generalmente al interior de la fami-
lia y consisten en ofensas verbales, golpes o conductas de-
lictivas graves, como la violación, la explotación sexual y
laboral, e incluso la utilización del menor para la comisión
de delitos, todas ellas llegan a tener como consecuencia, en
muchos de los casos, el homicidio o el suicidio.

En este orden de ideas, los artículos 109 y 137 del Código
Nacional de Procedimientos Penales, que contienen el
otorgamiento de medidas de protección en favor de las víc-
timas del delito, no incluyen para el caso de menores de
edad la celeridad con la que debe actuar el Ministerio Pú-
blico, menos aún prevé que dichas medidas puedan solici-
tarse por un número amplio de personas relacionadas a la
vida de las y los menores víctimas de violencia y cuya in-
tervención puede incluso salvarles la vida.

De ahí que la iniciativa contempla que las personas que co-
nozcan a una niña, niño o adolescente en situación de vio-
lencia y con independencia de la investigación que la auto-
ridad ministerial está obligada a realizar, podrán solicitar se
obsequie a aquél la medida de protección que se le requiera.

Impone al Ministerio Público el otorgamiento oficioso de
la medida de protección, entre otros casos, cuando la o el

menor esté siendo utilizado o exista riesgo de que puedan
serlo, como medio para la ejecución de delitos.

Se incluye un catálogo de personas físicas, morales, públi-
cas o privadas, como el sistema nacional de salud, docen-
tes e instituciones educativas del sistema DIF, la Comisión
Nacional de Derechos Humanos e incluso organizaciones
de la sociedad civil con la atribución de solicitar medidas
de protección y el Ministerio Público podrá resolverlas in-
mediatamente.

La misma prontitud aplicará cuando el solicitante sea la
víctima o los familiares distintos de la madre o el padre,
quienes ya tienen dentro de sus obligaciones y derechos las
de proteger a sus hijos.

Las disposiciones incluidas en la iniciativa buscan brindar
a la sociedad una forma de participación inmediata y del
involucramiento en la erradicación de la violencia de niñas,
de niños o adolescentes y van en concordancia con princi-
pios como el interés superior del menor, el de separación
del núcleo familiar como excepción, el derecho de expre-
sarse en el asunto, e incluso el control judicial e la medida
dentro de las 24 horas posteriores al otorgamiento.

Por lo expuesto, compañeras y compañeros diputados, los
invito a compartir esta propuesta de solución a la proble-
mática planteada y con ello refrendar que en nuestro país
se hacen esfuerzos por mejorar las condiciones de vida de
las mujeres para el desarrollo pleno de su potencial huma-
no, para dejar claro que en México nuestras niñas, niños y
adolescentes cuentan con el máximo nivel de compromiso,
atención y prioridad que esta Cámara de Diputados pueda
brindarles en la protección integral de sus derechos. Es
cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 28 de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada María Gloria Hernández Madrid, del
Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada por el estado de Hidalgo, María
Gloria Hernández Madrid, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como los artículos 6, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción de esta honorable asamblea iniciativa con proyecto de



decreto por la que se reforma el último párrafo del artículo
28 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia, lo anterior con base en lo siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del Problema

– Situación de violencia contra las mujeres en México

a. La violencia contra las mujeres y las niñas constituye la
expresión más grave de la discriminación y la desigualdad
de género: En México, la Encuesta Nacional sobre la Di-
námica de las Relaciones en los Hogares (Endireh) 2011,
señala que:

• 47 por ciento de las mujeres de 15 años y más han si-
do víctimas de un incidente de violencia por parte de su
novio, compañero o esposo en algún momento de su re-
lación. 

• En el ámbito público, tres de cada diez mujeres han vi-
vido violencia en la comunidad, es decir, en espacios
públicos como la calle, en el transporte público, en el ci-
ne o en centros comerciales.

• 21 por ciento de las mujeres que trabaja ha experi-
mentado violencia laboral, es decir, acoso y discrimina-
ción en los espacios de trabajo. 

• En el ámbito escolar, tres de cada cien mujeres han vi-
vido violencia por parte de sus maestros, directivos o
autoridades o compañeros de la escuela.1

• Violencia emocional. 4 de cada 10 mujeres en Méxi-
co (43.1 por ciento ) han sido humilladas, menosprecia-
das, encerradas, les han destruido sus cosas o del hogar,
vigiladas, amenazadas con irse la pareja, correrlas de la
casa o quitarle a sus hijos, amenazadas con algún arma
o con matarlas o matarse la pareja.

• A 14 de cada 100 mujeres en México (14.0 por ciento)
su pareja la ha golpeado, amarrado, pateado, tratado de
ahorcar o asfixiar, o agredido con un arma. 

• Violencia sexual. A 7 de cada 100 (7.3 por ciento) les
han exigido o las han obligado a tener relaciones sexua-
les sus propias parejas, sin que ellas quieran, o las han
obligado a hacer cosas que no les gustan. 

• Sólo casi dos de cada diez mujeres que vivieron vio-
lencia en su relación se acercaron a una autoridad a pe-
dir ayuda (13.6 por ciento). De ellas, 32.6 por ciento lo
hizo a un ministerio público para levantar una denuncia,
otra proporción importante recurrió al DIF (32 por cien-
to), y en menor medida a otras autoridades como son la
policía (20 por ciento), la presidencia municipal o dele-
gación (15.4 por ciento) y a los institutos (estatales o
municipales) de la mujer (9 por ciento).2

b. En el año 2012 la tasa de homicidios de mujeres en Mé-
xico fue de 4.6 muertes por cada 100 mil.

• En 68.2 por ciento de los homicidios de las mujeres
que sí registraron información sobre la existencia de pa-
rentesco del homicida con la víctima, se declaró tal
existencia.

• 44 por ciento era el cónyuge o esposo, 26 por ciento
el padre o la madre, 23 por ciento otro parentesco (co-
mo primo, tío, abuelo) y en 7 por ciento fue alguno de
sus descendientes.3

c. En el año 2014 la Comisión Nacional para prevenir y
erradicar la Violencia contra las Mujeres (Conavim) re-
portó que atendió a 30,671 mujeres víctimas de violen-
cia.4

– Órdenes de Protección como figura jurídica de apoyo
para prevenir, combatir, sancionar y erradicar la violen-
cia contra las mujeres. 

A iniciativa de la Comisión sobre la Condición Jurídica y
Social de la Mujer de Naciones Unidas, creada en 1946,
“…y en seguimiento de una recomendación de la Confe-
rencia Mundial del Año Internacional de la Mujer efectua-
da en México, entre 1976 y 1979, se elaboró una conven-
ción que buscó consagrar en disposiciones jurídicamente
vinculantes el derecho de las mujeres a la igualdad y a la
no discriminación en el goce y ejercicio de sus derechos ci-
viles, políticos, económicos, sociales y culturales, inclu-
yendo el muy importante ámbito de la familia…”5 de esta
forma surge La Convención sobre la Eliminación de Todas
las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW
por sus siglas en inglés) y adoptada por la Asamblea Gene-
ral de Naciones Unidas en diciembre de 1979 y entró en vi-
gor en septiembre de 1981. México la firmó el 18 de di-
ciembre de 1979 y la ratificó el 23 de marzo de 1981, se
publicó en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo
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de 1981 y entró en vigor para nuestro país el 3 de septiem-
bre del mismo año.

Tras asumir la Convención señalada como compromiso in-
ternacional del Estado mexicano, el Gobierno de la Repú-
blica en su división legislativa, para hacer frente a la pre-
vención, combate, sanción y erradicación de todas las
formas de discriminación contra la mujer y en lo general de
todas manifestación de violencia por las que son víctimas,
aprobó diferente leyes dentro de las cuales destaca la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia que fue publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 1 de febrero del año 2007, dentro de su contenido
prevé uno de las herramientas jurídicas de mayor espectro
protector y de celeridad en su otorgamiento en beneficio de
las mujeres que se encuentran en situación de violencia y
que acuden ante la autoridad para denunciar los hechos que
la conforman, esta figura jurídica son las órdenes de pro-
tección (también conocidas como órdenes de alejamiento);
el artículo 27 de la Ley aludida las define como actos de
protección y de urgente aplicación en función del interés
superior de la víctima y son fundamentalmente precauto-
rias y cautelares. Deberán otorgarse por la autoridad com-
petente, inmediatamente que conozcan de hechos proba-
blemente constitutivos de infracciones o delitos que
impliquen violencia contra las mujeres.

Ahora bien, las órdenes mencionadas pueden ser de emer-
gencia, preventivas y de naturaleza civil y pueden ser otor-
gadas por el Ministerio Público, Jueces civiles o penales e
incluso como en el caso del estado de Hidalgo, por jueces
municipales; no obstante, por la naturaleza urgente con que
se requieren son las de emergencia y preventivas aquellas
sobre las que debe particularizarse sus características, así
de acuerdo con el artículo 29 de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, son órdenes
de protección de emergencia :

I. Desocupación inmediata por el agresor del domicilio
conyugal o donde habite la víctima, independientemen-
te de la acreditación de propiedad o posesión del in-
mueble, aún en los casos de arrendamiento del mismo;

II. Prohibición inmediata al probable responsable de
acercarse al domicilio, lugar de trabajo, de estudios, del
domicilio de las y los ascendientes y descendientes o
cualquier otro que frecuente la víctima;

III. Reingreso de la víctima al domicilio, una vez que se
salvaguarde de su seguridad, y

IV. Prohibición de intimidar o molestar a la víctima en
su entorno social, así como a cualquier integrante de su
familia.

Por otro lado, el artículo 30 de la ley en comento dispone
que son órdenes de protección preventivas:

I. Retención y guarda de armas de fuego propiedad del
Agresor o de alguna institución privada de seguridad,
independientemente si las mismas se encuentran regis-
tradas conforme a la normatividad de la materia.

Es aplicable lo anterior a las armas punzocortantes y
punzocontundentes que independientemente de su uso,
hayan sido empleadas para amenazar o lesionar a la víc-
tima;

II. Inventario de los bienes muebles e inmuebles de pro-
piedad común, incluyendo los implementos de trabajo
de la víctima;

III. Uso y goce de bienes muebles que se encuentren en
el inmueble que sirva de domicilio de la víctima;

IV. Acceso al domicilio en común, de autoridades poli-
cíacas o de personas que auxilien a la Víctima a tomar
sus pertenencias personales y las de sus hijas e hijos;

V. Entrega inmediata de objetos de uso personal y do-
cumentos de identidad de la víctima y de sus hijas e hi-
jos;

VI. Auxilio policíaco de reacción inmediata a favor de
la víctima, con autorización expresa de ingreso al domi-
cilio donde se localice o se encuentre la víctima en el
momento de solicitar el auxilio, y

VII. Brindar servicios reeducativos integrales especiali-
zados y gratuitos, con perspectiva de género al agresor
en instituciones públicas debidamente acreditadas.

Es claro que la finalidad de las órdenes mencionadas con-
siste en proteger a la mujer víctima de violencia, en su in-
tegridad y en la de sus propiedades, posesiones, derechos e
incluso respecto de otras personas (principalmente hijos)
que al estar bajo su guarda y/o cuidado se ven protegidas
por el ámbito restrictivo que en algunos casos tiene la or-
den para que el generador de violencia evite acercarse a la
víctima y con ello continuar su actuar violento y/o delicti-
vo en agravio de aquella, no obstante para dotarse de efi-



cacia plena es requisito indispensable que su otorgamiento
se dé con la mayor celeridad posible, evitando la revicti-
mización y que su duración sea tal que sirva erradicar cual-
quier posibilidad de que la víctima sufra nuevas agresiones
o bien continúe bajo el riesgo de padecerlas, desde luego
que todas con el origen común de unicidad permanente del
agresor.

No obstante lo anterior, factores como la falta de capacita-
ción, la ausencia de protocolos o manuales de procedi-
mientos, la inobservancia de la Norma Oficial Mexicana
NOM-046-SSA2-2005 (Violencia familiar, sexual y contra
las Mujeres)6 aunados al desconocimiento mismo de la
Ley por parte de las autoridades que pueden otorgar la me-
dida de protección apuntada e incluso la dilación constan-
te y consciente de dichas autoridades ha negado a las órde-
nes de protección el convertirse plenamente en el factor de
reacción inmediata que haga diferencia incluso entre la vi-
da y la muerte de una mujer que padece violencia tal y co-
mo quedó asentado en esta iniciativa con el revelador dato
que el 44 por ciento de los agresores de una mujer violen-
tada cuyo agresor tenga parentesco con ella es el esposo o
cónyuge.

Pero además de lo anterior existe un problema cuya solu-
ción no pasa por las facultades de la autoridad otorgante de
la medida sino por el diseño legislativo de ella, esto es, que
el último párrafo del artículo 28 de la Ley que se ha abor-
dado, refiere que las órdenes de protección de emergencia
y preventivas tendrán una temporalidad no mayor de 72
horas y deberán expedirse dentro de las 8 horas siguientes
al conocimiento de los hechos que las generan.

Como ya se dijo, una de las circunstancias que vuelve efi-
caz a una orden de protección es la temporalidad bajo la
cual permite a la víctima no tener contacto con su agresor
o bien estar expuesta al riesgo de ser nuevamente violenta-
da, pero de lo citado en el párrafo que antecede se des-
prende que en la redacción actual del artículo invocado
prevé una duración máxima para las órdenes de protección
de 72 horas que es un lapso insuficiente para cumplir con
el objetivo de evitar que la mujer víctima siga padeciendo
la violencia denunciada o expuesta al riesgo toda vez que
en 72 horas es materialmente imposible que las autoridades
que la otorgan puedan coadyuvar entre sí para modificar
permanentemente las circunstancias de vida de la víctima y
que pueden factor para ser o permanecer dentro del círculo
de violencia en el que se encuentre.

Para robustecer la problemática planteada, es menester se-
ñalar que derivado de lo dispuesto por el artículo 17 de la
Convención internacional constantemente aludida en el
cuerpo de esta Iniciativa de Ley, con el fin de examinar los
progresos realizados en su aplicación, se creó por una par-
te el Comité sobre la eliminación de la discriminación con-
tra la mujer y, por otra se estableció la obligación de los Es-
tados de rendir informes periódicos a este Comité respecto
del cumplimiento a las disposiciones del instrumento inter-
nacional, en ese contexto, el Comité examinó los informes
periódicos séptimo y octavo combinados de México (CE-
DAW/C/MEX/7-8) en sus reuniones 1051a y 1052a, cele-
bradas el 17 de julio de 2012 durante el 52 periodo de se-
siones y exhortó a nuestro país para :

…Acelerar la aplicación de las órdenes de protección
en el plano estatal, garantizar que las autoridades
pertinentes sean conscientes de la importancia de
emitir órdenes de protección para las mujeres que se
enfrentan a riesgos y adoptar las medidas necesarias
para mantener la duración de las órdenes de protec-
ción hasta que la víctima de la violencia deje de estar
expuesta al riesgo.

Por otro lado, en el 57 Período de Sesiones de la Comisión
de la Condición Jurídica y Social de la Mujer de las Na-
ciones Unidas (CSW) llevado a cabo entre el 4 y el 15 de
marzo del año 2013, en lo que a México respecta y para
continuar en el camino de eliminar y prevenir todas las for-
mas de violencia contra las mujeres y las niñas se conside-
ró Reforzar la aplicación de los marcos jurídicos y norma-
tivos y la rendición de cuentas, específicamente a
“Aprobar, según corresponda, examinar y asegurar la apli-
cación rápida y eficaz de leyes y medidas exhaustivas que
tipifiquen como delito la violencia contra las mujeres y las
niñas y prevean la aplicación de medidas preventivas y de
protección multidisciplinarias que tengan en cuenta las
cuestiones de género, como las órdenes de alejamiento y
protección de emergencia, la investigación, el enjuicia-
miento y el castigo adecuado de los responsables para po-
ner fin a la impunidad, la prestación de servicios de apoyo
para asistir a las víctimas y supervivientes, y el acceso a re-
cursos civiles y medios de reparación apropiados…”7

De lo expuesto hasta este punto, en relación a la preven-
ción, combate, sanción y eliminación de la violencia con-
tra las mujeres mexicanas y las órdenes de protección abor-
dadas y previstas en la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia como figura jurídi-
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ca que coadyuve a lograr los objetivos señalados en este
párrafo, es posible señalar que 72 horas de duración de las
órdenes de protección de emergencia y preventivas es un
lapso insuficiente para asegurar que la mujer víctima de
violencia deje de estar en riesgo respecto de las causas que
la generaron o bien que ésta se vuelva a presentar y mucho
menos permite que las autoridades coadyuven transversal-
mente para incorporar a la agraviada a un proyecto de vida
o reincorporarla al iniciado siendo estos últimos, objetivos
trazados por la ley multirreferida. En el mismo sentido,
adecuar la duración de las órdenes de protección es como
ya se vio una de las mayores preocupaciones por parte de
la Organización de las Unidas en el acceso de las mujeres
a una vida libre de violencia y una observación emanada
del organismo verificador del cumplimiento de la Conven-
ción sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discri-
minación contra la Mujer por lo que, al ser esta un com-
promiso internacional asumido por el estado mexicano es
también derecho de fuente externa positivo y vigente en el
bloque constitucional de nuestro país, por lo tanto al bus-
car proteger el derecho fundamental al desarrollo de la per-
sona que en el caso concreto es ampliar la duración de la
orden de protección hasta que desaparezcan las causas o
circunstancias que la generaron, le mayor alcance que el de
la norma mexicana circunscrita a 72 horas, de tal suerte
que debe observarse por las autoridades de nuestro país y
que en el caso del Poder Legislativo consiste en incorporar
de acuerdo a la recomendación de CEDAW a nuestro sis-
tema jurídico interno la duración de las órdenes de protec-
ción hasta en tanto las causas que generaron su otorga-
miento desaparezcan.

Ahora bien, la medida es perfectamente compatible en su
caso, con el proceso penal acusatorio ya que el Código Na-
cional de Procedimientos Penales prevé en su artículo 137
medidas de protección con las características de las órde-
nes aludidas y si bien el artículo 139 del mismo Código es-
tablece como regla general de duración máxima de esta
medidas, sesenta días prorrogables hasta por treinta días
más, existe regla específica para el caso de otorgamiento en
casos de violencia contra las mujeres que está inserta en el
último párrafo del numeral 137 ya invocado y que prescri-
be “En la aplicación de esta medidas tratándose de delitos
por razón de género, se aplicará de manera supletoria la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia.” en esa tesitura la Iniciativa que se presenta es
también acorde con el proceso penal acusatorio, sus princi-
pios y criterios rectores.    

Reforma

Con lo argumentado la presente Iniciativa busca reformar
el último párrafo del artículo 28 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia con la
finalidad de:

1. Ampliar el margen de duración de las órdenes de pro-
tección emergentes y preventivas a fin de que su vigen-
cia no esté definida en días sino en la necesidad de brin-
dar seguridad material y jurídica a la víctima en tanto las
circunstancias por las que se otorgó la orden de protec-
ción no se modifiquen o bien aquella siga expuesta al
riesgo de ser nuevamente violentada.

2. Dar cumplimiento cabal a las observaciones emitidas
al estado mexicano por la Convención sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación contra la
Mujer a través de su Comité sobre la Eliminación de la
Discriminación Contra la Mujer con las particularidades
ya descritas en esta Iniciativa.

3. Incorporar al sistema jurídico mexicano una norma
progresiva en materia de protección a los derechos hu-
manos de las mujeres víctimas de violencia. 

En virtud de lo mencionado, existe viabilidad material, via-
bilidad jurídica y viabilidad Constitucional

Por los razonamientos y argumentos vertidos en esta
Iniciativa, someto al conocimiento, análisis, valoración
y dictamen correspondiente, el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el último párrafo del artículo 28 de
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 28. …

…

…

…

Las órdenes de protección de emergencia y preventivas
permanecerán vigentes hasta que cesen las causas que



las motiven y la víctima de violencia deje estar expues-
ta al riesgo y deberán expedirse en forma inmediata al
conocimiento de los hechos que las generan. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan las disposiciones que se opongan al
presente Decreto.

Notas:

1 La eliminación y prevención de todas las formas de violencia contra
las mujeres y las niñas; Coordinación de la Publicación: Nancy Alma-
raz N. ; ONU Mujeres Entidad de las Naciones Unidas para la Igual-
dad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres, Representación
México; Junio de 2013; página 5

2 Dirección de internet: http://estadistica.inmujeres.gob.mx/formas/
convenciones/Nota.pdf

3 Estadísticas del feminicidio en México Versión ejecutiva; Centro de
Estudios para el adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión; LXII Legislatura; Fe-
brero de 2014; página 2 

4 Plan Nacional de Desarrollo 2013 – 2018; Programa Nacional para
la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación contra las Mujeres
2013-2018; Logros 2014; página 5

5 Coloquio nacional para el análisis de la aplicación del Protocolo Fa-
cultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer CEDAW Memoria; Patricia Woh-
lers Erchiga (Coordinación de la edición); Instituto Nacional de las
Mujeres Dirección General Adjunta de Asuntos Internacionales; Méxi-
co; Primera edición 2002; página 27

6 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de abril de 2009. 

7 “La eliminación y prevención de todas las formas de violencia con-
tra las mujeres y las niñas: Conclusiones convenidas en el 57 Período
de Sesiones de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mu-
jer de las Naciones Unidas (CSW), 4 al 15 de marzo de 2013”; ONU
Mujeres; edición 2013; México; página 19.

Presentada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de febrero de
2016.— Diputadas y diputados: María Gloria Hernández Madrid,

Alberto Silva Ramos, Ana Guadalupe Perea Santos, Brenda Velázquez
Valdez, Cándido Ochoa Rojas, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado,
Christian Joaquín Sánchez Sánchez, Delia Guerrero Coronado, Erick
Alejandro Lagos Hernández, Eveling Soraya Flores Carranza, Fidel
Kuri Grajales, Flor Estela Rentería Medina, Gretel Culin Jaime, Héc-
tor Ulises Cristópulos Ríos, Hernán De Jesús Orantes López, Jacqueli-
ne Nava Mouett, Jesús Antonio López Rodríguez, Jisela Paes Martí-
nez, José Hugo Cabrera Ruiz, José Luis Orozco Sánchez Aldana, Karla
Karina Osuna Carranco, Kathia María Bolio Pinelo, Leticia Amparano
Gamez, Lorena del Carmen Alfaro García, Lucía Virginia Meza Guz-
mán, Luis Fernando Antero Valle, Luz Argelia Paniagua Figueroa, Ma-
ría Bárbara Botello Santibáñez, María de los Ángeles Rodríguez Agui-
rre, María del Rosario Rodríguez Rubio, María García Pérez, María
Verónica Agundis Estrada, Miguel Ángel Huepa Pérez, Minerva Her-
nández Ramos, Nora Liliana Oropeza Olguin, Patricia García García,
Pedro Luis Noble Monterrubio, Ramón Bañales Arambula, Rosa Gua-
dalupe Chávez Acosta, Sara Latife Ruiz Chávez, Susana Corella Platt,
Timoteo Villa Ramírez, Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Victoriano
Wences Real, Yulma Rocha Aguilar (rúbricas).» 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Hernández. Túrnese a la Comisión
de Igualdad de Género, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES, Y CÓDIGO NACIONAL
DE PROCEDIMIENTOS PENALES

La diputada María Gloria Hernández Madrid: «Inicia-
tiva que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, y del Código Nacional de Procedimientos Penales,
a cargo de la diputada María Gloria Hernández Madrid, del
Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada por Hidalgo María Gloria Her-
nández Madrid, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea ini-
ciativa con proyecto de decreto por la que se adicionan los
artículos 49 Bis a 49 Sextus a la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes; y modifica los artí-
culos 109 y 137 del Código Nacional de Procedimientos
Penales, con base en lo siguiente
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Exposición de Motivos

I. Antecedentes

La Convención sobre los Derechos del Niño señala que el
niño es todo ser humano menor de dieciocho años de edad,
y que para el pleno y armonioso desarrollo de su persona-
lidad, debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente
de felicidad, amor y comprensión con la intención de pre-
pararlo para una vida independiente en sociedad, en conse-
cuencia, por su falta de madurez física y mental, necesita
protección y cuidado especiales, incluso la debida protec-
ción legal, tanto antes como después del nacimiento.1

Del párrafo anterior se desprenden dos cuestiones relevan-
tes, la primera que las niñas, niños y adolescentes son su-
jetos de derechos que por su condición biológica también
son personas en situación particular de vulnerabilidad y, la
segunda que todo “…niño tiene derecho a las medidas de
protección que su condición de menor requieren por
parte de su familia, de la sociedad y del Estado…”2

En relación con la condición de vulnerabilidad, uno de los
mayores retos que enfrentamos como sociedad es precisa-
mente la violencia que se ejerce en contra de las niñas, ni-
ños y adolescentes, de esta forma, el maltrato y el abuso in-
fantil es un fenómeno social actual, lacerante, delictivo y
creciente, que daña el tejido social y en su forma más des-
tructiva representa la pérdida del normal desarrollo de la
personalidad del menor, de su libertad emocional, sexual e
incluso de la vida.

Esas conductas abusivas en agravio de las personas meno-
res de 18 años se presentan principalmente en la familia, y
sus manifestaciones van desde las ofensas verbales hasta
los golpes, pasando por conductas delictivas graves como
la violación, la explotación sexual y laboral e incluso la uti-
lización del menor para la comisión de delitos aprovechan-
do su condición de inimputabilidad penal y en ocasiones
traen como consecuencia el homicidio o el suicidio.

Respecto a la protección del Estado, en México existe un
número importante de leyes de fuente interna y externa que
forman una estructura jurídica sólida y convencional, pro-
tectora de los derechos de la niñez, sirven como ejemplo la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, el Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia, el Protocolo de actuación
para quienes imparten justicia en casos que involucren ni-

ñas, niños y adolescentes de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, de fuente externa se cuenta con la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, la Convención
sobre los derechos del niño, el Protocolo Iberoamericano
de actuación judicial para mejorar el acceso a la justicia de
personas con discapacidad, migrantes, niñas, niños, ado-
lescentes comunidades y pueblos indígenas, entre muchos
otros.

Pese a lo anterior, las medidas y figuras jurídicas que con-
tienen las leyes o instrumentos internacionales tienden a
proteger circunstancias como los alimentos, la guarda o
custodia, la adopción, la imposición de sanciones o la tute-
la dejando de lado que en materia penal la afectación o
puesta en peligro de los bienes jurídicamente tutelados de
los menores es inmediata, actual o inminente y por lo tan-
to, no puede estar sujeta a la temporalidad natural de un
procedimiento civil o administrativo, en ese sentido, la vio-
lencia contra las niñas, niños o adolescentes aunque es un
problema visible y ampliamente reconocido, los mecanis-
mos jurídicos existentes no permiten que las personas o
instituciones que además de la familia tienen contacto con
ellos y que se enteran o perciben inequívocamente la vio-
lencia a la que se encuentran sometidos, puedan actuar en
la protección de los derechos de estas personas menores de
edad, de esta forma. Además, pese a que los artículos 109
y 137 del Código Nacional de Procedimientos Penales pre-
vén el otorgamiento de medidas de protección en favor de
las víctimas de delito, cuando se refiere específicamente a
víctimas que sean personas menores de dieciocho años,
únicamente establece que, el órgano jurisdiccional o el Mi-
nisterio Público tendrán en cuenta los principios del interés
superior de los niños o adolescentes, la prevalencia de sus
derechos, su protección integral y los derechos consagra-
dos en la Constitución, en los tratados, así como los pre-
vistos en ese código; es evidente que esta disposición no
solo es magra en su contenido sino que, además no se de-
riva de ella la celeridad, la urgencia con la que debe actuar
el Ministerio Público para proteger la integridad, la vida o
la seguridad de las niñas, niños o adolescentes y deja como
en otras disposiciones a la potestad y criterio del represen-
tante social, el otorgamiento de una medida de protección
suficiente, rápida, contundente y que pueda solicitarse por
un número amplio de sujetos vinculados por diferentes cir-
cunstancias a la vida del menor víctimas de violencia para
con ello lograr la cesación inmediata de la violencia en
contra de los menores de dieciocho años.

Aunado a lo expuesto, el Comité de los Derechos del Niño
que se desprende de la Convención sobre los Derechos del



Niño, ha establecido como observación general, “…que ha
acogido con satisfacción el hecho de que en muchos Esta-
dos la Convención y sus principios se han incorporado al
derecho interno. Todos los Estados tienen leyes penales pa-
ra proteger a los ciudadanos contra la agresión. Muchos
tienen constituciones o una legislación que recoge las nor-
mas internacionales de derechos humanos y el artículo 37
de la Convención sobre los Derechos del Niño, que consa-
gra el derecho de todo niño a la protección contra la tortu-
ra y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
Son muchos también los Estados que cuentan con leyes es-
pecíficas de protección de los niños en que se tipifican co-
mo delito los “malos tratos” o el “abuso” o la “crueldad”.
Pero el Comité ha llegado a la conclusión, por su exa-
men de los informes de los Estados, de que esas disposi-
ciones legislativas no garantizan por lo general la pro-
tección del niño contra todo castigo corporal y otras
formas de castigos crueles o degradantes, en la familia
y en otros entornos. …”3

Como respuesta a la problemática expuesta y derivado de lo
establecido por el artículo 4 de la Constitución General de
la República así como los artículos 3.1 y 4 de la Convención
sobre los Derechos del Niño es necesario que como Poder
Legislativo incorporemos coordinadamente a la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y al
Código Nacional de Procedimientos Penales las disposicio-
nes necesarias para que las medidas de protección otorgadas
en beneficio de personas menores de dieciocho años sean
un mecanismo de defensa ágil, oportuno y eficiente que
permite cesar inmediatamente la violencia en contra de uno
o varios de ellos y que además pueda ser solicitado en lo ge-
neral por cualquier persona y, en lo particular por servido-
res públicos, integrantes de la sociedad civil organizada e
instituciones públicas y privadas que derivado del ejercicio
de sus funciones tengan contacto con la víctima para con
ello abrir la posibilidad a que los derechos de las niñas, ni-
ños o adolescentes puedan ser protegidos por cualquier in-
tegrante de la sociedad.

La iniciativa que nos ocupa aborda el interés superior de la
niñez en tres esferas, la primera que legislativa y que im-
plica que el desarrollo de la niña, niño o adolescente y “…
el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados
como criterios rectores para la elaboración de normas…”,4

la segunda, como principio “… regulador de la normativa
de los derechos del niño se funda en la dignidad misma del
ser humano, en las características propias de los niños, y en
la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno
aprovechamiento de sus potencialidades así como en la na-

turaleza y alcances de la Convención sobre los Derechos
del Niño…”5 y la tercera, como criterio a partir del cual,
el interés superior del niño es “… la premisa bajo la cual se
debe interpretar, integrar y aplicar la normativa de la niñez
y la adolescencia, y que constituye, por ello, un límite a la
discrecionalidad de las autoridades en la adopción de deci-
siones relacionadas con los niños …”6

Establecidas las valoraciones que permean esta iniciativa
resulta procedente clarificar la gravedad del problema exis-
tente y la propuesta por la que se busca enfrentarlo.

II. Planteamiento del problema

a. En México hay 40 millones de niños y de adolescen-
tes.7

b. Entre 55 y 62 por ciento de los adolescentes en se-
cundaria señalan haber sufrido alguna forma de maltra-
to en algún momento de su vida.8

c. En 13 millones de familias los niños crecen en un en-
torno de violencia y gritos por parte de sus padres.9

d. De acuerdo con el Sistema Nacional para el Desarro-
llo Integral de la Familia (DIF), los principales respon-
sables del maltrato suelen ser, en este orden: la madre,
el padre, ambos padres, padrastro, madrastra, tíos y
abuelos. Debido a que la mayoría de los niños maltrata-
dos son devueltos a sus progenitores, muchos casos
terminan con la muerte del menor por las lesiones infli-
gidas.10

e. La Secretaría de Educación Pública registró durante
2008 en promedio, un caso de abuso sexual por semana
en los planteles educativos.11

f. El Instituto Nacional de Pediatría durante el período
de 2007 a 2010 recibió y atendió 5 mil 553 casos por
maltrato infantil; de ellos, 11 casos fueron turnados a la
Fiscalía Central de Investigación para la Atención de
Niños, Niñas y Adolescentes.12

g. El Servicio Público de Localización Telefónica, entre
2007 a 2010 recibió un total de 4 mil 106 menores repor-
tados con maltrato infantil. En 79 por ciento de los casos
la agresión proviene de la madre.13

h. En 2009, la Procuraduría de la Defensa del Menor y
la Familia reportó que en la región centro del país hubo
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un total de 14 mil 937 denuncias por maltrato infantil,
de las cuales 52.2 por ciento se comprobó algún tipo de
maltrato, pero sólo 21.4 fue presentado ante el Ministe-
rio Público.

i. En 2014, de acuerdo con el registro anual de las Pro-
curadurías de la Defensa del Menor y la Familia de los
sistemas estatales del DIF, se reportaron 39 mil 516 ca-
sos de abuso contra niños y niñas, 27 mil 675 de ellos se
comprobaron. Las cifras se traducen en que aumentó 9
mil 398 casos más que en 2013, lo que representa un
aumento de 50 por ciento.14

j. En 2014 el abuso físico tuvo 10 mil 538 casos; los
abusos sexuales mil 411 y la explotación comercial a
91.15

La lectura de las cifras y datos expuestos revela un claro y
delicado problema respecto al maltrato o violencia infantil
en México que debe ser contrarrestado y erradicado de
nuestra realidad social.

En el fenómeno de la violencia infantil existen causas so-
ciales, económicas o culturales que influyen en el someti-
miento violento del desarrollo, integridad o seguridad de
las personas menores de edad, las consecuencias son en ge-
neral la perpetuación del ciclo violento en su etapa adulta,
y es a su vez factor de riesgo para la generación de delin-
cuencia, pero entre una cosa y la otra están las cifras enor-
mes de casos no investigados o en los que no interviene el
Ministerio Público como primer representante de los dere-
chos de cada integrante de la sociedad, está el consenti-
miento, complicidad y la coparticipación familiar, está el
conocimiento de autoridades de salud, educativas, de segu-
ridad pública, del trabajo, defensoras de derechos humanos
o de víctimas e incluso organizaciones de la sociedad civil
que tienen conocimiento directo de este grave problema y
sin embargo carecen de los instrumentos jurídicos efecti-
vos para brindar protección a los menores de edad y lograr
la cesación inmediata de la violencia que sobre ellos se
ejerce, aún más, existen personas cercanas a las niñas, ni-
ños y adolescentes víctimas de violencia que se encuentran
totalmente impedidos para participar activa y directamente
en estos casos, amigos e incluso vecinos que son testigos
silenciosos del día a día de infantes y adolescentes maltra-
tados que viven en depresión y baja autoestima o acepta-
ción resignada de su realidad y que no son capaces o no es-
tán capacitados personalmente para poder defender su
derecho a la integridad física, a la salud mental, al desarro-
llo normal y armónico de su personalidad a vivir en pocas

palabras, una vida libre de violencia, es por ello que esta
Iniciativa se presenta como una medida legislativa que pre-
tende brindar a la sociedad una forma de participación in-
mediata de involucramiento en la erradicación de la vio-
lencia de niñas, niños o adolescentes.

III. Propuesta legislativa

La iniciativa modifica la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes cuyo capítulo octavo, relati-
vo al derecho de acceso a una vida libre de violencia y a
la integridad personal de las personas menores de diecio-
cho años, este capítulo relaciona sus artículos 46 a 49 para
establecer los derechos de las niñas, niños y adolescentes a
vivir sin violencia y en desarrollo armónico de su integri-
dad física y psíquica, para ello plantea obligaciones al Es-
tado para hacer frente a diversas conductas que conforman
al maltrato infantil y de adolescentes así como la orienta-
ción de políticas públicas en la materia y la intervención
coordinada de la Comisión Ejecutiva de Víctimas en tér-
minos de la Ley General que le corresponde.

En función de la correspondencia que tiene el capítulo de
la ley señalada con las medidas de protección para niñas,
niños y adolescentes es que se incluyen en este capítulo los
artículos 49 Bis a 49 Sextus que son la parte fundamental
de la iniciativa por lo siguiente:

El artículo 49 Bis se vincula al 137 del Código Nacional de
Procedimientos Penales que contempla el catálogo de me-
didas de protección que el Ministerio Público puede otor-
gar a las víctimas de delito por lo que, basados en que la
atención de las personas menores de edad debe dar en el
contexto de la máxima protección del Estado de acuerdo a
la Convención sobre los Derechos del Niño, se establece el
derecho de cualquier persona a proteger la integridad, la
seguridad y el desarrollo de los menores de edad, es decir,
que cuando alguna persona que por cualquiera razón co-
nozca respecto de una niña, niño o adolescente que sea víc-
tima de violencia, con independencia de la investigación
que la autoridad ministerial está obligada a realizar, podrá
solicitar de otorgue a la víctima una medida de protección
que haga cesar la violencia a la que está sometido o ex-
puesto, esto incluye la comisión de delitos o sus tentativas
contenidos en las leyes federales o generales del país, así
como las conductas que vulneren el derecho internacional
de protección de los niños y los adolescentes.

De igual forma, se establece como obligación para el Mi-
nisterio Público el otorgamiento oficioso de la medida de



protección cuando exista peligro para la vida, la integridad
o la seguridad de la o el menor, incluso cuando éste siendo
utilizado o exista riesgo de que pueda serlo, como medio
para la realización de delitos. Esta última hipótesis revela
una situación que actualmente aqueja a las niñas, niños y
adolescentes cuyos padres u otros familiares relacionados
principalmente en el crimen organizado los insertan en sus
estructuras criminales utilizándolos como medio para la re-
alización de sus actividades ilícitas poniendo cobardemen-
te frente a la autoridad a niñas, niños o adolescentes que sin
la capacidad para resistir o hacer frente a la circunstancia
no tienen otra opción o no comprenden el alcance de su
conducta son sujetos a medidas de tratamiento que en un
plazo breve los vuelve a poner en condición de libertad y
consiguientemente de seguir siendo utilizado para fines ile-
gales, por lo tanto, es necesario brindarles la protección ne-
cesaria para que quienes los utilicen o busquen utilizar pa-
ra estos fines no puedan disponer de los menores de edad
como objetos o medio para la realización de delitos.

Posteriormente se incluye un catálogo de personas físicas y
morales, públicas y privadas como el Sistema Nacional de
Salud, docentes e instituciones educativas, Sistema DIF, el
Instituto Nacional de Migración, la Comisión Ejecutiva de
Víctimas, la Comisión Nacional de Derechos Humanos, la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social e incluso organi-
zaciones de la sociedad civil ( en esta última hipótesis sus
actividades deben consistir en la atención, asistencia o pro-
tección de los derechos de las niñas, niños o adolescentes)
que como ha quedado expuesto en esta Iniciativa, tienen
contacto directo y continuo con personas menores de edad
y que conociendo la situación de violencia a la que están
expuestos o bien que la padecen, no cuentan con persone-
ría jurídica por sí mismos para poder incidir en la cesación
de la violencia señalada aun teniendo la mayor y mejor in-
tención de ayudar a los menores por cuya relación laboral
están en contacto con ellos, por eso tendrían la facultad en
lo individual como instituciones de denunciar al Ministerio
Público no solo la conducta ilícita del generador de violen-
cia en contra de los menores lo que ya de por sí puede ha-
cer cualquier persona sino de solicitar se otorgue al menor
de edad la medida de protección que corresponda y con
ello participar efectiva y eficazmente en el cese inmediato
de la violencia en contra de aquellos, por lo que, cuando
sea alguno de ellos quienes soliciten al Ministerio Público
el otorgamiento de la medida de protección, éste basado en
su actividad investigadora y de buena fe deberá otorgar in-
mediatamente la medida de protección que corresponda.

Desde luego se prevé igual circunstancia para la solicitud
de medida de protección realizada por la propia víctima de
violencia y para cualquiera de sus familiares considerando
que son quienes con total cercanía conocen el ambiente en
el que se desenvuelve el menor de edad, la excepción se ha-
ce sobre la madre o padre de niñas, niños o adolescentes to-
da que dentro de sus obligaciones en tal calidad, se en-
cuentran naturalmente la de proteger a sus hijos para lo
cual cuentan incluso con otros mecanismos jurídicos como
la solicitud de guarda y custodia o la separación unilateral
de sus hijos respecto del padre o madre generador de vio-
lencia.

A partir del artículo señalado en el párrafo que antecede y
que se adicionaría a la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes se derivan las disposiciones
complementarias para que el otorgamiento de las medidas
de protección en el contexto planteado, vayan en concor-
dancia jurídica con principios como el interés superior del
menor dentro del que puede incluirse el de separación del
núcleo familiar de excepción, así el artículo 49 ter estable-
ce que cuando la medida de protección consista en separar
al menor de su núcleo familiar, el Ministerio Público inda-
gará sobre la existencia de otros parientes de la víctima
quienes tendrán preferencia para recibir la custodia o es-
tancia temporal del menor de acuerdo con la medida otor-
gada previa verificación de la idoneidad de sus circunstan-
cias para recibirla o recibirlo. Es evidente pues, que aún y
cuando la medida de protección idónea sea la separación
del menor de su núcleo familiar, siempre se buscará que su
primera protección, custodia o estancia provenga de la fa-
milia incluía en esta la circundante al núcleo.

De igual forma se prevé que cuando por las circunstancias
del caso y tratándose de los solicitantes señalados en el ca-
tálogo del artículo 49 Bis, el menor no acompañe a la per-
sona que haya de solicitar la medida, sea porque aquel es-
té hospitalizado, en la escuela, en el lugar de trabajo u otro
espacio que haga imposible su presentación ante el Minis-
terio Público pero posible que éste tenga acceso a él, debe-
rá constituirse en el lugar en que se encuentre la víctima o
dará intervención a la policía para los efectos de verifica-
ción de las condiciones del menor y su resguardo, en am-
bos casos con la finalidad de otorgar en los términos del ar-
tículo 49 bis la medida de protección.

No pasa inadvertido que, tratándose de circunstancias com-
plejas en las que pueda solicitarse la intervención ministe-
rial o el otorgamiento de la medida, éstas pueden ser utili-
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zadas incluso en contra de quien con valor pretende que ce-
se la violencia en contra de la o el menor, por ello es nece-
sario incluir en el texto de la Iniciativa, un artículo que pre-
vea las circunstancias y condiciones en que, siendo
necesaria la retención transitoria del menor, ésta no pueda
ser utilizada en contra de quien solicite la medida de pro-
tección siempre que el solicitante, en ejercicio de sus fun-
ciones o labores, retenga transitoriamente a un menor de
dieciocho años y 1. Se trate de alguno de los solicitantes
previstos en el artículo 49 Bis; 2. Se de intervención al Mi-
nisterio Público o la policía, o el menor sea presentado in-
mediatamente ante cualquiera de ellos; y 3. Obren indicios
que hagan evidente la necesidad de la medida de protec-
ción.

Finalmente y de acuerdo con el derecho de los menores a
expresarse en cualquier asunto administrativo o jurídico en
que se vean involucrados y siendo su seguridad e integri-
dad asuntos que les son inherentes a sus derechos huma-
nos, cuando la o él menor no sean los solicitantes de la me-
dida de protección pero estén en posibilidad de expresarse
por cualquier medio, vía, forma o lenguaje, el Ministerio
Público escuchará la opinión de éste y podrá considerarla
para el otorgamiento de la medida.

Los párrafos precedentes dan cuenta del contenido central
de la iniciativa pero las hipótesis jurídicas expuestas que-
darían incompletas si de forma correlativa no se modifica-
ra la ley que contiene naturalmente a las medidas de pro-
tección para niñas, niños y adolescentes, es decir, el
Código Nacional de Procedimientos Penales cuya modifi-
cación es necesaria para la viabilidad procesal de la Inicia-
tiva, en ese sentido, se requiere modificar los artículos 109
y 137 del Código aludido para que en el caso de que las
víctimas sean personas menores de dieciocho años, el Ór-
gano jurisdiccional o el Ministerio Público además de to-
mar en cuenta los principios del interés superior de los ni-
ños o adolescentes, la prevalencia de sus derechos, su
protección integral y los derechos consagrados en la Cons-
titución, los tratados y demás derechos previstos en el có-
digo, remita a la observancia de las disposiciones de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y
con ello coordinar la existencia del derecho a las medidas
de protección en los términos de la Iniciativa y la obliga-
ción de las autoridades en materia penal de observar éstas
disposiciones.

Por otra parte, cuando una medida de protección se otorga
en favor de un adulto o menor de edad en circunstancias
distintas a las que contiene la Iniciativa, se establece el

control judicial de la medida para su ratificación y conti-
nuidad o para su no ratificación y cese de efectos en una
audiencia que se debe desarrollar dentro de los cinco días
posteriores al otorgamiento de la medida; sin embargo
cuando se trate de una medida de protección otorgada en
base a las hipótesis que contempla esta Iniciativa, la referi-
da audiencia de control judicial de la medida de protección
deberá desahogarse dentro de las veinticuatro horas poste-
riores a su otorgamiento, la razón aunque evidente por la
urgencia de tratarse de un menor de edad tiene sentido tam-
bién en la protección de su derecho a reintegrarse a su nú-
cleo familiar ante la posibilidad de error en el otorgamien-
to de la medida o de otras circunstancias que deban
tomarse en cuenta como la o las personas o instituciones
ante quienes se haya otorgado la custodia o estancia transi-
toria de la niña, niño o adolescente.

• Consideraciones finales

El 10 de junio de 2015 se celebró la primera reunión de un
grupo interinstitucional formado por la Subsecretaría de
Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, el
Subsecretario para Asuntos Multilaterales y Derechos Hu-
manos de la Secretaría de Relaciones Exteriores, la Licen-
ciada Laura Vargas Carrillo Titular del Sistema DIF Nacio-
nal y el Coordinador de la Comisión de Derechos Humanos
de la Conferencia Nacional de Gobernadores a partir del
cual se comprometieron a que el Estado Mexicano dará
cumplimiento a las Observaciones del Comité de los Dere-
chos del Niño de Naciones Unidas algunos de los cuales
han sido abordados en esta Iniciativa como la necesidad de
legislar con mayor asertividad en las medidas que protejan
la integridad, la seguridad y el desarrollo normal de las ni-
ñas, niños y adolescentes toda vez que, al margen de los es-
fuerzos y logros alcanzados hasta ahora, éstos no han sido
suficientes, cabe mencionar que en la reunión aludida estu-
vieron presentes Organizaciones de la sociedad civil mexi-
cana, la representante de UNICEF México, Isabel Crowley
y la representación de la Comisión de Derechos de la Ni-
ñez del Senado.

En otro sentido, la Encuesta Nacional sobre Discrimina-
ción en México de 2010 reveló que 65.5 por ciento de los
adultos en México están de acuerdo en que los niños deben
tener los derechos que la ley les reconoce.

Es irrefutable y evidente la preocupación internacional y
nacional de los entes públicos, organizaciones civiles y en
la mayoría poblacional respecto al fenómeno de la violen-
cia, el maltrato o el abuso infantil, la reconocemos como



una realidad dolorosa a la que hemos presentado diversas
medidas para prevenirla, sancionarla y erradicarla; es claro
que la sociedad mexicana está de acuerdo en que las niñas,
niños y adolescentes son titulares de derechos y que estos
deben respetarse pero también que es necesario fortalecer
los mecanismos que aseguren su garantía.

Para la construcción de esta iniciativa, el interés superior
del menor “… cuya salvaguarda es prioritaria en el sistema
jurídico mexicano, permite delimitar con precisión y clari-
dad los derechos y obligaciones que corresponden a las
personas adultas en relación con los niños, para lo cual se
privilegia el deber de atenderlos y cuidarlos, con el objeto
permanente de alcanzar el mayor bienestar y beneficio po-
sibles para ellos, como un imperativo de la sociedad; de
manera que su protección se ubica incluso por encima
de la que debe darse a los derechos de los adultos, con
lo cual se cumple una trascendente función social de
orden público e interés social…”,16 por lo que con ella se
busca que la normativa de los derechos de la niñez y los
adolescentes, proteja su dignidad como seres humanos a
partir de sus características mismas propias y de la necesi-
dad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprove-
chamiento de sus potencialidades así como en la naturale-
za y alcances de la Convención sobre los Derechos del
Niño.

En virtud de lo mencionado, existe viabilidad material, via-
bilidad jurídica y viabilidad constitucional.

Por los razonamientos y argumentos vertidos en esta ini-
ciativa, someto al conocimiento, análisis, valoración y dic-
tamen correspondiente el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adicionan los artículos 49 Bis a 49 Sextus a la
Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; y se
modifican los artículos 109 y 137 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, para quedar de la siguiente mane-
ra:

• De la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes

Artículo 49 Bis. Para la salvaguarda de personas menores
de dieciocho años, las medidas de protección previstas en
el artículo 137 del Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales podrán ser solicitadas por cualquier persona por la

comisión de delitos o sus tentativas contenidos en las leyes
federales o generales del país, así como las conductas que
vulneren el derecho internacional de protección de los ni-
ños y los adolescentes.

El Ministerio Público actuando incluso oficiosamente,
otorgará la medida o medidas de protección inmediata-
mente cuando exista peligro para la vida, la integridad o la
seguridad de la o el menor, incluso cuando éste siendo uti-
lizado o exista riesgo de que pueda serlo, como medio pa-
ra la realización de delitos.

También se otorgarán inmediatamente cuando el solicitan-
te sea

1. La o el menor que esté siendo o haya sido víctima.

2. El pariente ascendiente o colateral sin limitación de
grado que sea mayor de edad y no se trate de alguno de
los padres.

No se requerirá mayoría de edad cuando el solicitante
sea hermana o hermano de la víctima.

3. La dependencia o entidad de la administración públi-
ca perteneciente al sistema nacional de salud o sus em-
pleados que en el ejercicio de sus funciones hayan teni-
do contacto con la o el menor víctima.

4. El docente o institución educativa perteneciente al
sistema educativo nacional en la que se encuentre ins-
crito o del que sea educando la o el menor víctima.

5. El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia en los términos de su Estatuto Orgánico.

6. El Instituto Nacional de Migración o su personal, que
en el ejercicio de sus funciones tengan o hayan tenido
contacto con la o el menor víctima.

7. La Comisión Ejecutiva de Víctimas o su personal,
que en el ejercicio de sus funciones tengan o hayan te-
nido contacto con la o el menor víctima.

8. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos o
el personal de ésta, que en el ejercicio de sus funciones
tengan o hayan tenido contacto con la o el menor víc-
tima.
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9. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social o los em-
pleados de ésta que en el ejercicio de sus funciones ten-
gan o hayan tenido contacto con la o el menor.

10. Organizaciones de la sociedad civil cuyas activida-
des consistan en la atención, asistencia o protección de
los derechos de las niñas, niños o adolescentes.

La misma celeridad se aplicará cuando el solicitante sea
una institución privada en materia de salud o educativas,
sus empleados o representantes legales que en el ejercicio
de sus labores en ellas, tengan o hayan tenido contacto con
la o el menor víctima.

Artículo 49 Ter. Cuando la medida de protección consista
en separar al menor de su núcleo familiar, el Ministerio Pú-
blico indagará sobre la existencia de otros parientes de la
víctima quienes tendrán preferencia para recibir la custodia
o estancia temporal del menor de acuerdo con la medida
otorgada previa verificación de la idoneidad de sus cir-
cunstancias para recibirla o recibirlo.

Artículo 49 Quáter. Cuando por las circunstancias del ca-
so y tratándose de los solicitantes previstos en los numera-
les 2 a 10 del artículo anterior, el menor no lo acompañe o
aquel se encuentre imposibilitado para presentarlo, el Mi-
nisterio Público se constituirá en el lugar en que se en-
cuentre la víctima o dará intervención a la policía para los
efectos de verificación de las condiciones del menor y su
resguardo, en ambos casos a fin de otorgar en los términos
del artículo 49 Bis la medida de protección.

Artículo 49 Quintus. No se considerará delictiva la con-
ducta del solicitante que, en ejercicio de sus funciones o la-
bores, retenga transitoriamente a un menor de dieciocho
años siempre que concurran las siguientes circunstancias:

1. Se trate de alguno de los solicitantes previstos en el
artículo 49 Bis;

2. Se dé intervención al Ministerio Público o la policía,
o el menor sea presentado inmediatamente ante cual-
quiera de ellos; y

3. Obren indicios que hagan evidente la necesidad de la
medida de protección. 

Artículo 49 Sextus. Cuando la o él menor no sean los so-
licitantes de la medida de protección pero estén en posibi-

lidad de expresarse por cualquier medio, vía, forma o len-
guaje, el Ministerio Público escuchará la opinión de éste y
podrá considerarla para el otorgamiento de la medida.

• Del Código Nacional de Procedimientos Penales

Artículo 109. …

…

I. a XXIX. …

En el caso de que las víctimas sean personas menores de
dieciocho años, el órgano jurisdiccional o el Ministerio
Público tendrán en cuenta los principios del interés su-
perior de los niños o adolescentes, la prevalencia de sus
derechos, su protección integral y los derechos consa-
grados en la Constitución, la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, en los tratados, así
como los previstos en el presente código.

…

Artículo 137. …

…

I. a X. …

…

Tratándose de personas menores de dieciocho años la
audiencia a que se refiere el párrafo anterior deberá ce-
lebrarse dentro de las veinticuatro horas siguientes a la
imposición de las medidas de protección.

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan las disposiciones que se opongan al
presente decreto.



Notas:

1 Clase de instrumento: tratado internacional; fecha de firma: 20 de no-
viembre de 1989; fecha de entrada en vigor internacional: 2 de sep-
tiembre de 1990; vinculación de México: 21 de septiembre de 1990
(ratificación); fecha de entrada en vigor para México: 21 de octubre de
1990; DOF: 25 de enero de 1991.

2 Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San Jo-
sé”, Clase de instrumento: tratado internacional, adopción: 22 de no-
viembre de 1969, fecha de entrada en vigor internacional: 18 de julio
de 1978, vinculación de México: 24 de marzo de 1981 (adhesión), fe-
cha de entrada en vigor para México: 24 de marzo de 1981, DOF: 7 de
mayo de 1981, artículo 19.

3 Observaciones generales del Comité de los Derechos del Niño; ob-
servación general número 8; CRC/C/GC/8, 21 de agosto de 2006; El
derecho del niño a la protección contra los castigos corporales y otras
formas de castigo crueles o degradantes (artículo 19, párrafo 2 del ar-
tículo 28 y artículo 37, entre otros); Fondo de las Naciones Unidas pa-
ra la Infancia, Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Fa-
milia, México, 2014, página 127.

4 Interés superior del menor. Su concepto. Décima época, registro
159897, instancia: Primera Sala, tipo de tesis: jurisprudencia, fuente:
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro XV, diciembre
de 2012, tomo 1, Materia(s): constitucional, tesis: 1a./J. 25/2012 (9a.),
página 334.

5 Corte Interamericana de Derechos Humanos, opinión consultiva oc-
17/2002, del 28 de agosto de 2002, solicitada por la Comisión Inter-
americana de Derechos Humanos; Condición Jurídica y Derechos Hu-
manos del Niño, página 10.

6 Ibídem, página 61, párrafo 56.

7 Informe anual Unicef México, 2014, página 5.

8 Ídem.

9 Maltrato y abuso infantil en México: factor de riesgo en la comisión

de delitos, Secretaría de Seguridad Pública, gobierno federal, mayo de
2010, página 11.

10 Ibídem, página 12

11 Ibídem, página 15.

12 Algunas consideraciones sobre el maltrato infantil en México, Sal-
vador Moreno Pérez, Cámara de Diputados, LXII Legislatura, Centro

de Estudios Sociales y de Opinión Pública, Documento de Trabajo nú-
mero 146, México, Marzo de 2013, página 17.

13 Ídem.

14 Sitio de internet: archivo.eluniversal.com.mx/nación-mexi-
co/2015/repunta-el-malrato-infantil-en-el-pais-1090126.html

15 Ídem.

16 Interés superior del menor. Su relación con los adultos. Novena
Época, registro: 16256, instancia: tribunales colegiados de circuito, ti-
po de tesis: jurisprudencia, fuente: Semanario Judicial de la Federación
y su Gaceta, tomo XXXIII, marzo de 2011, materia(s): civil, tesis:
I.5o.C. J/15, página: 2188.

Presentada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de febrero de
2016.— Diputadas y diputados: María Gloria Hernández Madrid,
Alberto Silva Ramos, Ana Guadalupe Perea Santos, Cándido Ochoa
Rojas, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Christian Joaquín Sánchez
Sánchez, Delia Guerrero Coronado, Erick Alejandro Lagos Hernández,
Eveling Soraya Flores Carranza, Fidel Kuri Grajales, Flor Estela Ren-
tería Medina, Jacqueline Nava Mouett, José Hugo Cabrera Ruiz, José
Luis Orozco Sánchez Aldana, Kathia María Bolio Pinelo, Lucía Virgi-
nia Meza Guzmán, María Bárbara Botello Santibáñez, María de los
Ángeles Rodríguez Aguirre, María del Rosario Rodriguez Rubio, Ma-
ría Verónica Agundis Estrada, Nora Liliana Oropeza Olguin, Pedro
Luis Noble Monterrubio, Ramón Bañales Arambula, Rosa Guadalupe
Chávez Acosta, Sara Latife Ruiz Chávez, Susana Corella Platt, Timo-
teo Villa Ramírez, Yulma Rocha Aguilar (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Derechos de la Ni-
ñez y de Justicia, para dictamen. 

LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIO-
NADOS CON LAS MISMAS

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Ini-
ciativa que  reforma los artículos 40, 77 y 78 de la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas,
a cargo de la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Gru-
po Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Claudia Edith Anaya Mota, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional de la LXIII Legislatura correspondiente a la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los
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artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, tengo a
bien someter a consideración de esta soberanía la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

La presente iniciativa propone sancionar actos de corrup-
ción en la asignación de obras, elevando los periodos de in-
habilitación de los contratistas, así como establecer un me-
canismo para que la Secretaría de la Función Pública evite
que personas físicas y morales sancionadas concursen en
licitaciones de obras gubernamentales.

La iniciativa propone que la participación de un concur-
sante ganador de una obra sea cancelada con la comproba-
ción de actos de corrupción como motivos por lo que se le
asignaron.

Asimismo, se referencia a la Ley Federal Anticorrupción en
Contrataciones Públicas en lo relacionado con los periodos
de inhabilitación y los montos de las multas.

Argumento que lo sustenta

Ek Francisco Garfias, en el artículo “Corrupción en las
compras gubernamentales1” señaló que en los últimos he-
chos públicos de conflicto de interés existe la sospecha de
que hubo un intercambio entre funcionarios públicos y em-
presas contratistas favorecidas, en detrimento de los con-
tribuyentes.

Los términos del intercambio, plantea el autor, son a cam-
bio de beneficios privados que los funcionarios otorgan fa-
vores de alto valor económico a las empresas, como condi-
ciones ventajosas en la contratación de obras públicas del
gobierno. Los funcionarios y sus contratistas se reparten el
dinero de los contribuyentes, generando pérdidas en efi-
ciencia económica y erosionan la legitimidad de las insti-
tuciones políticas.

En relación con la asignación de gasto público entre servi-
dores públicos y empresarios la corrupción tiene diversa
formas, una de ellas es el sobreprecio. Esta situación no
puede ocurrir si no hay intercambio de favores ilícitos en-
tre éstos.

Otra forma irregular en la asignación de obras a contratis-
tas, lo es el cierre de los periodos de recepción de ofertas,

el establecimiento de plazos cortos, así como la limitación
de ofertantes a la obra.

Garfias, en el artículo en comento, apunta que: “El gobierno
federal, viola los plazos únicamente en 2.5 por ciento de los
contratos, que corresponde a 1.7 por ciento del total gastado.
No obstante, hay una gran variación entre entidades. En un
extremo, Campeche y Tlaxcala no presentan ningún contra-
to con plazos irregulares; en el otro, Veracruz contrata casi
una quinta parte sus compras públicas con plazos irregular-
mente cortos.

Otro dato de importancia del tema que nos ocupa, es que los
gobiernos estatales prefieren “dar” obras a sus proveedores
más frecuentes, lo que trae como consecuencia que pocas
empresas reciban muchos contratos.

Otro artículo de la revista Nexos, intitulado “La corrupción
consentida” de Otto Granados, en abril de 2015 alerta que
“…los procesos de alternancia electoral, libertad y apertu-
ra económicas, transferencias presupuestales a estados y
municipios, entre otros, han generado, de un lado, vací-
os en los mecanismos de control institucional, antes alta-
mente centralizados, de suerte que se produce un relaja-
miento de las normas y su aplicación, lo cual crea
diversos incentivos para la corrupción de la autoridad
y del ciudadano…”



Datos del Global Corruptión Barometer 2013 afirman que
el porcentaje de usuarios mexicanos que dicen haber paga-
do un soborno para conseguir que al menos uno de ocho
proveedores de servicios diferentes atendieran a sus recla-
mos oscila de 30 a 40 por ciento.

Por otro lado, la Encuesta Fraude en México 2010 de
KPMG muestra que el nivel de incidencias de fraude cor-
porativo en México es de los más altos en América Latina;
75 por ciento de las empresas encuestadas declaró haber si-
do víctima de cuando menos un fraude en el último año,
por lo que se refiere a fraude cometido por empleados se
ubicó en 77 por ciento. Esas conductas, se presentan en las
áreas de adquisiciones, licencias y permisos.

La Encuesta KPMG señala que ocho de cada diez empre-
sas admiten haber sido víctimas de un fraude; en Uruguay
son sólo tres y en Chile cuatro. En 2010 de cada 100 ilíci-
tos, 15 los cometieron altos directivos, 54 personal opera-
tivo y 31 del nivel gerencial. La distribución del producto
señala que 51 por ciento se lo llevaron los mandos supe-
riores, que ascendió a 3.3 millones de pesos. 

Un dato que alienta la presente iniciativa es el que indica
que las empresas destinan hasta cinco por ciento de sus in-
gresos anuales a pagos a servidores públicos para agilizar
trámites, licencias y permisos.

Un dato más que se debe considerar para ponderar la opor-
tunidad de la presente iniciativa, es que en México sólo en

dos por ciento de las empresas defraudadas revisa o corri-
ge sus mecanismos de control interno y los niveles de de-
nuncia son tan sólo de 43 por ciento de las empresas que
denuncian ante las autoridades competentes.

Finalmente Otto Granados, en la revista Nexos, afirma que
“los excesos regulatorios en el sector público o en los sec-
tores económicos deficientemente regulados son por lo ge-
neral un campo propicio para la ilegalidad”.

Por otra parte, la Ley de Obras Públicas y Servicios Rela-
cionados con las Mismas, establece en el artículo 31, frac-
ción XIV: 

“Artículo 31. La convocatoria a la licitación pública, en
la cual se establecerán las bases en que se desarrollará el
procedimiento y en las cuales se describirán los requisi-
tos de participación, deberá contener:

XIV. La indicación de que no podrán participar las per-
sonas que se encuentren en los supuestos de los artícu-
los 51 y 78 de esta ley;”

Para los fines de la presente iniciativa, las fracciones III a
V justifican la reforma a la actualización permanente del
Directorio de Proveedores y Contratistas Sancionados.

“Artículo 51. Las dependencias y entidades se absten-
drán de recibir proposiciones o adjudicar contrato algu-
no en las materias a que se refiere esta ley, con las per-
sonas siguientes:

III. Aquellos contratistas que, por causas imputables
a ellos mismos, la dependencia o entidad convocante
les hubiere rescindido administrativamente un con-
trato. Dicho impedimento prevalecerá ante la propia
dependencia o entidad convocante durante un año ca-
lendario contado a partir de la notificación de la resci-
sión;

IV. Las que se encuentren inhabilitadas por resolu-
ción de la Secretaría de la Función Pública, en los
términos del título sexto de este ordenamiento y título
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quinto de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público;

V. Aquéllas que hayan sido declaradas o sujetas a
concurso mercantil o alguna figura análoga;”

Otra disposición que se vincula con la reforma que se pro-
pone, es el artículo 79, que dispone que la Secretaría de la
Función Pública imponga sanciones considerando los da-
ños o perjuicios que se hubieren producido con motivo de
la infracción, la gravedad de la infracción, entre otras.

Lo anterior, en razón de que se pretende elevar los perio-
dos de sanción de las personas físicas y morales que parti-
cipan en los procesos de licitación de obras y de servicios;
independientemente, de las de orden civil, penal o de cual-
quier otra índole que puedan derivar de la comisión de los
mismos hechos.

No se impondrán sanciones cuando se haya incurrido en la
infracción por causa de fuerza mayor o de caso fortuito, o
cuando se observe en forma espontánea el precepto que se
hubiese dejado de cumplir –dice el artículo 82–. Sin em-
bargo, prevé que no se considerará que el cumplimiento es
espontáneo cuando la omisión sea descubierta por las auto-
ridades o medie requerimiento, visita, excitativa o cual-
quier otra gestión efectuada por las mismas.

Por lo que se refiere a CompraNet, la iniciativa plantea que
sea cargada del directorio con la finalidad de cumplir con
una de las metas de la secretaría, en el sentido de mejorar
las prácticas en contrataciones públicas, que actualmente,
cuenta con 67 indicadores agrupados en 10 categorías y
que en un futuro planean contenga un análisis predictivo,
así como con nuevos informes y evaluaciones del desem-
peño de contratistas y proveedores.

Con el objeto de ilustrar la necesidad de la reforma se cita
un ejemplo de la necesidad del padrón y de la ampliación
de los periodos de inhabilitación:

“Se trata de la  convocatoria número LA-009J0U001-
N51-2015 del 4 de junio de 2014, de Caminos y Puen-
tes Federales (Capufe) para comprar “servicios de segu-
ridad informática y optimización de los enlaces de
comunicaciones para la red Fondo Nacional de Infraes-
tructura2”; la convocatoria incluyó aspectos técnicos
que sólo ofrecía la empresa Barracuda Networks, cuya
distribuidora en México es la empresa Redisengo. Al
concurso entraron nueve empresas, tres de ellas, al co-

nocer la convocatoria, presentaron una queja, según
consta en la página de Compranet.

En la junta de aclaraciones del 23 de junio de 2015 la em-
presa Cisco Systems de México solicitó que Capufe proba-
ra que existía “al menos tres fabricantes diferentes e inde-
pendientes que cumplen con las características y
funcionalidades solicitadas, ya que Capufe solicitó “un
equipo de marca Barracuda modelo F900”, que sólo distri-
buye Redisegno; otro de los elementos de la convocatoria
a modo es que Capufe solicita es que el equipo debería es-
tar certificado por Microsoft para la protección de MS Azu-
re, esto, sólo lo tiene Barracuda.

El 8 de julio de 2015 se publicó el fallo a favor de Redi-
segno por lo que ganó el contrato por 75 millones de pesos
que serían pagados entre 2015 (10 millones de pesos) y
hasta 2018, con 21 millones de pesos cada año.

En el contrato 4500023504 FNI estableció que los equipos
serían instalados después de 95 días de la fecha del fallo;
cuestión que no sucedió, y en consecuencia, la empresa in-
cumple el acuerdo. Hasta el lunes 18 de enero de 2016 en
la página de Compranet, el contrato se mantenía vigente y
la empresa Redisegno no estaba incluida en la lista de pe-
nalizaciones por incumplimiento en la página de la Secre-
taría de la Función Pública.

El anterior ejemplo ilustra la necesidad de contar con un
Directorio de Proveedores y Contratistas Sancionados ac-
tualizado, que se encuentre vinculado con el CompraNet
para evitar que estas empresas obtengan contratos sin con-
tar con la capacidad para cumplirlos, y no está de más que
se amplíen los periodos de estas empresas que cometen
fraudes al estado.

Otra propuesta que se pretende adicionar al presente mar-
co jurídico es que las sanciones se establezcan en los tér-
minos de la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones
Públicas publicada en el Diario Oficial de la Federación el
11 de junio de 2012.

Lo anterior, derivado del análisis que se realizó al diez por
ciento de las empresas en el Directorio de Proveedores y
Contratistas Sancionados de la Secretaría de la Función Pú-
blica.

El ejercicio buscó proveer información sobre un aspecto
sustantivo de la gestión y la aplicación de la Ley Federal
Anticorrupción en Contrataciones Públicas, como lo es la



insuficiente transparencia que prevalece en algunos ámbi-
tos de la aplicación y ejecución de sanciones y multas a
proveedores y contratistas que incurran en faltas al mo-
mento de participar en contrataciones públicas.

Su objetivo central fue analizar las condiciones en las cua-
les la Secretaría de la Función Pública procede administra-
tivamente para sancionar de manera eficiente y transparen-
te en un proceso efectivo de rendición de cuentas.

De acuerdo al artículo 4 de la Ley Federal Anticorrupción
en Contrataciones Públicas, en el ámbito de sus competen-
cias, serán autoridades facultadas para aplicar la presente
ley, dictar las disposiciones administrativas necesarias pa-
ra el adecuado cumplimiento de la misma e interpretar sus
disposiciones para efectos administrativos, en relación con
las contrataciones públicas de carácter federal que realicen:

I. La Secretaría de la Función Pública, en el ámbito de
la administración pública federal y de la Procuraduría,
así como de las entidades federativas, los municipios y
los órganos político administrativos de las demarcacio-
nes territoriales del Distrito Federal que lleven a cabo
contrataciones públicas de carácter federal;

II. La Cámara de Senadores y la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión;

III. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Con-
sejo de la Judicatura Federal y el Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación;

IV. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administra-
tiva;

V. Las Juntas de Conciliación y Arbitraje, el Tribunal
Federal de Conciliación y Arbitraje y los tribunales
agrarios;

VI. El Instituto Federal Electoral;

VII. La Auditoría Superior de la Federación;

VIII. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos;

IX. El Instituto Nacional de Estadística y Geografía;

X. El Banco de México, y

XI. Los demás órganos públicos autónomos que deter-
minen las leyes.

En esta ley queda establecido que la Secretaría de la Fun-
ción Pública será la única autoridad competente encargada
de investigar las posibles infracciones, determinar las res-
ponsabilidades que deriven de la misma y aplicar las san-
ciones correspondientes. Para determinar las sanciones,
consistirán en:

Fuente: elaboración propia con base en la Ley Federal Anticorrupción
en Contrataciones Públicas.

Que redunda en inhabilitación para participar en contrata-
ciones públicas de carácter federal por un periodo que no
será menor de 3 meses ni mayor de 8 años;

Fuente: elaboración propia con base en la Ley Federal Anticorrupción
en Contrataciones Públicas.

Lo que da como resultado la inhabilitación para participar
en contrataciones públicas de carácter federal por un perio-
do que no será menor de 3 meses ni mayor de 10 años.

Las multas que se determinen en términos de esta ley, ten-
drán el carácter de créditos fiscales y se fijarán en cantidad
líquida, sujetándose al procedimiento administrativo de
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ejecución que establece la legislación aplicable. Tratándo-
se de una infracción donde se ejecuten con uno o más su-
jetos, acciones que impliquen o tengan por objeto o efecto
obtener un beneficio o ventaja indebida en las contratacio-
nes públicas de carácter federal sólo resultará aplicable la
sanción de inhabilitación, sin perjuicio de lo que esta-
blezcan otras disposiciones aplicables.

El plazo de la sanción de inhabilitación se computará a par-
tir del día siguiente a aquél en que la autoridad competen-
te publique la resolución respectiva en el Diario Oficial de
la Federación, salvo que la inhabilitación derive de la par-
ticipación del infractor en contrataciones públicas de ca-
rácter federal cuyos actos deben difundirse en CompraNet
en términos de las disposiciones aplicables, en cuyo caso
dicho plazo se contará a partir de la fecha de su difusión en
ese sistema.

Cuando en términos de lo previsto por esta ley, se impon-
gan a una misma persona dos o más inhabilitaciones en di-
versas contrataciones públicas de carácter federal, dichas
inhabilitaciones se aplicarán en forma sucesiva, de manera
tal que una vez que se agote el plazo de la primera, co-
menzará la aplicación de la segunda inhabilitación y así su-
cesivamente. La misma regla se aplicará tratándose de
transacciones comerciales internacionales. En ningún caso
podrá decretarse la suspensión de la inhabilitación, aún
cuando el infractor opte por el juicio contencioso adminis-
trativo contra el acto de autoridad que la ordene o ejecute.

Para analizar cuantitativamente las acciones de la Secreta-
ría de la Función Pública, en materia de sanciones, se tomó
una muestra de 10 por ciento del total del Directorio de
Proveedores y Contratistas Sancionados por la Secretaría
de la Función Pública, cuyo universo consistió en mil 555
sancionados.

De los datos de la muestra, encontramos:

Monto total por multas

$57,907,820.38 

Monto promedio

$373,441.90 

Se realizó una catalogación propia por tipo de multas. La
mayoría de los sancionados infringen la ley cuando entre-
gan información y/o documentación falsa; incumplen con

los contratos y realizan actos u omisiones acerca de su si-
tuación fiscal.

Fuente: elaboración propia con base en el Directorio de Proveedores y
Contratistas Sancionados de la Secretaría de la Función Pública.

Al relacionar las causales de las infracciones con la Ley
Federal Anticorrupción en las Contrataciones Públicas, en-
contramos la siguiente relación:



Ya se mencionaron las condiciones en las que la secretaría
establece los montos de las multas, de acuerdo a los datos
observados en la muestra, tanto las multas como los perio-
dos de inhabilitación para los sancionados son variables y
no se cuenta con un rango establecido para sancionar, de
acuerdo al tipo de falta en la que se incumple la ley. 

Tomando en consideración el salario de ese entonces, en el
que se impuso la multa, éstas hubieran sido de la siguiente
manera:

Fuente: elaboración propia con base en el Directorio de Proveedores y
Contratistas Sancionados de la Secretaría de la Función Pública.

Esta reforma propone que se actualice mensualmente la in-
formación contenida en el Directorio de Proveedores y
Contratistas Sancionados, ya que el estudio que se efectuó
encontró que 46 de éstos concluyeron su sanción entre
2005 y 2009 y 80, cuya sanción concluye en 2015.

De la muestra, se encuentran proveedores y contratistas
sancionados que terminaron su periodo de inhabilitación,
pero todavía están en el directorio de la Secretaría de la
Función Pública (SFP).
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Termina periodo Número de 
de inhabilitación proveedores

2005-2009 46
2010-2015 80
2016-2020 26
Total inhabilitados 152

Fuente: elaboración propia con base en el Directorio de
Proveedores y Contratistas Sancionados de la Secretaría de
la Función Pública.

Del total de la muestra, se tienen 152 proveedores y con-
tratistas inhabilitados por un determinado periodo. Los tres
proveedores restantes sólo fueron acreedores a una multa,
pero no se les inhabilitó.

Por otra parte, se propone que para las sanciones que se es-
tablezcan estarán en función del artículo 27 de la Ley Fe-
deral Anticorrupción en Contrataciones Públicas, mismo
que prevé:

Artículo 27. Las sanciones administrativas que deban
imponerse por la comisión de las infracciones a que se
refieren los artículos 8 y 9 de la presente ley, consistirán
en:

I. Tratándose de personas físicas:

a) Multa equivalente a la cantidad de mil a cincuen-
ta mil veces el salario mínimo diario general vigen-
te para el Distrito Federal.

Tratándose de permisos, concesiones, autorizaciones
o trámites relacionados con contrataciones públicas
federales o transacciones comerciales internaciona-
les, la multa máxima prevista en el párrafo anterior
podrá incrementarse hasta en cincuenta por ciento,
cuando existan elementos objetivos para determinar
por parte de la autoridad competente que el benefi-
cio obtenido por el infractor fue superior a la multa
máxima.

Para el caso de contrataciones públicas federales re-
alizadas, en términos de los ordenamientos legales
en materia de contrataciones públicas, si la multa
máxima prevista en el primer párrafo de este inciso
resulta menor a treinta por ciento del monto del con-
trato, se impondrá una multa de entre treinta y hasta

treinta y cinco por ciento del monto del contrato si
éste último le fue adjudicado al infractor, y

b) Inhabilitación para participar en contrataciones
públicas de carácter federal por un periodo que no
será menor de 3 meses ni mayor de 8 años;

II. Cuando se trate de personas morales:

a) Multa equivalente a la cantidad de diez mil hasta
dos millones de veces el salario mínimo diario ge-
neral vigente para el Distrito Federal.

Tratándose de permisos, concesiones, autorizaciones
o trámites relacionados con contrataciones públicas
federales o transacciones comerciales internaciona-
les, la multa máxima prevista en el párrafo anterior
podrá incrementarse hasta en cincuenta por ciento,
cuando existan elementos objetivos para determinar
por parte de la autoridad competente que el benefi-
cio obtenido por el infractor fue superior a la multa
máxima.

Para el caso de contrataciones públicas federales re-
alizadas, en términos de los ordenamientos legales
en materia de contrataciones públicas, si la multa
máxima prevista en el primer párrafo de este inciso
resulta menor a treinta por ciento del monto del con-
trato, se impondrá una multa de entre treinta y hasta
treinta y cinco por ciento del monto del contrato si
éste último le fue adjudicado al infractor, y

b) Inhabilitación para participar en contrataciones
públicas de carácter federal por un periodo que no
será menor de 3 meses ni mayor de 10 años.

Las multas que se determinen en términos de esta
ley, tendrán el carácter de créditos fiscales y se fija-
rán en cantidad líquida, sujetándose al procedimien-
to administrativo de ejecución que establece la le-
gislación aplicable.

Tratándose de la infracción prevista en la fracción II
del artículo 8 de esta ley, sólo resultará aplicable la
sanción de inhabilitación, sin perjuicio de lo que es-
tablezcan otras disposiciones aplicables.

El plazo de la sanción de inhabilitación se computa-
rá a partir del día siguiente a aquél en que la autori-



dad competente publique la resolución respectiva en
el Diario Oficial de la Federación, salvo que la inha-
bilitación derive de la participación del infractor en
contrataciones públicas de carácter federal cuyos ac-
tos deben difundirse en CompraNet en términos de
las disposiciones aplicables, en cuyo caso dicho pla-
zo se contará a partir de la fecha de su difusión en
ese sistema.

Cuando en términos de lo previsto por esta ley, se
impongan a una misma persona dos o más inhabili-
taciones en diversas contrataciones públicas de ca-
rácter federal, dichas inhabilitaciones se aplicarán en
forma sucesiva, de manera tal que una vez que se

agote el plazo de la primera, comenzará la aplica-
ción de la segunda inhabilitación y así sucesivamen-
te. La misma regla se aplicará tratándose de transac-
ciones comerciales internacionales.

En ningún caso podrá decretarse la suspensión de la
inhabilitación, aún cuando el infractor opte por el
juicio contencioso administrativo contra el acto de
autoridad que la ordene o ejecute.

Con la finalidad de clarificar la propuesta contenida
en la presente iniciativa es que se adiciona el si-
guiente comparativo:
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Fundamento legal

Es por lo anteriormente motivado y fundado y con base en
lo que disponen los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 3, nume-
ral 1, fracción VIII; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, quien suscribe
somete a consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto

Denominación del proyecto de decreto.

Iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforman
los artículos 40, 77 y 78 de Ley de Obras Públicas y Servi-
cios Relacionados con las Mismas.

Texto normativo propuesto

Artículo Único. Se reforman los artículos 40, 77 y 78 de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, para quedar como sigue:

Artículo 40. …

Las dependencias y entidades podrán cancelar una licita-
ción por caso fortuito; fuerza mayor; existan circunstancias
justificadas, que provoquen la extinción de la necesidad de
contratar los trabajos, o que de continuarse con el procedi-
miento de contratación se pudiera ocasionar un daño o per-
juicio a la propia dependencia o entidad, o se comprueben
actos de corrupción en su asignación. La determinación
de dar por cancelada la licitación, deberá precisar el acon-
tecimiento que motiva la decisión, la cual se hará del co-
nocimiento de los licitantes y no será procedente contra
ella recurso alguno, sin embargo podrán interponer la in-
conformidad en términos del título séptimo, capítulo pri-
mero de esta ley.

...

Artículo 77. Los licitantes o contratistas que infrinjan las
disposiciones de esta ley, serán sancionados por la Secreta-
ría de la Función Pública en los términos que para los
efectos establezca la Ley Federal Anticorrupción en
Contrataciones Públicas.

Artículo 78. …
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I. a VI. …

La inhabilitación que imponga no será menor de tres
meses ni mayor de diez años, de acuerdo con lo pre-
visto por la Ley Federal Anticorrupción en Contra-
taciones Públicas, plazo que comenzará a contarse a
partir del día siguiente a la fecha en que la Secretaría de
la Función Pública la haga del conocimiento de las de-
pendencias y entidades, mediante la publicación de la
circular respectiva en el Diario Oficial de la Federación
y en CompraNet.

…

Las dependencias y entidades, dentro de los quince días
siguientes a la fecha en que tengan conocimiento de al-
guna infracción a las disposiciones de esta ley, remitirán
a la Secretaría de la Función Pública la documentación
comprobatoria de los hechos presumiblemente constitu-
tivos de la infracción. Esta secretaría deberá de siste-
matizar y actualizar mensualmente la información
en el Directorio de Proveedores y Contratistas San-
cionados, que deberá vincular con CompraNet con la
finalidad de que los proveedores y contratistas san-
cionados sean rechazados de manera automática por
el sistema.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Ek Francisco Garfias en el artículo “Corrupción en las compras gu-
bernamentales” Revista Nexos del 1 de septiembre de 2015 en
www.nexos.com.mx 

2 http://www.animalpolitico.com/2016/01/capufe-amana-licitacion-
para-beneficiar-a-una-empresa-esta-incumple-y-no-hay-sanciones/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de marzo de 2016.— Diputada
Claudia Edith Anaya Mota (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

EXPIDE LA LEY DEL SALARIO MÍNIMO Y DEROGA
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL
DEL TRABAJO

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Ini-
ciativa que expide la Ley del Salario Mínimo y deroga di-
versas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, a cargo
del diputado Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano

El suscrito, Moisés Guerra Mota, integrante del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71 fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, frac-
ción I, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de este pleno iniciativa
con proyecto de decreto por el que se expide la Ley de Sa-
lario Mínimo y se reforman, derogan y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

Antecedentes

El debate propiciado por diversos actores sociales, aca-
démicos y políticos manifestados en la necesidad de ele-
var el salario mínimo y des-indexarlo como unidad de
cuenta revelan que la utilidad económica del salario mí-
nimo como control del nivel inflacionario ha quedado re-
basado y en cambio, ha provocado un paulatino pero
constante deterior del poder adquisitivo de las familias
mexicanas, contribuyendo a la existencia de amplias ca-
pas de pobreza y rezago social.

El debilitamiento del poder adquisitivo del salario mínimo
comenzó a estudiarse en la década de 1980, ante las suce-
sivas crisis económicas y su impacto inflacionario. En
1988, el gobierno de Miguel de la Madrid Hurtado estable-
ció con los representantes patronales, comerciantes y so-
ciales, el Pacto para la Estabilidad y el Crecimiento Eco-
nómico, el que consistió en no aumentar los impuestos del
gobierno, a cambio de que los sectores productivos no in-
crementaran sus precios y los sectores sociales, es decir la-
borales, no solicitaran aumentos salariales.

Sin embargo, la inflación continuó avanzando, en ocasio-
nes a niveles superiores a aquellos en que se actualizaba el
nivel del salario mínimo, luego entonces la retribución mí-
nima que un empleador deberá pagar a un empleado por
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una jornada de trabajo, para que un jefe de familia pueda
satisfacer las necesidades básicas económicas de su fami-
lia, entendidas como alimentación, vestido, educación obli-
gatoria, necesidades sociales y culturales, resultó insufi-
ciente.

Aunado a lo anterior, durante varios lustros existieron en
el país tres zonas económicas diferenciadas y conocidas
como “A”, “B” y “C”, en las cuales se pagaba un nivel dis-
tinto de salario mínimo, siendo la Zona A la más alta a di-
ferencia de la C que era en consecuencia la más baja. Es-
to provocó que existieran mexicanos de primera, segunda
y tercera, con lo que se daba un trato discriminatorio in-
clusive al interior delos propios estados en donde las ciu-
dades en cada territorio podían tener niveles de salario mí-
nimo diferenciados.

Eso concluyó en 2015, cuando la Comisión Nacional de los
Salarios Mínimos eliminó paulatinamente la diferenciación
geográfica del nivel del salario mínimo en el país, homolo-
gando dicho nivel a uno sólo para toda la República Mexi-
cana.

En distintos países, pero con notables ejemplos como Pa-
namá, Nicaragua y Honduras en nuestro continente, así co-
mo Alemania, existen leyes específicas para determinar el
nivel del salario mínimo vigente, así como la metodología
para su determinación y la identificación de un organismo
responsable de hacerlo.

En México, la determinación del salario mínimo se con-
templa como un capítulo componente de la Ley Federal del
trabajo y se comprende exclusivamente en lo que disponen
los 8 artículos de dicha ley que van del 90 al 97.

La primera parte del capítulo define que es el salario míni-
mo y la existencia de zonas geográficas para la determina-
ción del nivel del salario mínimo.

Tres artículos están destinados a referir que habrá una co-
misión nacional de salarios mínimos, encargada de fijar el
nivel del salario mínimo y que lo hará por regiones geo-
gráficas. Además, estará formada de manera tripartita por
representantes del sector patronal, de los trabajadores y del
gobierno.

Finalmente, el capítulo V fue limitado a señalar que los sa-
larios mínimos tendrán ciertas características como no ser
objeto de reducción, compensación o descuento, excepto

en casos muy específicos como son: Pensiones alimenti-
cias, Pago de rentas de casas proporcionadas por las em-
presas en arrendamiento, pago de abonos para cubrir pres-
tamos provenientes del Infonavit y pagos de abonos para
cubrir créditos otorgados por el Fonacot.

La presente iniciativa propone recuperar el poder adquisi-
tivo del salario mínimo, cuidando que éste mantenga un
equilibrio con la inflación esperada, es decir la iniciativa
responsablemente propone que sea la autoridad monetaria
la que conduzca la determinación del nivel del salario mí-
nimo, escuchando las opiniones de diferentes actores eco-
nómicos y productivos involucrados, para que a través de
una comisión técnica se defina de manera semestral el ade-
cuado nivel del salario mínimo y que sus incrementos no
afecten negativamente a la inflación.

Toda vez que se reconoce que el nivel del salario mínimo
en México puede producir algún efecto inflacionario, de-
bido a la intensidad del empleo de mano de obra califi-
cada o no calificada en industrias como la manufacture-
ra, agrícola entre otras y cuyo aumento del poder
adquisitivo pudiera generar presiones de la demanda so-
bre el nivel de precios, es que se estima conveniente que
la autoridad monetaria, dígase Banxico, sea la responsa-
ble de conducir la Comisión Técnica de Salario Mínimo,
toda vez que cuenta con los elementos, información e
instrumentos metodológicos económico-financieros, su-
ficientes para mantener un adecuado equilibrio económi-
co entre el nivel de precios y el poder adquisitivo del sa-
lario mínimo.

Este método propuesto es muy similar al que en una nación
económicamente estable como Alemania, se ha puesto en
marcha desde hace dos años, con la creación de una comi-
sión integrada por agentes del gobierno, más la academia
vinculada con investigaciones en la materia y los sectores
productivo y laboral de aquel país. Además, sus determina-
ciones de política salarial se hacen públicas cada seis me-
ses.

Por lo expuesto, y en ejercicio de la facultad que me con-
fieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, nume-
ral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a consideración del Congreso de la Unión la si-
guiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se expide la Ley del Salario Mínimo;
y se reforman, derogan y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley Federal del Trabajo

Primero. Se expide la Ley del Salario Mínimo, para que-
dar como sigue:

Ley del Salario Mínimo

Capítulo I
Del Salario Mínimo

Artículo 1. El salario mínimo se define como el pago mí-
nimo que el trabajador habrá de percibir de parte del em-
pleador, producto de la retribución de un día de trabajo.

Artículo 2. El salario mínimo del trabajador es irrenuncia-
ble e indivisible.

Artículo 3. El salario mínimo del trabajador es inembarga-
ble excepto en los términos dispuestos en la ley.

Artículo 4. Los salarios mínimos no podrán ser objeto de
compensación, descuento o reducción, salvo en los casos
siguientes:

I. Pensiones alimenticias decretadas por la autoridad
competente en favor de las personas mencionadas en el
Artículo 110, fracción V de la Ley Federal del Trabajo;

II. Pago de rentas a que se refiere el artículo 151 de la
Ley Federal del Trabajo. Este descuento no podrá exce-
der de diez por ciento del salario;

III. Pago de abonos para cubrir préstamos provenientes
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res destinados a la adquisición, construcción, repara-
ción, ampliación o mejoras de casas habitación o al pa-
go de pasivos adquiridos por estos conceptos.
Asimismo, a aquellos trabajadores que se les haya otor-
gado un crédito para la adquisición de viviendas ubica-
das en conjuntos habitacionales financiados por el Insti-
tuto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores se les descontará 1 por ciento del salario a
que se refiere el artículo 143 de la Ley Federal del Tra-
bajo, que se destinará a cubrir los gastos que se eroguen
por concepto de administración, operación y manteni-
miento del conjunto habitacional de que se trate. Estos
descuentos deberán haber sido aceptados libremente por

el trabajador y no podrán exceder de 20 por ciento del
salario; y

IV. Pago de abonos para cubrir créditos otorgados o ga-
rantizados por el Instituto a que se refiere el artículo 103
Bis de la Ley Federal del Trabajo, destinados a la ad-
quisición de bienes de consumo duradero o al pago de
servicios. Estos descuentos estarán precedidos de la
aceptación que libremente haya hecho el trabajador y no
podrán exceder de 10 por ciento del salario.

Artículo 5. El salario mínimo será el mismo para las trein-
ta y dos entidades federativas del país.

Capítulo II
De la Comisión Técnica de Salario Mínimo

Artículo 6. Se integrará una comisión técnica responsable
de la determinación del salario mínimo.

Artículo 7. La Comisión sesionará de manera ordinaria una
vez al mes y de manera extraordinaria las que sean necesa-
rias, con la finalidad de observar el equilibrio entre el po-
der adquisitivo del salario mínimo y la inflación, medida
en términos del índice nacional de precios.

Artículo 8. Para determinar el adecuado nivel del salario
mínimo la Comisión sesionará como mínimo dos veces al
año, cuidando que su primer sesión ordinaria se celebre en
el mes de enero y la segunda en el mes de julio. La deter-
minación del nivel del salario mínimo será pública.

Artículo 9. La Comisión no podrá definir el nivel del sala-
rio mínimo para un periodo, por debajo del nivel inmedia-
to anterior, incluida la inflación.

Artículo 10. La comisión estará obligada, en lo concer-
niente a la determinación del nivel del salario mínimo,
considerar la información que en materia de índice nacio-
nal de precios publique periódicamente el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía.

Artículo 11. La Comisión estará formada por

I. Un presidente;

II. Cuatro consejeros; y

III. Cuatro vocales.
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Artículo 12. Para ser presidente de la Comisión Técnica de
Salario Mínimo es necesario cumplir los siguientes requi-
sitos:

I. Ser gobernador del Banco de México en funciones.

Artículo 13. Para ser consejero de la Comisión Técnica de
Salario Mínimo es necesario cumplir los siguientes requi-
sitos:

I. Ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus de-
rechos civiles y políticos;

II. Tener treinta y cinco años cumplidos al momento de
la designación;

III. Contar con reconocido prestigio académico, debien-
do

a) Pertenecer o haber pertenecido al Sistema Nacio-
nal de Investigadores; o

b) Colaborar en una institución académica con pro-
gramas inscritos en el padrón nacional de posgrados
de calidad del Consejo Nacional de Ciencia y Tec-
nología;

IV. Contar con reconocido prestigio profesional, acredi-
tando el grado académico de maestría o equivalente;

V. Tener experiencia mínima de diez años en investiga-
ciones y estudios sobre inflación, poder adquisitivo, em-
pleo, índice nacional de precios o teoría monetaria;

VI. No pertenecer a algún partido político, no haber si-
do candidato a ocupar un cargo de elección popular, o
ejercido alguno de ellos durante los cinco años anterio-
res a su nombramiento;

VII. No haber sido, dirigente de algún partido o asocia-
ción política, religiosa o sindical, durante los cinco años
anteriores a su nombramiento; y

VIII. No haber sido sentenciado, mediante resolución
firme, por delito doloso o inhabilitado para desempeñar
un empleo, cargo o comisión en el servicio público, ni
removido de algún cargo del sector público o privado
por alguna causa que implique responsabilidad adminis-
trativa, de acuerdo con lo establecido en la Ley Federal

de Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos u otras disposiciones aplicables.

Artículo 14. Podrán ser vocales de la Comisión Técnica de
Salario Mínimo

I. Un representante de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público;

II. Un representante del Inegi;

III. Un representante del sector patronal; y

IV. Un representante del sector laboral.

Artículo 15. Los vocales tendrán voz, más no voto en las
determinaciones que sobre el nivel del salario mínimo rea-
lice la comisión técnica.

Artículo 16. Los cargos de presidente, consejero y vocal
son honorarios.

Segundo. Se derogan los artículos 90 a 97 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, para quedar como sigue:

Capítulo VI
Salario Mínimo Se deroga

Artículo 90. Se deroga.

Artículo 91. Se deroga.

Artículo 92. Se deroga.

Artículo 93. Se deroga.

Artículo 94. Se deroga.

Artículo 95. Se deroga.

Artículo 96. Se deroga.

Artículo 97. Se deroga.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Segundo. Esta ley determina que el nivel inferior del sala-
rio mínimo no podrá fijarse en ningún momento en menos
de 80 pesos por día.

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de marzo de 2016.— Diputado
Moisés Guerra Mota (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública, para opinión. 

El diputado Jesús Salvador Valencia Guzmán (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
A ver, sonido en la curul del diputado Jesús Valencia, por
favor. ¿Con qué propósito, diputado Valencia?

El diputado Jesús Salvador Valencia Guzmán (desde la
curul): Gracias, diputado presidente. En relación a lo que
han comentado tanto la diputada Julieta como la diputada
Cárdenas quisiera hacer un comentario breve.

He hablado con el fiscal general del estado, ciertamente al
sujeto de nombre Suk, de origen canadiense, se le ha pues-
to a disposición del juez, pero es altamente probable que
salga toda vez que la pena es conmutable por fianza.

De tal manera que el llamado, además del Poder Judicial
del Estado, es que esta soberanía pudiera hacer un llamado
a la Procuraduría General de la República y a la Secretaría
de Relaciones Exteriores, para que con la embajada del go-
bierno de Canadá en México pudiera ser trasladado o ex-
traditado a Canadá toda vez que los códigos penales de ese
país establecen hasta 14 años de prisión para esos delitos
aún cometidos en el extranjero, siempre y cuando sean so-
licitados por el gobierno donde fue cometido el delito. Es
cuanto, presidente. Ojalá sea tomada en cuenta esta inter-
vención por el hecho grave.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Valencia. Desde luego, quedan también
registradas sus expresiones en el Diario de los Debates. Y
yo le solicitaría muy respetuosa y atentamente que también
pueda dirigirse a través de la coordinación del grupo parla-
mentario a la propia Junta de Coordinación Política que se

reunirá en unos minutos, más tarde, y pudiera, en todo ca-
so, ahí dársele un conducto a su expresión.

La diputada Kathia María Bolio Pinelo (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Kathia Bolio, por favor.

La diputada Kathia María Bolio Pinelo (desde la curul):
Buenos días. Muchas gracias, señor presidente, y a la Me-
sa Directiva, para pedirle a la diputada sumarme a su ini-
ciativa en primer punto. Y como segundo punto, para que
los diputados de esta Legislatura tomemos cartas en el
asunto respecto a los videos, como el del cantante Gerardo
Ortiz, con el tema Fuste mía, ahora que todavía estamos en
el mes de la mujer, donde se incita al feminicidio en este
video.

Muchas organizaciones civiles se han pronunciado, se que-
ma a una mujer dentro de un automóvil. Creo que estamos
todavía en tiempo de sumarnos y regular todos estos vide-
os donde se está fomentando la violencia en contra de las
mujeres.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
La diputada proponente, Hernández, manifiesta su acepta-
ción para que ésta pueda ser suscrita, diputada Bolio. En-
tonces está a disposición de quienes quieran hacerlo aquí
en la Secretaría de la Mesa Directiva.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, el diputado Joa-
quín Jesús Díaz Mena, del Grupo Parlamentario del PAN,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo.

El diputado Joaquín Jesús Días Mena: Muchas gracias,
señor presidente. Compañeras y compañeros diputados, ser
familiar de alguien que sufre cáncer es una de las situacio-
nes más dolorosas del ser humano. Y si el enfermo es un hi-
jo el dolor se vuelve indescriptible.

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud, al
año son detectados aproximadamente 160 mil nuevos ca-
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sos de cáncer en niños de todo el mundo. Y casi 90 mil pa-
cientes de este tipo fallecen en el mismo periodo.

El cáncer es la segunda causa de muerte en menores de 14
años en México, solo después de los accidentes de tránsito.
Reportes y tendencias elaboradas por la Organización
Mundial de la Salud indican que los casos de cáncer au-
mentarán un 57 por ciento en los próximos 20 años, repre-
sentando un inminente desastre humanitario. Y el cáncer es
precisamente eso, un mal que afecta y afectará de forma te-
rrible a la humanidad.

La Secretaría de Salud en México estima que existen
anualmente entre 5 mil y 6 mil nuevos casos de cáncer en
menores de 18 años, entre los que destacan las leucemias
en un 52 por ciento, linfomas, un 10 por ciento, y tumores
del sistema nervioso central, en un 10 por ciento. La so-
brevida estimada en México a estos casos es de 56 por
ciento del diagnóstico.

México tiene un promedio anual de 2 mil 150 muertes por
cáncer infantil en la última década, pero el cáncer es sola-
mente un ejemplo. Quienes han vivido en carne propia es-
te padecimiento saben que cuidar un menor de edad con
una enfermedad en fase terminal, enfermad crónica o acci-
dente que ponga en peligro su vida es una de las tareas más
difíciles y agotadoras que los padres podemos enfrentar, ya
que representa un desgaste emocional, físico y por supues-
to económico. 

Una de las primeras acciones de los padres ante esta situa-
ción es solicitar a su patrón los días de vacaciones, días
económicos y permisos sin goce de sueldo a los que tenga
derecho el trabajador para poder hacerse cargo de los cui-
dados del menor. Sin embargo, una emergencia con estas
características muchas veces requiere más días libres de los
que tiene disponible el empleado. 

Ante el aumento de casos de cáncer infantil, es necesario
adaptarnos al momento. Debemos considerar el lado hu-
mano de los trabajadores que viven este mal y otorgarles
mejores condiciones de trabajo. Quiero comentar que paí-
ses como Francia y España ya han realizado modificacio-
nes a su legislación laboral en beneficio a sus trabajadores
y acorde a una realidad que ya nos alcanza.

Por ello, es que el día de hoy, y apelando a la sensibilidad
de todos ustedes, someto a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por la que se

adicionan fracciones XXIX y XXIX Bis al artículo 132 de
la Ley Federal del Trabajo, que a la letra señala: 

Fracción XXIX. El trabajador que sea padre o tutor de un
menor de edad que se encuentre con una enfermedad en fa-
se terminal, enfermedad aguda o accidente grave que pon-
ga en peligro su vida, tendrá el derecho a solicitar de tres a
siete días de permiso con goce de sueldo. El patrón y el tra-
bajador acordarán la recuperación en fechas posteriores de
las horas laborables otorgadas mediante este permiso de
ley.

Fracción XXIX Bis. El trabajador para obtener el presente
derecho, acreditará la tutela del menor y la enfermedad,
discapacidad o accidente mediante constancia médica.

En Acción Nacional nos parece de elemental dignidad que
los padres de familia con estos problemas puedan tener el
tiempo necesario para cuidar a sus hijos o tutelados. Se tra-
ta de un acto de humanidad ante las muchas veces inhuma-
nas jornadas laborales. Se trata de un acto de solidaridad
con quienes sufren un problema tan serio como es la enfer-
medad de un hijo. Se trata de apoyar a quienes necesitan
tiempo de calidad para afrontar esta adversidad. Como de-
cía Terri Clark: Cuando alguien tiene cáncer, toda la fami-
lia lo tiene y todo aquél que lo ama también. Muchas gra-
cias.

«Iniciativa que reforma el artículo 132 de la Ley Federal
del Trabajo, a cargo del diputado Joaquín Jesús Díaz Me-
na, del Grupo Parlamentario del PAN

Joaquín Jesús Díaz Mena, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional en la LXIII Legislatura
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en
uso de las atribuciones que confieren los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral I, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, por el que se adicionan las fracciones
XXIX y XXIX Bis al artículo 132 de la Ley Federal del
Trabajo.

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS), al año son detectados aproximadamente 160 mil
nuevos casos de cáncer en niños en todo el mundo y casi
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90 mil pacientes de este tipo fallecen en el mismo periodo.
El cáncer es la segunda causa de muerte en menores de 14
años en México, sólo después de los accidentes de tránsito.

Reportes de la OMS indican que los casos de cáncer au-
mentarán 57 por ciento en el mundo en los próximos 20
años, representando un inminente “desastre humanitario”.

La Secretaría de Salud en México estima que existen
anualmente entre cinco 5 y 6 mil casos nuevos de cáncer en
menores de 18 años, entre los que destacan principalmente
las leucemias, que representan 52 por ciento de los casos;
linfomas 10 por ciento y los tumores del sistema nervioso
central 10 por ciento. La sobrevida estimada en México es
de 56 por ciento del diagnóstico. México tiene un prome-
dio anual de 2 mil 150 muertes por cáncer infantil en la úl-
tima década.

Cuidar a un menor de edad con una enfermedad en fase ter-
minal, enfermedad crónica o accidente que ponga en peli-
gro su vida, es una de las tareas más difíciles y agotadoras
que los padres podemos enfrentar, ya que representa un
desgaste emocional, físico y económico.

Una de las primeras acciones de los padres ante esta situa-
ción es solicitar a su patrón los días de vacaciones, días
económicos y permisos sin goce sueldo a que tenga dere-
cho para poder hacerse cargo de los cuidados del menor.
Sin embargo, una urgencia con estas características requie-
re de días libres que los que tiene disponible el trabajador.

La presente iniciativa propone que los padres o tutores de un
menor de edad que se encuentre con una enfermedad en fa-
se terminal, enfermedad aguda, o accidente grave que ponga
en peligro la vida, tengan derecho de entre tres y siete días
de permiso con goce de sueldo.

El patrón y el trabajador acordarán la recuperación, en fe-
chas posteriores, de las horas laborables otorgadas median-
te el permiso.

Para poder recibir el permiso de días con goce de sueldo el
trabajador acreditará la tutela del menor y la enfermedad,
discapacidad o accidente mediante constancia médica.

Ante el aumento de casos de cáncer infantil es necesario
adaptarnos al momento, debemos considerar el lado huma-
no de los trabajadores que viven o vivirán este mal, y otór-
gales mejores condiciones de trabajo.

Países como Francia y España han realizado modificacio-
nes similares a sus legislaciones laborales en beneficio de
sus trabajadores.

Por lo anterior someto a consideración de esta asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan las fracciones XXIX y
XXIX Bis al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo

Único. Se adicionan las fracciones XXIX y XXIX Bis del
artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, en los siguien-
tes términos:

Título Cuarto
Derechos y Obligaciones de los 
Trabajadores y de los Patrones

Capítulo I
Obligaciones de los Patrones

Artículo 132.

XXIX. El trabajador que sea padre o tutor de un menor
de edad que se encuentre con una enfermedad en fase
terminal, enfermedad aguda, o accidente grave que
ponga en peligro la vida, tendrá el derecho a solicitar
entre tres y siete días de permiso con goce de sueldo.

El patrón y el trabajador acordarán la recuperación, en
fechas posteriores, de las horas laborables otorgadas
mediante el permiso.

XXIX Bis. El trabajador para obtener el presente dere-
cho acreditará la tutela del menor y la enfermedad, dis-
capacidad o accidente mediante constancia médica.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio, Legislativo de San Lázaro, a 15 de marzo de 2016.— Dipu-
tados y diputadas: Joaquín Jesús Díaz Mena, Adriana Elizarraraz
Sandoval, Alejandra Gutiérrez Campos, Alejandra Noemí Reynoso
Sánchez, Ana Guadalupe Perea Santos, Ángel García Yáñez, Angélica
Moya Marín, Arlette Ivette Muñoz Cervantes, Blanca Margarita Cuata
Domínguez, Brenda Velázquez Valdez, Cándido Ochoa Rojas, César
Flores Sosa, Claudia Sánchez Juárez, Delfina Gómez Álvarez, Delia
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Guerrero Coronado, Eloísa Chavarrías Barajas, Elva Lidia Valles Ol-
vera, Emma Margarita Alemán Olvera, Enrique Cambranis Torres, En-
rique Pérez Rodríguez, Evelyng Soraya Flores Carranza, Exaltación
González Ceceña, Francisco Xavier Nava Palacios, Gerardo Federico
Salas Díaz, Gretel Culin Jaime, Guadalupe González Suástegui, Gua-
dalupe Hernández Correa, Héctor Javier García Chávez, Herminio Co-
rral Estrada, Hernán De Jesús Orantes López, Ingrid Krasopani Sche-
melensky Castro, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, Jacqueline Nava
Mouett, Jesús Antonio López Rodríguez, Jisela Paes Martínez, José
Antonio Salas Valencia, José De Jesús Galindo Rosas, José Hernán
Cortés Berumen, José Luis Orozco Sánchez Aldana, José Máximo
García López, José Teodoro Barraza López, Juan Antonio Ixtlahuac
Orihuela, Karina Padilla Avila, Karla Karina Osuna Carranco, Kathia
María Bolio Pinelo, Leonel Gerardo Cordero Lerma, Leticia Ampara-
no Gamez, Lilia Arminda García Escobar, Lorena del Carmen Alfaro
García, Lucía Virginia Meza Guzmán, Luis Agustín Rodríguez Torres,
Luis Fernando Antero Valle, Luz Argelia Paniagua Figueroa, María del
Rosario Rodríguez Rubio, María García Pérez, María Guadalupe Mur-
guía Gutiérrez, María Luisa Sánchez Meza, María Verónica Agundis
Estrada, Mariana Arámbula Meléndez, Miguel Ángel Huepa Pérez,
Miguel Ángel Salim Alle, Miguel Ángel Sedas Castro, Minerva Her-
nández Ramos, Mónica Rodríguez Della Vecchia, Nadia Haydee Vega
Olivas, Nelly del Carmen Márquez Zapata, Norma Edith Martínez
Guzmán, Patricia García García, Patricia Sánchez Carrillo, Ricardo
Del Rivero Martínez, Rocío Matesanz Santamaría, Rosa Guadalupe
Chávez Acosta, Samuel Alexis Chacón Morales, Sandra Luz Falcón
Venegas, Sara Latife Ruíz Chávez, Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa,
Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Ximena Tamariz García (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Díaz. Túrnese a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, para dictamen. 

La diputada Guadalupe Perea, solicita, señor diputado Dí-
az. ¿Diputado Díaz? Solicita la diputada secretaria de la
Mesa Directiva suscribir su iniciativa. 

El diputado Joaquín Jesús Díaz Mena (desde la curul):
Sí, adelante.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Manifiesta su aceptación y está ahí a disposición de quie-
nes quieran hacerlo.

La diputada Delfina Gómez Álvarez (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Gómez, por favor.

La diputada Delfina Gómez Álvarez (desde la curul):
Buenos días, presidente, nada más para solicitar al compa-
ñero diputado que ahorita tomó la palabra, si nos permite
adherirnos a su iniciativa, tanto a la licenciada Sandra, co-
mo a la diputada Margarita Cuata. Si nos permite esa ad-
hesión.

El diputado Joaquín Jesús Díaz Mena (desde la curul):
Sí, adelante.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Manifiesta también desde allá su aceptación, diputada, pa-
ra que pueda esto suceder.

La diputada Martha Cristina Jiménez Márquez (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Igual, sonido en la curul de la diputada Cristina Jiménez,
por favor. Sonido en la curul.

La diputada Martha Cristina Jiménez Márquez (desde
la curul): Muchas gracias, diputado presidente. También
con el interés de suscribirme a esta iniciativa. Como madre
de un hijo sobreviviente de cáncer, siento la obligación de
manifestar que efectivamente es una necesidad aprobar es-
te tipo de reformas.

Es muy importante apoyar a familias en una crisis de este
tipo y darles la posibilidad a los padres de atender de ma-
nera adecuada a sus hijos, sin tener la preocupación de qué
van a vivir estas familias. Con toda la solidaridad pertene-
ciente a la comunidad de cáncer me quiero adherir, y ade-
más quisiera la sensibilidad del resto de los compañeros
diputados para aprobar esta propuesta.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El diputado proponente ha reiterado su aceptación para que
puedan desde luego suscribirse por quienes así lo deseen.

El diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Antonio Ixtlahuac –por fa-
vor–, Juan Antonio.

El diputado Juan Antonio Ixtlahuac Orihuela (desde la
curul): Gracias, presidente. También para adherirme a esta
propuesta tan importante para beneficiar a todos los niños
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que padezcan con esta enfermedad, y sobre todo los padres
que estén trabajando puedan tener el tiempo necesario pa-
ra atender a sus hijos con este padecimiento. Felicitar al
diputado por esta propuesta tan interesante. Gracias, presi-
dente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado. Se reitera el consentimiento para que
pueda ser suscrita también por quienes así lo deseen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos la diputada Lucia
Virginia Meza Guzmán, del Grupo Parlamentario del PRD,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 38 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

La diputada Lucia Virginia Meza Guzmán: Con su per-
miso, diputado presidente. Compañeras y compañeros
diputados. Nuestro país atraviesa quizá por la más grave
crisis de impunidad y violación de los derechos humanos
de su historia.

Hoy damos cuenta de la desaparición de jóvenes como si
fuese algo norma, casi cotidiano. 

Son 43 normalistas de Ayotzinapa, cinco más en Tierra
Blanca, tres en Papantla.

Somos testigos inertes de los constantes abusos institucio-
nales de políticas de Estado fallidas para resolver los pro-
blemas de inseguridad y violencia. Aunado a lo anterior, se
suma a los generadores de todo este caso que enfrenta Mé-
xico en materia de inseguridad un factor fundamental. El
mal funcionamiento de nuestro sistema de justicia penal y
de la misma forma el deficiente sistema penitenciario que
no cumplen hoy los objetivos para una correcta adminis-
tración de justicia.

Es por ello que hoy vengo a esta tribuna a presentar una
iniciativa que busca reformar diversas fracciones del artí-
culo 38 constitucional a fin de darle vigencia a la plena fi-
gura de presunción de inocencia. Esta figura es un derecho
humano que constituye al supuesto eficaz para la solución

de la problemática procesal penal con la que se enfrenta la
mayoría de los países.

En este sentido, bajo aspectos de política criminal el prin-
cipio debe convertirse en un instrumento útil que dé res-
puesta al reclamo social de mantener el equilibrio entre el
respeto de los derechos de los individuos, en este caso su-
jetos a un proceso penal y a la eficacia del sistema penal
bajo parámetros de igualdad.

Compañeras y compañeros diputados, “todo hombre es
inocente hasta que se compruebe lo contrario”. Así reza la
máxima jurídica, una de las primeras en enseñarse en las
universidades de derecho. Sin embargo por diversas con-
tradicciones jurídicas este principio fundamental no es
aplicable en su justa dimensión. Para ser más específicos,
la misma Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos en su artículo 38 contradice dicho principio de pre-
sunción de inocencia y contiene todavía disposiciones que
se basan en el principio de presunción de culpabilidad.

Los ciudadanos de nuestro país quedan suspendidos de sus
derechos y prerrogativas por estar sujetos a proceso o estar
prófugo de la justicia desde que se dicte orden de aprehen-
sión.

Esos estados procesales son previos a determinar la culpa-
bilidad, es decir, puede dictarse una resolución final en la
que sean absueltos o resultar inocentes. Sin embargo su-
frieron ya la suspensión de sus derechos ciudadanos con-
tradiciendo el principio de presunción de inocencia, y más
grave aún, contradiciendo la misma Constitución General
de la República. Esta situación debe de ser corregida a la
brevedad posible y así dejar de tener disposiciones jurídi-
cas que nos hacen ver como un país que quedó atrapado en
el siglo pasado, tomando en cuenta que el referido artículo
38 es de los pocos que aún conservan la redacción original
del 5 de febrero de 1917.

Por lo anterior les invito a que esta iniciativa sea analizada
en su importancia jurídica, pero sobre todo, en la urgente
necesidad de garantizar un debido proceso penal en Méxi-
co, para que la gente inocente pueda demostrar esa inocen-
cia en un marco de igualdad. Por las familias de este país
sigamos trabajando juntos. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 38 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Lucía Virginia Meza Guzmán, del Grupo Parla-
mentario del PRD
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Planteamiento del problema

La presunción de inocencia es un derecho humano que
constituye el supuesto eficaz para la solución de la proble-
mática procesal penal con la que se enfrenta la mayoría de
los países. En este sentido, bajo aspectos de política crimi-
nal, el principio debe convertirse en instrumento útil que dé
respuesta al reclamo social de mantener el equilibrio entre
el respeto de los derechos de los individuos, en este caso
sujetos a un proceso penal y la eficacia del sistema penal,
bajo parámetros de igualdad; que generen un cambio en los
sistemas internos de los Estados, a través de un modelo
acusatorio garantista (protector de derechos humanos), que
descanse en una sola legislación procesal y sustantiva, con
el fin de dar lugar a modificaciones estructurales en las ins-
tituciones, en las prácticas procesales, así como un cambio
cultural en la sociedad a través de la comunicación, oralidad
y difusión, donde la presunción de inocencia tendrá un papel
protagónico al garantizarse la trasparencia del proceso.

Argumentación

El derecho es una disciplina eminentemente dinámica y
cambiante, por ello, quien ejerce alguna de sus profesiones,
sea en el foro, en la academia, en la impartición de justicia
o en la creación de las leyes, ha de saberse comprometido
con el estudio constante y perseverante, no sólo de las re-
formas legales, sino del entorno en que éstas se han produ-
cido, así como de las tendencias doctrinales atinentes a su
interpretación.

Compañeras y compañeros diputados “todo hombre es ino-
cente hasta que se compruebe lo contrario”, así reza la má-
xima jurídica, una de las primeras en enseñarse en las Uni-
versidades de derecho.

El 18 de junio de 2008, se publicó la reforma constitucio-
nal penal que incorporó el sistema acusatorio y oral para la
delincuencia común, sustentado en el derecho humano de
presunción de inocencia, modificándose los artículos 16,
17, 18, 19, 20, 21 y 22; con el objetivo de instaurar un sis-
tema integral de derechos sobre la base de principios gene-
rales que rijan todo proceso penal, mediante la tutela judi-
cial efectiva del Estado garante del respeto a los derechos
humanos de conformidad con los principios de universali-
dad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; lo
que trajo como consecuencia la reforma e incluso abroga-
ción de legislaciones penales locales que, en empatía con la
Constitución, protegieran el principio de presunción de
inocencia. 

Reforma constitucional que, engarzada a la ocurrida en
materia de derechos humanos de 2011, generó un contexto
de obligatoriedad nacional derivada de los tratados interna-
cionales en la materia, suscritos por nuestro país, así como
la necesidad de su homologación con la legislación proce-
sal penal; así, el Ejecutivo Federal, el 22 de septiembre de
2011, ante la Comisión de Justicia de la Cámara de Dipu-
tados presentó el proyecto de Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, con la finalidad de crear un ordenamien-
to jurídico cuyo objeto sea establecer las normas que
habrán de observarse en la investigación, imputación, acu-
sación, juzgamiento e imposición de la sanción de los deli-
tos competencia de los jueces y tribunales del país, para
contribuir a asegurar el acceso a la justicia, en la aplicación
del derecho y resolver el conflicto que surja con motivo de
la comisión del delito, en un marco de respeto irrestricto a
los derechos humanos reconocidos en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, tratados interna-
cionales y leyes que de aquélla emanen, así como las ga-
rantías para su protección; incluida la presunción de
inocencia.

Y en este sentido es que la presunción de inocencia se eri-
ge como uno de los principales derechos que permiten al
imputado arribar al juicio y que obliga al fiscal a probar su
culpabilidad, sin que el propio procesado tenga la carga de
acreditar su inocencia, tal principio encuentra reconoci-
miento prácticamente en todos los documentos internacio-
nales de derechos humanos que regulan el procedimiento
penal, y la enorme mayoría de los países democráticos lo
aplica sin discusión, ello pese a la opinión de parte de la
doctrina. Naturalmente, ha sido reconocido en nuestro pa-
ís, aunque su aplicación real diste mucho de ser la ideal.

A raíz de que México es Estado parte en instrumentos in-
ternacionales que salvaguardan el principio de presunción
de inocencia, como: la Declaración Americana de los De-
rechos y Deberes del Hombre; el Pacto Internacional de los
Derechos Civiles y Políticos; y la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, se generó la obligación de in-
corporar ese principio al derecho positivo vigente; lo que si
bien se ha efectuado con las reformas legales actuales, no
ha tenido los resultados esperados en relación con su total
y efectiva protección

Según Luigi Ferrajoli, la presunción de inocencia quedó
establecida desde la Declaración de los Derechos del Hom-
bre de 1789, en los siguientes términos:
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Artículo 9, “Toda persona se presume inocente hasta
que sea declarada culpable”1

La Convención Americana sobre Derechos Humanos,
adoptada en San José de Costa Rica, aprobada por la Cá-
mara de Senadores el 18 de diciembre de 1980, establece
en su artículo 8.2, relativo a las garantías judiciales se dis-
puso lo siguiente:

“Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que
se presuma su inocencia mientras no se establezca le-
galmente su culpabilidad”

El principio de “presunción de inocencia”, se encuentra es-
tablecido en el artículo 20 apartado B, fracción I de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
los términos siguientes:

“De los derechos de toda persona imputada:

A que se presuma su inocencia mientras no se declare su
responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez
de la causa;”

Sin embargo, compañeras y compañeros, la misma Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su ar-
tículo 38, contradice dicho principio de presunción de ino-
cencia y, contiene todavía disposiciones que se basan en el
“principio de presunción de culpabilidad”, al respecto la
Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación Ol-
ga Sánchez Cordero, manifiesta lo siguiente:

“Cualquiera que haya seguido la práctica de los tribunales
penales en países dictatoriales o en épocas de la historia en
que los hubo inquisitoriales, sabrá que connotación tiene la
palabra inocencia en esos procesos. Estos procesos, de ma-
nera general, se basaban en una presunción de culpabilidad
en la que bastaba con el convencimiento subjetivo del juz-
gador para abonar una condena al reo.”2

Así es, a pesar de la adopción plena de los Derechos Hu-
manos en los primeros artículos de nuestra Carta Magna, el
artículo 38 a la letra dice:

Artículo 38. Los derechos o prerrogativas de los ciuda-
danos se suspenden:

I. …

II. Por estar sujeto a un proceso criminal por delito que
merezca pena corporal, a contar desde la fecha del auto
de formal prisión;

III. ...

IV. …

V. Por estar prófugo de la justicia, desde que se dicte la
orden de aprehensión hasta que prescriba la acción pe-
nal; y

VI. …

…

Es decir, de acuerdo a nuestra Constitución federal, los ciu-
dadanos de nuestro país, quedan suspendidos de sus dere-
chos y prerrogativas, “por estar sujeto a proceso” o “estar
prófugo de la justicia, desde que se dicte orden de apre-
hensión”.

Estos “estados procesales”, son previos a determinar la cul-
pabilidad, es decir, puede dictarse una resolución final en
la que sean absueltos, eximidos de responsabilidad, resul-
tar inocentes pues, sin embargo, sufrieron ya, la suspensión
de sus derechos ciudadanos, contradiciendo flagrantemen-
te el principio de “presunción de inocencia” y más grave
aún, contradiciendo la misma Constitución General de la
República, situación que debe ser corregida a la brevedad
posible y así dejar de tener disposiciones jurídicas que nos
hacen ver como un País que se quedó atrapado en el siglo
pasado, tomando en cuenta que el referido artículo 38, es
de los pocos que aún conservan la redacción original del
cinco de febrero de 1917.

Por lo anterior, se propone reformar la fracción II y dero-
gar la fracción V, en virtud de que, respecto del primero,
“el estar sujeto a proceso criminal”, no significa que sea
culpable, puede obtener una sentencia absolutoria en algu-
na de las instancias legales y, con relación al segundo, el
sólo hecho de estar prófugo de la justicia dificulta el ejer-
cicio de sus derechos ciudadanos, además de que ese “es-
tado procesal” es en su totalidad “provisional”, por lo que
“sancionar” con la pérdida de los derechos ciudadanos por
encontrarse en esa hipótesis, resulta contrario al principio
de “presunción de inocencia” consagrado en la misma
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es
decir, una vez que se ejecute la orden de aprehensión, pue-
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de obtenerse la libertad absoluta, por lo que esa suspensión
de sus derechos ciudadanos resultó ilegal.

Cabe hacer mención, que el “principio de inocencia”, se
encuentra reflejado en las fracciones III y VI del referido
artículo 38, que establecen que los derechos ciudadanos se
suspenden hasta que, efectivamente ya se encuentren pur-
gando una pena corporal o que dicha sentencia ejecutoria-
da, haya contemplado dicha suspensión, es decir, se agota-
ron todos los medios de defensa y se confirmó la
resolución.

Por último, con la finalidad de dar mayor precisión y cer-
teza jurídica a la propuesta de mérito, evitando mal inter-
pretaciones de su contenido integral; generando con ello
una integración, congruencia y precisión del acto legisla-
tivo, es preciso derogar la fracción IV del multicitado ar-
tículo 38, toda vez que dicha fracción establece que los
derechos y prerrogativas de los ciudadanos se suspenden
por vagancia o ebriedad consuetudinaria, fracción que
me sorprende bastante, primero por el tipo de terminolo-
gía tan ambigua y anticuada y que hasta la fecha no se ha
reparado, segundo porque el término vagancia no existe
leyes que prevengan los términos definidos para declarar-
la, más aún que se está haciendo distingo discriminatorio
transgrediendo la garantía de igualdad jurídica contendi-
da en el artículo 1 de nuestra Carta Magna.

Resultando bastante paradójico que nuestra Constitución
con los avances tan categóricos en materia de Derechos
Humanos regule tal situación, por eso mismo considero
que la citada fracción debe ser derogada como parte de ese
continuo perfeccionamiento del que las leyes son objeto,
rechazando las normas confusas que representan un peligro
jurídico para la democracia y representación popular.

Es por ello que en cumplimiento a la encomienda que te-
nemos por mandato constitucional y en atención de mante-
ner en constante actualización nuestro marco constitucio-
nal, someto a consideración de esta asamblea, la siguiente
Iniciativa con:

Fundamento legal

Por todo lo anteriormente expuesto y con fundamento en
los artículos 71 fracción II de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presento
iniciativa con proyecto de

Decreto por la que se reforma la fracción II y se dero-
gan las fracciones IV y V del artículo 38 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único Se reforma la fracción II y se derogan las
fracciones IV y V del artículo 38 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como si-
gue:

Artículo 38. …

I. …

II. Por estar sujeto a un proceso criminal, siempre y
cuando se establezca legalmente su culpabilidad;

III. ...

IV. Derogada

V. Derogada

VI. …

…

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas:

1 Ferrajoli, Luigi, Derecho y razón. Teoría del garantismo penal, sex-
ta edición, editorial Trotta, Madrid, España, 2004. Pág. 550.

2 https://www.scjn.gob.mx/conocelacorte/ministra/EL%20DERE-
CHO%20A%20LA%20INOCENCIA.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los diecisiete días del mes de mar-
zo del año dos mil dieciséis.— Diputadas y diputados: Lucía Virginia
Meza Guzmán, Karen Orney Ramírez Peralta, Leonardo Amador Ro-
dríguez, Lluvia Flores Sonduk, (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Meza. Túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

Año I, Segundo Periodo, 30 de marzo de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados72



CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos el diputado Omar
Noé Bernardino Vargas, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y suscrita
por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Ver-
de Ecologista. ¿Dónde anda, diputado? Lo están felicitan-
do antes de subir. El pleno no tiene la culpa de estarlo es-
perando por sus felicitaciones previas. Adelante.

El diputado Omar Noé Bernardino Vargas: Con la venia
de la Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores,
la legislatura anterior y esta legislatura hemos venido apro-
bando reformas muy importantes para nuestro país, refor-
mas estructurales como la energética, la financiera, la edu-
cativa, la de telecomunicaciones, la desindexación del
salario mínimo, entre otras.

Pero mi pregunta es, ¿Cuándo le va a tocar al campo me-
xicano? ¿Cuándo le va a tocar al campo mexicano entrarle
a una verdadera reforma estructural? Una verdadera rein-
geniería jurídica porque el campo mexicano no puede es-
perar más. El campo mexicano necesita que lo apoyemos
reformando y armonizando varias leyes para que sea más
productivo, más competitivo, para que produzca más y me-
jor, para que exporte más e importen menos, pero sobre to-
do, para garantizar el consumo de alimentos para las y los
mexicanos.

La situación económica que atraviesa nuestro país por va-
riables externas como la depreciación del peso frente al dó-
lar, o la caída de los precios del petróleo, o la desacelera-
ción de la economía en China, entre otras, nos debe de
hacer reflexionar a nosotros para legislar siempre, para for-
talecer el mercado interno de nuestro país.

Por ello, el campo mexicano es la clave, debe de ser la pa-
lanca de desarrollo de nuestro país. Por ello presento ante
esa soberanía una propuesta que será el primer paso para
abrir la puerta a la verdadera reforma estructural para el
campo mexicano.

Pretendemos elevar al rango constitucional las materias de
sanidad e inocuidad agroalimentaria, modificando la Cons-
titución para que la sanidad e inocuidad sea una atribución
exclusiva de la Federación para evitar las regulaciones lo-
cales que afectan la competitividad del sector; es decir, que

el Congreso de la Unión tenga facultades exclusivas para
regular los temas de sanidad, inocuidad y calidad agroali-
mentaria, pero también que tenga el Congreso de la Unión
facultades exclusivas para establecer la concurrencia de los
gobiernos federal, gobiernos estatales y municipales en el
ámbito de sus competencias para garantizar el derecho a la
alimentación.

Para ello pretendemos reformar la fracción XXIX, inciso
e), del artículo 73 de nuestra Carta Magna. También adi-
cionar un párrafo a este artículo 73 de nuestra Constitu-
ción, con el objetivo de evitar el conflicto de competencias
entre la autoridad federal y la autoridad estatal en materia
de sanidad e inocuidad.

Sabemos que existen diversas leyes federales y estatales en
materia de sanidad e inocuidad que regulan lo mismo, por
ende generan antinomias, confusión y duplicidad de trámi-
tes. Con esta iniciativa se evitaría esto. De igual forma se
pretenden eliminar los procedimientos engorrosos para que
la autoridad pueda cumplir su misión; es decir, la de veri-
ficar la plena sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria
de los productos con los que se alimenta a los mexicanos.

Una vez que aprobemos esta gran reforma a la Constitu-
ción pues ya le entraremos a ordenar el marco legal en ma-
teria de sanidad e inocuidad unificando, homologando y
actualizando las leyes de sanidad e inocuidad existentes pa-
ra crear una verdadera ley general de sanidad e inocuidad.

México necesita que rescatemos al campo mexicano, es
nuestra obligación y generaríamos un buen precedente si
nosotros le entramos a la reforma estructural para fortale-
cer el campo de México. Es cuanto, señor presidente. Mu-
chas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Omar Noé Bernardino Vargas y suscrita por inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, Omar Noé Bernardino Vargas y dipu-
tados del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México, de la LXIII Legislatura del Honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a con-
sideración de esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma y adiciona la frac-
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ción XXIX-E del artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

• En nuestro país se suscitan continuamente conflictos de
competencias entre autoridades federales y estatales en la
regulación de aspectos tan importantes como la sanidad,
la inocuidad y la calidad agroalimentaria;

• La interacción de diversas leyes federales y estatales que
regulan la misma materia, generan antinomias, confusión y
duplicidad de trámites;

• El actual laberinto jurídico en la materia propicia proce-
dimientos engorrosos, complicándole a la autoridad com-
petente cumplir con su misión de verificar la plena sanidad,
inocuidad y calidad agroalimentaria de los productos que
alimentan a los mexicanos;

• Por lo que respecta al derecho a la alimentación no se in-
volucra a todas las autoridades, lo que complica la garantía
de este derecho dada la escasez de recursos económicos
que se vive en todo el mundo;

• Autoridades estatales y municipales no tienen clara su
obligación de contribuir con recursos humanos, materiales
y financieros para alcanzar la meta de garantizar un piso
mínimo de alimentación para toda la población.

Argumentación

El campo y sus actividades estratégicas como la agricultu-
ra, la ganadería y la acuacultura sin lugar a dudas constitu-
yen una piedra angular en el desarrollo del Estado mexica-
no, en consecuencia, este sector primario de nuestra
economía debe fortalecerse a través de una reingeniería ju-
rídica, económica y social que haga más manejable el sec-
tor, homologue procedimientos, flexibilice su normativi-
dad y se actualicen sus instrumentos legales a las nuevas
circunstancias que se viven en el campo mexicano.

La alimentación constituye una de las necesidades fisioló-
gicas del ser humano, en este sentido, los alimentos son
fuente de energía, contribuyen a una buena salud y en la ni-
ñez, aportan enormemente al desarrollo saludable. Bajo es-
tas premisas el estado está obligado a garantizar a los me-
xicanos el acceso a alimentos, pero no basta con ello,
también tiene el imperativo de que dichos alimentos, sean

nacionales o importados, se encuentren libres de cualquier
contaminante que cause daño a la salud de la gente.

Para el cumplimiento del citado imperativo el estado debe
contar con las herramientas jurídicas indispensables que le
permitan cumplir con mayor eficiencia la misión de verifi-
car que todos y cada uno de los alimentos que llegan a la
mesa de las y los mexicanos sean productos sanos, nutriti-
vos, sin ningún contaminante y de la mejor calidad.

Es por ello que se propone reformar la fracción XXIX-E
del artículo 73 de nuestra Carta Magna, a fin de que el
Congreso de la Unión tenga facultades exclusivas para re-
gular los temas de sanidad, inocuidad y calidad alimenta-
ria, con el objetivo de evitar contradicciones entre normas
federales y estatales, procedimientos de verificación engo-
rrosos y tardados, confusión de competencias entre autori-
dades federales y locales y duplicidad de normas que en lo
esencial regulan lo mismo.

Así pues con la precitada reforma el estado fortalece su
rectoría en materia de sanidad, inocuidad y calidad agroa-
limentaria en sus modalidades agrícola, ganadera y acuíco-
la, enfatizando que dicha materia no sólo tiene que ver con
la producción nacional, sino también tiene que regular la
importación de productos alimenticios y verificar que los
productos que se exportan cumplan con los estándares de
calidad que exigen los más de 150 países a donde llegan
nuestros productos, siendo dichas exportaciones en la ac-
tualidad, la segunda fuente de ingresos provenientes del
extranjero.

No hay que soslayar que la sanidad, la inocuidad y la cali-
dad agroalimenticia poseen la categoría de actividades de
seguridad nacional, por consiguiente, deben ser reguladas
por leyes de carácter general que precisen con toda claridad
la concurrencia entre autoridades, armonicen procedimien-
tos, conjunten preceptos regulatorios y compacten en un
sólo cuerpo normativo las diversas leyes que regulan la
materia. Por ejemplo, en nuestros días existe una Ley de
Sanidad Animal y otra de Sanidad Vegetal y en las entida-
des federativas tienen su propia normatividad, lo que gene-
ra una excesiva complejidad en la regulación de los temas
en comento.

Como ya se mencionó con anterioridad, los alimentos son
indispensables para la sobrevivencia del ser humano, su
garantía va interrelacionada con la garantía del derecho a la
vida, por ende, la multicitada alimentación de las y los me-
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xicanos constituye un derecho humano fundamental, el cual
debe garantizarse con la concurrencia de todos los órdenes
de gobierno, desde la federación hasta el municipio, estable-
ciéndose para ello las competencias de cada autoridad, pre-
cisando con claridad la obligación que cada esfera de go-
bierno tenga en materia de alimentación de la población.

Garantizar el derecho a la alimentación, sin duda, es un
desafío de grandes dimensiones, lo que implica que para
alcanzar la meta se involucren todos los rangos de autori-
dad al amparo de una norma clara que señale lo que le to-
ca a cada quien, es decir, a lo que se obliga cada autoridad.

A efecto de abonar al cumplimiento de dicho fin y en el
marco del principio de progresividad de los derechos hu-
manos, se propone adicionar un segundo párrafo a la frac-
ción XXIX-E de la Constitución de la República, con el
objetivo de asignar responsabilidades a todos los órdenes
de gobierno involucrando a todas las esferas gubernamen-
tales en el enorme reto que representa garantizar el derecho
a la alimentación de los mexicanos.

Por lo aquí expuesto y fundado, someto a consideración de
esta soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma y adiciona la fracción
XXIX-E del artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma y adiciona la fracción XXIX-
E del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73. …

I. a XXIX-D. …

XXIX-E. Para expedir leyes en materia de programa-
ción, promoción, concertación y ejecución de acciones
de orden económico, especialmente las referentes al
abasto, la producción suficiente y oportuna de bienes y
servicios, social y nacionalmente necesarios; así como
las relativas a la sanidad, inocuidad y calidad agroa-
limentaria.

Asimismo, las que tengan como fin establecer la con-
currencia del gobierno federal, de los gobiernos de
las entidades y de los municipios en el ámbito de sus
respectivas competencias, en cuanto respecta a la ga-
rantía del derecho a la alimentación.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la le-
gislación en las materias que se adicionan por virtud del
presente decreto, dentro de los 180 días siguientes a la en-
trada en vigor del mismo.

Tercero. Dentro del plazo de 180 días naturales contados a
partir de la entrada en vigor de la ley reglamentaria a que
se refiere el artículo anterior, las legislaturas de las entida-
des federativas realizarán las reformas necesarias para ar-
monizar su legislación con la ley citada.

Cuarto. Los procedimientos y trámites iniciados con ante-
rioridad a la entrada en vigor de la legislación que establece
el presente decreto, serán concluidos conforme a las disposi-
ciones vigentes al momento de iniciarse.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de marzo de 2016.— Dipu-
tados y diputadas: Omar Noé Bernardino Vargas, Alberto Silva Ra-
mos, Ángel García Yáñez, Cándido Ochoa Rojas, Carlos Gerardo Her-
mosillo Arteaga, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Erick Alejandro
Lagos Hernández, Evelyng Soraya Flores Carranza, Fernando Uriarte
Zazueta, Fidel Kuri Grajales, Gianni Raul Ramírez Ocampo, Jesús
Sesma Suárez, José De Jesús Galindo Rosas, Juan Antonio Meléndez
Ortega, Leonardo Amador Rodríguez, Marco Antonio Aguilar Yunes,
María del Rosario Rodríguez Rubio, Miguel Ángel Sedas Castro, Os-
waldo Guillermo Cházaro Montalvo, Salomón Fernando Rosales Re-
yes, Sara Paola Galico Félix Díaz, Soralla Bañuelos de la Torre, Victo-
riano Wences Real, Virgilio Mendoza Amezcua (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Bernardino. Túrnese a la Comisión
de Puntos Constitucionales, para dictamen. Y deje usted
cuándo le va a tocar –como dice– al campo mexicano, sino
cuánto le va a tocar.

Saludamos la presencia del niño Orlando Navarrete, cono-
cido como “El Chocolatito”, campeón Puñitos de Oro, de
la Ciudad de México, 13 años tiene, invitado por la dipu-
tada Jacqueline Nava. Están por acá, a la derecha. Bienve-
nido, campeón. Sonido en la curul del diputado Cházaro,
por favor. Sí, diputado.

El diputado Oswaldo Guillermo Cházaro Montalvo
(desde la curul): Gracias, señor presidente. Para preguntar-
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le a mi compañero el diputado Omar Bernardino, si me
permite adherirme a su iniciativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Diputado Bernardino. Que los que quieran, dice. Igual-
mente está a disposición aquí, diputado Cházaro para que
pueda suscribirse. Igual la diputada Botello también solici-
ta suscribirla. Anda muy emocionado allá recibiendo más
abrazos que el campeón Puñitos de Oro. Sonido en la curul
del diputado Salomón Rosales, por favor. Sí, diputado.

El diputado Salomón Fernando Rosales Reyes (desde la
curul): Gracias, presidente. De la misma manera decirle a
mi compañero Omar Bernardino, que si nos permite sus-
cribir esta importante iniciativa que ayudaría mucho sobre
todo en el tema del campo. Muchas gracias, presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado. El diputado proponente ha manifestado
su aceptación para que pueda ser suscrita por quienes así lo
deseen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos el diputado Da-
niel Adrián Sosa Carpio, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, para presentar iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma los artículos 3o, 55 y 59 de la
Ley General de Educación.

El diputado Daniel Adrián Sosa Carpio: Con su venia,
presidente. Desmayos, pérdida del conocimiento, vértigo,
mareo, vómito y trastornos cardiacos o circulatorios son al-
gunos de los innumerables padecimientos que puede oca-
sionar la exposición a las altas temperaturas.

Un clima inadecuado puede producir molestias e incomo-
didad especialmente en nuestras niñas y niños que se en-
cuentran dentro de un salón de clases, afectando el ejerci-
cio de sus tareas, su rendimiento y bienestar.

A pesar de que la educación es de gran importancia para el
desarrollo social y humano, muchos centros educativos en
nuestro país no cumplen con su compromiso de ofrecer las
condiciones físicas, económicas y sociales que permiten
desarrollar adecuadamente los modelos pedagógicos.

Asimismo la escuela es parte primordial de los procesos de
socialización de nuestras hijas e hijos, por lo que es esen-
cial procurar que sus componentes interiores, exteriores y
de equipamiento propicien la convivencia y permitan inter-
actuar en la naturaleza donde se encuentren.

Aire limpio, buena iluminación, temperatura adecuada, un
ambiente tranquilo, cómodo y seguro son las condiciones
ideales en un espacio educativo óptimo para el aprendiza-
je, condiciones que debo admitir no son sencillas de cum-
plir en muchos de los casos, pero que sí son sencillas para
nuestro gobierno transmitirlas.

Vemos la obligación de garantizar por el bien de nuestros
estudiantes y del personal que en ellos es responsable.

En mi experiencia, he tenido la oportunidad de encontrar-
me en ambos lados de la historia, como estudiante en mi
natal Tamaulipas y también como docente. Recuerdo las
incomodidades que me provocaban las extremas tempera-
turas, haciendo difícil el concentrarme, tanto a mí como a
mis compañeros. Qué más puedo decir, fui un niño muy in-
quieto, estoy seguro que llegué a complicar aún más la la-
bor de mis maestros.

Compañeros, la vida da muchas vueltas. Un año o años
después llegué a encontrarme en sus zapatos, experimen-
tando de primera mano el deterioro del rendimiento de los
estudiantes a mi cargo, cuando las condiciones climatoló-
gicas eran adversas y no existía una apropiada temperatura
dentro de las aulas.

Por eso puedo expresar en este pleno, con conocimiento,
que debemos prevenir que las condiciones climatológicas
de cada región representen incomodidad o molestia para
alumnos y docentes, evitando exponerlos a temperaturas y
humedades extremas, cambios repentinos de temperatura y
radiación solar durante los horarios de clases.

Estamos a unos meses que comience la temperatura de ex-
tremo calor y, sin embargo, dados los cambios climatológi-
cos, vemos cómo en diferentes lugares de la República ya
se están experimentando altas temperaturas, las cuales
afectan a todos aquellos que estudian o laboran en centros
que aún no han sido adecuados para afrontar las variacio-
nes del clima.

Compañeros diputados, es necesario que tomemos acción
por los casi 36 millones de estudiantes de todos los niveles
educativos en México, ciudadanas y ciudadanos presentes
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y futuros, libres, con sentido crítico y capaz de convertirse
en actores decisivos dentro de la vida nacional y en quie-
nes recae la responsabilidad de moldear y mover a México
en la dirección correcta.

Por lo anterior expuesto, someto a la consideración del ple-
no la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que mo-
difica los artículos 3o., 55 y 59 de la Ley General de Edu-
cación.

Artículo único. Se reforman los artículos 3o., 55 y 59 para
quedar en los siguientes términos.

Artículo 3o. El Estado está obligado a presentar servicios
educativos de calidad, satisfaciendo las condiciones higié-
nicas, de seguridad, climatológicas y pedagógicas que ga-
ranticen el máximo logro de aprendizaje de los educandos,
para que toda la población pueda cursar educación prees-
colar, primaria y secundaria, así como la media superior.

Artículo 55. Segundo. Con instalaciones que satisfagan las
condiciones higiénicas, de seguridad, climatológicas y pe-
dagógicas que la autoridad otorgante determine.

Artículo 59. En el caso de educación inicial deberán, ade-
más, contar con personal que acredite la preparación ade-
cuada para impartir educación, contar con instalaciones y,
además, personal que satisfagan las condiciones higiéni-
cas, de seguridad, climatológicas y pedagógicas que la au-
toridad educativa determine cumplir los requisitos que alu-
de el artículo 21.

Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 3o., 55 y 59 de la Ley
General de Educación, a cargo del diputado Daniel Adrián
Sosa Carpio, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano

El suscrito, Daniel Adrián Sosa Carpio, diputado federal a
la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, frac-
ción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno de esta soberanía, la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto que modifica
los artículos 3o., 55 y 59 de la Ley General de Educación.

Consideraciones

La educación es uno de los aspectos sustanciales en el de-
sarrollo social y humano, desafortunadamente, muchos
centros educativos de nuestro país no se adecuan a las pre-
misas de la pedagogía ni a las condiciones físicas, econó-
micas y sociales de su entorno. Los centros educativos son
el punto de partida donde se inician los procesos de socia-
lización, por lo que se debe procurar que tanto sus compo-
nentes interiores, exteriores y de equipamiento, propicien
la convivencia y permitan interactuar con la naturaleza del
lugar donde se encuentre. Al procurar espacios adecuados,
sanos y seguros que faciliten los procesos de aprendizaje,
se estará coadyuvando a la formación de ciudadanos libres,
con sentido crítico, capaces como erigirse como actores de-
cisivos dentro de su comunidad y con valores que les per-
mitan trascender en la sociedad comunitaria, regional y na-
cional. 

Sin embargo, existe un factor que actúa en contra de la pre-
paración de estas nuevas generaciones de ciudadanos pre-
parados a enfrentar los retos del presente, las condiciones
ambientales a los que se enfrentan docentes y alumnos ge-
neren un riesgo para su seguridad y salud. 

En la medida de lo posible, se debe de remediar que las
condiciones climatológicas de cada región representen in-
comodidad o molestia tanto para alumnos como para do-
centes. Por lo tanto, se deben evitar tanto temperaturas co-
mo humedades extremas, cambios repentinos de
temperatura y radiación solar directa en los horarios de cla-
ses dentro de las aulas, tanto matutinos como vespertinos.

Existe una estrecha relación entre temperaturas extremas y
la disminución en el rendimiento escolar. Un exceso de ca-
lor o frio puede incluso llevar a situaciones de riesgo por
parte de los docentes y de sus estudiantes. Variables como
la climatización de los salones escolares deben ser tomadas
en consideración al momento de realizar un análisis de los
resultados escolares.

Por un lado, de acuerdo con el Estudio Piloto Internacional
“Evaluación de la Calidad en Espacios Educativos” elabo-
rado por la UNESCO, en “¿Los Espacios Educativos Afec-
tan los Resultados Académicos?”,1 Mark Schneider explo-
ra cuales, en qué forma y medida los atributos espaciales
afectan los resultados académicos, para ello examinó 6 ca-
tegorías; entre las cuales consideró la calidad interna del ai-
re, ventilación y el confort térmico; 
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La revisión concluye que los espacios educativos influyen
en el aprendizaje. La configuración del espacio, el ruido,
calor, frío, luz y calidad del aire influyen en el rendimien-
to tanto de estudiantes como de docentes. Por ello, es ne-
cesario contar con aire limpio, buena iluminación y un am-
biente de aprendizaje tranquilo, cómodo y seguro. El
mismo estudio piloto refiere que una baja calidad térmica
tiene un impacto negativo en el rendimiento estudiantil.

Por otro lado, un estudio realizado en los Estados Unidos
de América y que fue premiado por la Agencia de Protec-
ción Ambiental (EPA) por sus siglas en inglés, concluyó
que la temperatura es claramente un factor que afecta la
capacidad de atención de los estudiantes.

En dicho estudio, se menciona qué las altas temperaturas
pueden propiciar la pérdida del conocimiento, vértigo, ma-
reo y, otros trastornos cardiacos y circulatorios. En casos
menos extremos, una temperatura inadecuada puede pro-
ducir molestias e incomodidad para personas que se en-
cuentren dentro de un salón de clases mal acondicionado,
afectando de esta forma su bienestar, el ejercicio de sus ta-
reas y su rendimiento en general. Una temperatura inade-
cuada puede generar problemas en las labores de enseñan-
za - aprendizaje en cualquiera de los niveles educativos. 

Según los profesores Rita y Kenneth Dunn, quienes por
años han realizados investigaciones sobre sus observacio-
nes en el aula de clases, cuando la temperatura es muy alta
o muy baja, el cerebro está constantemente recordándole al
cuerpo qué genere alguna respuesta para contrarrestar tal
condición. Dada esta constante interrupción, es difícil para
un estudiante concentrarse durante largas horas.

De acuerdo con la red independiente para la salud mental
Psych Central, los niveles de humedad que usualmente es-
tán acompañados por un clima caliente, reducen los nive-
les de concentración y aumentan la somnolencia, haciendo
que los estudiantes experimenten una sensación de falta de
energía. 

Datos de la Comisión Nacional de Agua refieren que las
anomalías de temperatura máxima, muy por encima o muy
por debajo de lo normal, se observan en el norte del país,
principalmente en la Península de Baja California, Sono-
ra, Chihuahua, Sinaloa y porciones de Durango y Nayarit;
mientras que en el sur está constituido por la Península de
Yucatán, Campeche y Tabasco.

Ante la presencia de temperaturas extremas, tanto adultos
como adolescentes pueden solicitar asistencia de forma
oportuna. Sin embargo, los menores a temprana edad
tienden a tener una menor capacidad para regular su tem-
peratura corporal en comparación con los adultos, por lo
que están más propensos a desarrollar condiciones de sa-
lud adversas cuando se ven expuestos a temperaturas am-
bientales extremas, tales como golpe de calor, deshidrata-
ción o hipotermia, qué pudieran causar la pérdida de
conocimiento, vómito y dolores agudos de cabeza, entre
otros malestares.

En la actualidad existen 35 millones 745 871 estudiantes
en todos los niveles educativos en México, los mismos se
encuentran distribuidos en 258 401 escuelas en todo el pa-
ís, por lo tanto, las consecuencias a la salud de estudiantes
que asisten a clases bajo temperaturas extremas pueden ser
graves. 

Para ejemplificar las reformas propuestas a los artículos
mencionados se presentan los siguientes cuadros compara-
tivos:
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Por lo expuesto y fundado, se somete a la consideración del
pleno la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que modifica los artículos 3o., 55 y 59 de la Ley
General de Educación

Artículo Único. Se reforman los artículos 3o., 55 y 59 pa-
ra quedar en los siguientes términos: 

Artículo 3o. El Estado está obligado a prestar servicios
educativos de calidad, satisfaciendo las condiciones hi-
giénicas, de seguridad, climatológicas y pedagógicas,
que garanticen el máximo logro de aprendizaje de los edu-
candos, para que toda la población pueda cursar la educa-
ción preescolar, la primaria, la secundaria y la media supe-
rior. Estos servicios se prestarán en el marco del
federalismo y la concurrencia previstos en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y conforme a la
distribución de la función social educativa establecida en la
presente Ley.

Artículo 55…

…

II. - Con instalaciones que satisfagan las condiciones hi-
giénicas, de seguridad, climatológicas y pedagógicas
que la autoridad otorgante determine. Para establecer un
nuevo plantel se requerirá, según el caso, una nueva au-
torización o un nuevo reconocimiento, y

III…

Artículo 59…

En el caso de educación inicial deberán, además, contar
con personal que acredite la preparación adecuada para im-
partir educación; contar con instalaciones y demás perso-
nal que satisfagan las condiciones higiénicas, de seguridad,
climatológicas y pedagógicas que la autoridad educativa
determine; cumplir los requisitos a que alude el artículo 21;
presentar las evaluaciones que correspondan, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y demás disposiciones co-
rrespondientes que deriven en el marco del Sistema Nacio-
nal de Evaluación Educativa y tomar las medidas a que se
refiere el artículo 42, así como facilitar la inspección y vi-
gilancia de las autoridades competentes.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Nota:

1 Consultado en: www.oecd.org/edu/innovation-education/.../
44052815. doc

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro de la Honorable Cáma-
ra de Diputados, México, DF, a 29 de marzo de 2016.— Diputado Da-
niel Adrián Sosa Carpio (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Sosa. Túrnese a la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos, para dictamen.

LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Y tiene ahora la palabra por cinco minutos el diputado Luis
Alfredo Valles Mendoza, del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Ahorro y Crédito Popular.

El diputado Luis Alfredo Valles Mendoza: Con su per-
miso, diputado presidente. Compañeras y compañeros
diputados, la reforma financiera ha representado un pilar
fundamental en el contexto normativo de nuestro país. Sin
embargo, existen temas que se han dejado pendientes, co-
mo es el caso del fortalecimiento del crédito y ahorro po-
pular.
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En Nueva Alianza consideramos que el sector del ahorro
popular es un medio eficaz de promover el ahorro en los
mexicanos y dotarlos de servicios financieros en zonas que
carecen de ellos.

Dicho sector se encuentra integrado, principalmente, por
las sociedades financieras populares, llamadas Sofipos.
Que son instituciones de microfinanzas que tienen como
propósito fomentar el ahorro popular y expandir el acceso
al financiamiento de aquellas personas que por su situación
se han visto excluidas de los sistemas tradicionales de cré-
ditos.

Hoy por hoy, el sector del crédito popular se encuentra en
expansión. Actualmente operan 45 Sofipos autorizadas.
Esto representa un crecimiento sostenido en número de en-
tidades del 13 por ciento anual.

Cuentan con más de mil sucursales distribuidas en todo el
territorio nacional, creciendo con una tendencia del 26 por
ciento anual. Cabe destacar que el número de clientes ha
tenido una tendencia de crecimiento superior al 21 por
ciento anual.

En 2015 se determinaron más de 3 millones de clientes. No
obstante lo anterior, debemos reconocer que en ocasiones
estos esquemas populares de financiamiento ofrecen un
atractivo y fácil sistema de inclusión al ahorro e inversión.
Muchas veces sustentado en promesas falsas y en aprove-
char la ignorancia del ahorrador, por lo que no podemos
flexibilizar el marco legal en prejuicio de los ahorradores.
Es por ello que es necesario continuar revisando el anda-
miaje normativo en materia de ahorro popular.

El desarrollo económico que establecimos como uno de los
cuatro ejes rectores de nuestra agenda legislativa implica
armonizar la estructura jurídica en materia de finanzas pú-
blicas, así como el uso responsable del crédito y fomentar
el ahorro. Estamos convencidos de que el ahorro guarda
una relación directa con los niveles de bienestar de las fa-
milias mexicanas.

Derivado de lo anterior, la propuesta que Nueva Alianza
hace en materia de ahorro popular consiste en tres ejes fun-
damentales:

Uno, contar con un sector financiero popular eficiente y só-
lido. Dos, fortalecer los mecanismos de supervisión así co-
mo la capacidad de los órganos reguladores. Y tres, mejo-
rar la protección de los ahorradores.

En congruencia con lo anterior, en Nueva Alianza propo-
nemos la iniciativa con proyecto de decreto que modifica
diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Po-
pular, con objeto de mejorar la supervisión auxiliar a través
de la responsabilidad solidaria de las federaciones que fis-
calizan a las Sofipos.

También proponemos que se limite el monto de inversiones
que pueden captar las Sofipos, con la intención de no des-
naturalizar el objeto de las mismas y evitar que se lleven a
cabo prácticas de evasión o enriquecimiento con recursos
de procedencia ilícita.

Debo destacar que en la iniciativa se establece como obli-
gación que las Sofipos tendrán la responsabilidad de pro-
mover la educación financiera y establecer que esta tendrá
por objeto propiciar el ahorro y el apoyo crediticio para el
desarrollo de las actividades productivas de sus clientes;
para lo cual podrán recibir donativos y apoyos de los go-
biernos federal, estatal y municipal.

Finalmente, con esta iniciativa fomentamos también el
principio de transparencia al establecer la creación de un
padrón de promotores ante la Comisión Nacional Bancaria
de Valores, con objeto de que se regule la función de los
mismos y no se permita que abusen del desconocimiento
que puedan tener los ahorradores para atraerlos a prácticas
fraudulentas.

Con esta iniciativa se fortalece el marco normativo en ma-
teria de crédito popular y representa un avance importante
para modernizar y eficientar el sistema financiero mexica-
no. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, a cargo del diputado
Luis Alfredo Valles Mendoza, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza

El suscrito, Luis Alfredo Valles Mendoza, diputado federal
de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman diversas disposiciones de la Ley de Ahorro y
Crédito Popular.
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Planteamiento del problema

El Ejecutivo federal presentó el 15 de mayo de 2013 la
propuesta de reforma financiera, integrada por trece inicia-
tivas que contenían reformas y adiciones a 34 ordenamien-
tos legales vinculados al sector financiero, aprobada por el
Congreso de la Unión y  publicada en el Diario Oficial de
la Federación el viernes 10 de enero de 2014.

Dicha reforma tuvo su sustento en el Pacto por México, a
través de dos compromisos que tienen que ver con el cré-
dito:

Compromiso 62

Se fortalecerá la banca de desarrollo para ampliar el cré-
dito, con especial énfasis en áreas prioritarias para el de-
sarrollo nacional, como la infraestructura, las pequeñas
y medianas empresas, así como la innovación y la crea-
ción de patentes.

Compromiso 63

Se cambiará el marco legal para que la banca comercial
y las instituciones de crédito presten más y más barato,
incluyendo una revisión de la ejecución de garantías,
respetando íntegramente los derechos de todos los acre-
ditados actuales, así como reducir el costo de los servi-
cios financieros.

En tal sentido, la denominada reforma financiera represen-
tó un esquema de alcances sistémicos que además de redu-
cir las tasas de interés, tenía la finalidad de dar mayor fle-
xibilidad e incentivos para que el sector privado y la banca
de desarrollo de forma conjunta fueran capaces de otorgar
más créditos y que éstos sean más baratos.

La reforma financiera se basó en cuatro ejes:

1. Nuevo mandato para la banca de desarrollo, que pro-
picie el crecimiento del sector financiero.

2. Fomentar la competencia en el sistema bancario y fi-
nanciero, para abaratar las tasas y los costos.

3. Generar incentivos adicionales para que la banca
preste más.

4. Fortalecer al sistema financiero y bancario mexicano,
para que el sector crezca siempre de forma sostenida.

Cabe destacar que el objetivo de la reforma financiera
presentada por el Ejecutivo federal, tuvo como propósito
reordenar el sistema financiero en función de los cuatro
ejes estratégicos citados, buscando incrementar la oferta
de crédito, reducir los costos de los servicios e incremen-
tar la regulación del sector. Las iniciativas presentadas al
Legislativo fueron las siguientes:

Iniciativas de ley reforma financiera

1. Fortalecimiento de la Comisión Nacional para la Pro-
tección y Defensa de los Usuarios de Servicios Finan-
cieros, Condusef.

2. Corresponsales ACP

3. Uniones de Crédito

4. Banca de desarrollo

5. Otorgamiento y ejecución de garantías

6. Concursos mercantiles

7. Almacenes y sociedades financieras de objeto múlti-
ple, Sofomes

8. Liquidación bancaria

9. Fondos de inversión

10. Mercado de valores

11. Sanciones e inversión extranjera

12. Agrupaciones financieras

13. Crédito garantizado

Elaboración propia con información obtenida de la página
web de la Cámara de Diputados.

No obstante, que la reforma financiera ha representado un
pilar fundamental en el contexto normativo de nuestro pa-
ís, existen temas que se han dejado pendientes, tal es el ca-
so del fortalecimiento del crédito y ahorro popular, este
sector requiere una transformación mucho más profunda.

La fortaleza y estabilidad del sistema financiero, depende
de la solidez de las instituciones que lo constituyen y regu-
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lan, por ello es de suma importancia contar con un marco
normativo que provea a los órganos reguladores de herra-
mientas preventivas y disciplinarias principalmente en el
sector de ahorro popular que  doten de seguridad y certeza
jurídica a los usuarios de estos servicios.

Cabe destacar, que la reforma financiera tocó determinados
temas en materia de ahorro popular, al reformar la Ley de
Ahorro y Crédito Popular, con la intención de que las So-
ciedades Financieras Populares (Sofipo) contaran con la
autorización de Corresponsales y de Medios Electrónicos
que fortalecieran sus servicios, asimismo se dio una mayor
regulación a operaciones con partes relacionadas.

Sin embargo lo anterior, no fue suficiente, para dotar de un
adecuado cuerpo legal a las Sofipo, por lo que con fecha 14
de abril de 2015, diversos Legisladores de los distintos
Grupos Parlamentarios de la LXII Legislatura, presentaron
la Iniciativa con proyecto de Decreto que expide la Ley de
Ahorro y Crédito Popular y Reforma, Adiciona y Deroga
diversas disposiciones de la Ley para Regular las Activida-
des de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo,
del Código Federal de Procedimientos Penales y de la Ley
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

Es importante mencionar que esta Iniciativa fue fruto del
esfuerzo del grupo de trabajo bicamaral creado el 20 de
enero de 2015, por acuerdo de los integrantes de la Terce-
ra Comisión de la Permanente del Congreso de la Unión,
con motivo de la intervención gerencial y de la revocación
y liquidación de Ficrea, SA de CV, Sociedad Financiera
Popular en liquidación (Ficrea).

La referida iniciativa fue aprobada en lo general en la Cá-
mara de Diputados con 328 votos en pro, 35 en contra y
16 abstenciones, el miércoles 22 de abril de 2015, turnada
al Senado de la República, donde por diversas cuestiones
políticas y mediáticas no ha sido aprobada.

Cabe destacar que el proyecto de gran calado presentado al
Congreso de la Unión en materia de ahorro popular, resul-
taba ser al mismo tiempo represivo y desincentivaba el cre-
cimiento de sociedad financieras populares, la propia Aso-
ciación Mexicana de Sociedades Financieras Populares
(Amsofipo) reconoce que las Sofipo son entidades que
ofrecen servicios de ahorro, crédito, inversión a plazo y
otros servicios financieros, particularmente a un sector po-
pular y en zonas geográficas rurales y periféricas urbanas
donde la Banca Comercial generalmente no está partici-
pando; son entidades autorizadas y reguladas por Comisión

Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) y dentro del sis-
tema financiero mexicano, no sólo es el sector más joven si
no el que presenta el mayor dinamismo y crecimiento, con
base en los siguientes indicadores operativos de los últimos
años:

• Actualmente se encuentran operando 45 Sofipo autori-
zadas, que representa un crecimiento sostenido en nú-
mero de entidades del 13 por ciento anual.

• Cuentan con más de mil sucursales distribuidas en to-
do el territorio nacional, creciendo con una tendencia de
26 por ciento anual.

• En número de clientes se ha tenido una tendencia de
crecimiento superior a 21 por ciento anual, en 2015 se
determinó un total de 3 millones 312 mil 584 de clien-
tes.

• En cartera de crédito se ha tenido un crecimiento de 18
por ciento anual, llegando cada vez a más clientes y
contribuyendo al financiamiento de micro y pequeñas
empresas y pequeños productores.

• El índice de morosidad ha mostrado un mejor desem-
peño, en 2015 se proyectó el índice de morosidad en
7.58 por ciento.

Aunque las Sofipo han registrado un buen desempeño en
los últimos años, todavía existen aspectos por fortalecerse.
Por ejemplo, en la Encuesta Nacional de Inclusión Finan-
ciera (ENIF) 2012, se observó que apenas el 17 por ciento
de los adultos en localidades menores a 15 mil habitantes
son usuarios de crédito formal, en comparación con 33 por
ciento de los adultos en las localidades mayores a 15 mil
habitantes.

De igual forma, la ENIF 2012 muestra que aproximada-
mente 34 por ciento de la población adulta del país recurre
a servicios informales de crédito, principalmente a través
de préstamos de familiares (19 por ciento) y amigos (13
por ciento), y alrededor de 7 por ciento se financian con ca-
jas de ahorro entre familiares. Por lo que las Sofipo toda-
vía tienen oportunidades para crecer y consolidar la inclu-
sión financiera en los sectores y hogares mexicanos, que
aún no tienen acceso al financiamiento o los hábitos de
ahorro.

En el mismo sentido Nueva Alianza, considera que el sec-
tor del ahorro popular es un medio eficaz de promover el

Año I, Segundo Periodo, 30 de marzo de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados82



ahorro en los mexicanos y dotarlos de servicios financieros
en zonas que carecen de éstos, sin embargo, lo anterior
tampoco implica flexibilizar la ley al grado de propiciar
fraudes o desplomes financieros en perjuicio de los ahorra-
dores, es por ello que es necesario continuar revisando el
andamiaje normativo en materia de ahorro popular.

Argumentación

El ahorro y crédito popular consiste en la captación de re-
cursos provenientes de los socios o clientes de las entida-
des integrantes del sector mediante actos causantes de pa-
sivo directo o contingente, en cuyo caso la Entidad de que
se trate queda obligada a cubrir el principal y, si fuera ne-
cesario, los accesorios financieros de los recursos capta-
dos, así como a colocar dichos recursos entre los socios o
clientes.

En este sentido, el Sector de Ahorro y Crédito Popular se
integra por:

1. Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo
2. Sociedades Financieras Populares
3. Sociedades Financieras Comunitarias

Entidades de ahorro y crédito popular

Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo

• Son aquellas sociedades constituidas y organizadas
conforme a la Ley General de Sociedades Cooperativas
que, independientemente del nombre comercial, razón o
denominación social que adopten, tengan por objeto
realizar operaciones de ahorro y préstamo con sus so-
cios y quienes forman parte del Sistema Financiero con
el carácter de integrantes del sector social sin ánimo es-
peculativo y reconociendo que no son intermediarios fi-
nancieros con fines de lucro.

Las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo
(SCAP) están sujetas a la Ley para Regular las Socieda-
des Cooperativas de Ahorro y Prestamos (LRSCAP), y
se clarifican en:

a) SCAP con Nivel de Operación Básico. Son aque-
llas que cuentan con activos igual o inferiores a 2.5
millones de unidades de inversión, UDIS. Deben
inscribirse en el registro de SCAP que lleva el Co-
mité de Supervisión Auxiliar del Fondo de Protec-
ción y entregarle a éste la información financiera de

manera semestral o trimestral dependiendo del nú-
mero  de socios. Estas sociedades no son supervisa-
das por la CNBV y no participan ni cuentan  con la
protección del seguro de depósitos.

b) SCAP con niveles de operación I a IV. Son aque-
llas que cuentan con activos superiores a 2.5 millones
de UDIS. Requieren la autorización de la CNBV pa-
ra realizar o continuar realizando operaciones de aho-
rro y préstamo, una vez autorizadas se encuentran su-
jetas a la propia supervisión de la propia Comisión,
así como a la supervisión auxiliar del Fondo de Pro-
tección, teniendo la obligación de remitir la informa-
ción financiera de manera mensual, trimestral y anual.
Lo anterior con la finalidad de preservar la operación
de las cooperativas, su sano y equilibrado desarrollo,
y de proteger los ahorro de los socios. Estas socieda-
des participan y cuentan  con la protección del segu-
ro de depósitos con una cobertura de hasta 25 000
UDIS por socio  ahorrador. Estas sociedades deberán
obtener su autorización a más tardar el 31 de diciem-
bre de 2012.

Sociedades Financieras Populares

El Sector de Ahorro y Crédito Popular también está in-
tegrado por las Sociedades Financieras Populares (Sofi-
po) que sean dictaminadas favorablemente por una fe-
deración y autorizadas para operar como entidades de
ahorro y crédito popular, en los términos de la ley co-
rrespondiente, por las Federaciones que a su vez estén
autorizadas por la CNBV para ejercer las funciones de
supervisión  auxiliar de la Entidades referidas, así como
por las Confederaciones autorizadas por la propia
CNBV para que administren sus respectivos fondos de
protección.

Estas entidades cuentan con un sistema de protección a
ahorradores denominado Fondo de Protección. Dicho
fondo tendrá como fin primordial procurar cubrir los de-
pósitos de dinero de cada ahorrador, considerando el
monto del principal y accesorios, hasta por una cantidad
equivalente de 25 mil UDIS por persona física o moral,
cualquiera que sea el número y clase de operaciones a su
favor y a cargo de una misma Entidad, en caso de que se
declare su disolución y liquidación o se decrete su con-
curso mercantil.

Las Sofipo son instituciones de microfinanzas constitui-
das como sociedades anónimas de capital variable, que
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tienen como propósito fomentar el ahorro popular y ex-
pandir el acceso al financiamiento a aquellas personas
que por su situación se han visto excluidas de los siste-
mas tradicionales de crédito y, en general, propiciar la
solidaridad, la superación económica y social, y el bien-
estar de sus miembros y de las comunidades en que ope-
ran, sobre bases formativas y del esfuerzo individual o
colectivo.

La CNBV está facultada para autorizar la constitución y
funcionamiento de las Sofipo asignándoles uno de entre
cuatro niveles de operación previstos en la Ley de Aho-
rro y Crédito Popular.

Cuadro elaborado con información de la Ley de Ahorro
y Crédito Popular y la Normatividad Bancaria 2015
PWC.

Nivel de Operaciones
(valor en unidades de inversión, UDIS

Activos Totales

I. Menor o igual a 15 millones
II. Superior a 15 millones y hasta 50 millones
III. Superior a 50 millones y hasta 280 millones
IV. Superior a 280 millones

Cuadro elaborado con información de la Ley de Ahorro
y Crédito Popular y la Normatividad Bancaria 2015
PWC.
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La principal diferencia entre una SCAP y una Sofipo, radi-
ca precisamente en que la primera ópera en función de sus
agremiados, es decir, las personas físicas o morales que
participen en el capital social de las Sociedades Cooperati-
vas de Ahorro y Préstamo, lo que sin duda les genera una
autorregulación propia con la intención de cuidar el bien-
estar propio de su gremio, a diferencia de las Sofipo que
puede operar con socios y clientes, siendo estos últimos el
público en general, situación que hace que las Sofipo ten-
gan mayor preocupación para el legislador, ya que una ma-
la administración o regulación insuficiente de la sociedad
financiera popular, genera un impacto directo en la socie-
dad, principalmente en los sectores vulnerables que dispu-
sieron su capital, su ahorro, y que pueden ser vulnerados en
su patrimonio.

El sexto reporte de inclusión financiera, emitido por el Con-
sejo Nacional de Inclusión Financiera, nos establece que los
canales o puntos de acceso, a través de los cuales se ofrecen
servicios financieros en México, son las sucursales, los ca-
jeros automáticos, los corresponsales bancarios, las termi-
nales punto de venta y, los canales más recientes, la banca
por internet y la banca móvil, cuyo uso está condicionado a
tener una cuenta de depósito bancaria para realizar opera-
ciones a través de un celular. Actualmente hay al menos una
sucursal de alguna institución financiera en el 50% de los
municipios en los que habita el 92% de los adultos del país,
y de un cajero automático en el 54% de los municipios en
los que habita el 93% de la población adulta.

Resulta evidente que en México hemos avanzado un gran
terreno en lo que se refiere a inclusión financiera, sin em-
bargo, cotejear los resultados con las características demo-
gráficas del país, nos obliga a darnos cuenta que aún esta-
mos lejos de lograr una penetración total de la población en

los sistemas financieros. No obstante, existen diversas fi-
guras en el marco normativo financiero que tiene proyec-
ciones de crecimiento muy alentadoras, tal es el caso de las
sociedades crédito y ahorro popular (Sofipo), por lo que es
responsabilidad del poder legislativo normar a todas las
instituciones auxiliares de crédito y ahorro.

Derivado de lo anterior, Nuevo Alianza entiende que la
educación e inclusión  financiera debe ser integral y espe-
cializada, para lograr una mayor inclusión de los sectores
de la población al sistema financiero, y que los ciudadanos
puedan contar con información suficiente y accesible, a fin
de potenciar la cultura del ahorro y el desarrollo de la po-
blación.

El 30 de mayo de 2011 se crea el Comité de Educación Fi-
nanciera, para ser la instancia que coordinará los esfuerzos
y acciones en materia de educación financiera, con el fin de
alinear los esfuerzos que realizan las instituciones del Go-
bierno Federal y en sus sesiones futuras por el sector pri-
vado. Bajo dicho contexto, el 3 de octubre de 2011, se pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo por
el que se crea el Consejo Nacional de Inclusión Financiera
(CONAIF).

La reforma financiera que, como se mencionó en párrafos
anteriores, estuvo integrada por 13 Iniciativas, también im-
plicó la expedición de un nuevo ordenamiento, la “Ley pa-
ra Regular las Agrupaciones Financieras”, que tuvo a bien
llevar a ley en el Título Noveno al Consejo Nacional de In-
clusión Financiera y al  Comité de Educación Financiera.
Con base a que dichos órganos encargados de difundir la
cultura financiera ya se encuentran regulados en ley, pro-
ponemos la siguiente adecuación legal:

Ley de Ahorro y Crédito Popular

Texto vigente

Artículo 1o. La presente ley es de orden público, de in-
terés social y observancia general en todo el territorio
nacional y tiene por objeto lo siguiente:

I. …

II. …

III. …

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 30 de marzo de 201685



IV. …

No tiene correlativo.

Texto propuesto

Artículo 1o. La presente Ley es de orden público, de in-
terés social y observancia general en todo el territorio
nacional y tiene por objeto lo siguiente:

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. Regular, promover y facilitar la coordinación de
las de las Sociedades Financieras Populares, Socie-
dades Financieras Comunitarias; así como, los Or-
ganismos de Integración Financiera Rural; con el
Consejo Nacional de Inclusión Financiera y el Comi-
té de Educación Financiera a que se refiere el capí-
tulo III y IV del Título Noveno de la Ley para Regu-
lar las Agrupaciones Financieras.

Continuando con la argumentación, las federaciones cons-
tituyen los órganos auxiliares tanto en la autorización co-
mo en la supervisión de las Sociedades Financieras Popu-
lares, no obstante la integración de las mismas se compone
por al menos 8 Sofipo, por lo que desde cierto punto son
jueces y parte.

Lo anterior, infiere  una regulación laxa y un evidente con-
flicto de intereses, la propuesta hecha por la LXII Legisla-
tura de la Cámara de Diputados en su momento, consistía
en eliminar la figura de las federaciones y dejar la regula-
ción únicamente a la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores.

Sin embargo, lo deseable jurídicamente es la expansión
de dichas instituciones financieras, que de acuerdo a las
estadísticas expuestas se encuentran en pleno proceso de
crecimiento, por lo que sin duda llegará un momento en
el que la CNBV no tendrá la suficiente estructura orgáni-
ca para dar cabal cumplimiento al mandato establecido en
ley, bajo dicho escenario, es que planteamos que las fede-
raciones continúen apoyando a la CNBV en la supervi-
sión de las Sofipo, pero bajo un esquema de responsabili-

dad solidaria, que efectivamente obligue a las federacio-
nes a realizar una regulación profunda de las Sofipo a su
cargo, por lo que se propone la siguiente modificación:

Ley de Ahorro y Crédito Popular

Texto Vigente

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley, se entenderá
por:

I. a V. …

VI. Federación, en singular o plural, a las Federaciones
autorizadas por la Comisión, para ejercer de manera au-
xiliar la supervisión de Sociedades Financieras Popula-
res en los términos de esta Ley;

VII. a XV. …

Artículo 49. Se deroga

Texto Propuesto

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley, se entenderá
por:

I. a V. …

VI. Federación, en singular o plural, a las Federaciones
autorizadas por la Comisión, para obligarse solidaria-
mente y ejercer de manera auxiliar la supervisión de So-
ciedades Financieras Populares en los términos de esta
ley;

VII. a XV. …

Artículo 49. La federación responderá solidariamente a
los socios y clientes de las Sociedad Financieras Popu-
lares a las que se les haya revocado la autorización otor-
gada de conformidad con el artículo 9 de esta ley, cuan-
do se acredite que por causas imputables a la Federación
la Sociedad Financiera Popular incurrió en causal de re-
vocación o que por negligencia en la supervisión hecha
por la Federación no se procedió a la revocación de la
Sociedad Financiera Popular con la debida oportunidad.

Al establecer una responsabilidad solidaria, tanto la Socie-
dad Financiera Popular, como la Federación responderán
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ante el cliente y los socios por cualquier incumplimiento o
irregularidad de la Sofipo y que sea imputable a la negli-
gencia en la función de la Federación encargada de super-
visarla.

En otro orden de ideas, el artículo 32 de la Ley de Ahorro
y Crédito Popular establece el número de activos con los
que deberá contar una Sofipo para determinar el nivel de
operación, no obstante lo anterior, el último párrafo del re-
ferido artículo, establece que la CNBV podrá establecer
mediante disposiciones de carácter general, criterios distin-
tos para determinar el nivel de operación de las Sofipo.

Lo expuesto, violenta el principio de jerarquía de normas,
ya que las disposiciones generales no pueden ir por enci-
mar de la ley. Por otro lado, no es viable permitir que a tra-
vés de disposiciones de carácter general se establezcan los
criterios para los niveles de operación de una Sofipo, por lo
que proponemos que se abrogue dicha  redacción.

Ley de Ahorro y Crédito Popular

Texto Vigente

Artículo 32. …

…

I. a IV. …

…

Las referidas disposiciones de carácter general que ex-
pida la Comisión, podrán establecer para la determina-
ción del nivel de operaciones, criterios distintos a los se-
ñalados en las fracciones anteriores, que consideren la
capacidad técnica y operativa de las Sociedades Finan-
cieras Populares.

Texto Propuesto

Artículo 32. …

…

I. a IV. …

…

Las referidas disposiciones de carácter general que
expida la Comisión, podrán establecer para la deter-
minación del Nivel de Operaciones, criterios distin-
tos a los señalados en las fracciones anteriores, que
consideren la capacidad técnica y operativa de las
Sociedades Financieras Populares.

Por otro lado, se propone reformar el artículo 36 que es-
tablece las operaciones que podrán realizar las Sofipos en
razón al nivel que tengan, en primer término al eliminar
el cuarto párrafo del referido artículo a efecto de que no
se le permita a la Federación, Estados o Municipios hagan
depósitos en las Sofipos, toda vez, que el espíritu de la
Ley de Ahorro y Crédito Popular es generar inclusión fi-
nanciera en el sector de usuarios que no tienen acceso a
instituciones bancarias o los suficientes ingresos para ac-
ceder a dichos servicios.

Bajo dicha línea del pensamiento, cabe destacar que la cla-
sificación en niveles tiene como objetivo regular las opera-
ciones, sin embargo, la ley actual no regula las cantidades
en que se llevan a cabo dichas operaciones, por lo que se
propone que a través de ley también se limite el monto de
las operaciones que se efectúen al año por cada cliente o
socio, ya que de lo contrario se desvirtuaría el sector de la
población a la que va dirigido el mercado de Sofipos. In-
clusive lo anterior, coadyuvaría a evitar prácticas de eva-
sión e enriquecimiento con recursos de procedencia ilícita.

Ley de Ahorro y Crédito Popular

Texto Vigente

Artículo 36. …

I. a IV. …

…

…

Las Sociedades Financieras Populares únicamente po-
drán recibir depósitos de los gobiernos federal, estatales
o municipales, ya sea a través de sus sectores central o
paraestatal, cuando se ubiquen en los Niveles de Opera-
ciones III y IV, y obtengan autorización de la comisión.

…

…
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No tiene correlativo

Texto Propuesto

Artículo 36. …

I. a IV. …

…

…

Las Sociedades Financieras Populares únicamente
podrán recibir depósitos de los gobiernos federal, es-
tatales o municipales, ya sea a través de sus sectores
central o paraestatal, cuando se ubiquen en los Nive-
les de Operaciones III y IV, y obtengan autorización
de la comisión.

…

…

La Sociedades Financieras Populares en relación a la
clasificación por niveles a que se refiere el presente
artículo tendrán los siguientes límites de operaciones
por cliente o socio:

Nivel Límite
I 50 mil UDIS
II 100 mil UDIS
III 150 mil UDIS
IV 250 mil UDIS

Para los efectos del párrafo que antecede, se suma-
ran las distintas operaciones que se celebren duran-
te el año por cada cliente o socio y en ningún caso la
suma podrá exceder los límites establecidos.

En Nueva Alianza no dejaremos de combatir por una edu-
cación en todos los niveles y en toda materia, por lo que
consideramos que la educación e inclusión  financiera de-
be ser integral y especializada, para lograr una mayor in-
clusión de los sectores de la población al sistema financie-
ro, y que los ciudadanos puedan contar con información
suficiente y accesible, a fin de potenciar la cultura del aho-
rro y el desarrollo de la población.

En consonancia con la reforma propuesta en el artículo
1o. Ley de Ahorro y Crédito Popular, se propone reformar

el artículo 41 a efecto de armonizarlo con el artículo 46
segundo párrafo que establece: Artículo 46. Las Socieda-
des Financieras Comunitarias y los Organismos de Inte-
gración Financiera Rural promoverán la educación finan-
ciera rural, la cual tendrá por objeto propiciar el ahorro y
el apoyo crediticio para el desarrollo de las actividades
productivas del sector rural, para lo cual podrán recibir
donativos y apoyos de los gobiernos federal, estatales y
municipales.

Ley de Ahorro y Crédito Popular

Texto Vigente

Artículo 41. …

…

No tiene correlativo

Texto Propuesto

Artículo 41. …

…

Las Sociedades Financieras Populares promoverán
la educación financiera, la cual tendrá por objeto
propiciar el ahorro y el apoyo crediticio para el de-
sarrollo de las actividades productivas, para lo cual
podrán recibir donativos y apoyos del gobierno fede-
ral, estatal y municipal.

Por último, en Nueva Alianza consideramos de vital im-
portancia  la creación de un padrón de promotores antes la
CNVB, con objeto de que se regule la función de los mis-
mos y no se permita que abusen del desconocimiento que
puedan tener los ahorradores para atraerlos a prácticas
fraudulentas.

Ley de Ahorro y Crédito Popular

Texto Vigente

No tiene correlativo

Texto Propuesto

Artículo 45 Ter. La comisión llevará un registro de
los agentes promotores de las sociedades financieras
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populares. Para su registro los agentes tendrán que
cumplir con los requisitos y aprobar las evaluacio-
nes que señale la Comisión, la cual estará facultada
para suspender o cancelar el registro de los agentes
promotores cuando incumplan con lo previsto en es-
ta Ley o en las disposiciones de carácter general que
emita la Comisión.

Por lo anteriormente argumentado, la propuesta que Nueva
Alianza plasma en la presente iniciativa, consiste en tres
ejes fundamentales:

1. Contar con un sector financiero popular eficiente y
sólido.

2. Fortalecer los mecanismos de supervisión, así como
la capacidad de los órganos reguladores.

3. Mejorar la protección de los ahorradores.

En Nueva Alianza trabajamos por fortalecer el sistema fi-
nanciero mexicano, lograr mayor penetración en sectores
vulnerable y  principalmente difundir la cultura financiera.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de dipu-
tado federal del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza de
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 6o. numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a con-
sideración del Pleno de esta Soberanía, la Iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley de Ahorro y Crédito Popular

Único: Se  adiciona la fracción V al artículo 1o.;  se modi-
fica la fracción VI del artículo 3o.; se deroga el último pá-
rrafo del artículo 32; se deroga el párrafo cuarto y se adi-
cionan dos párrafos al artículo 36; se adiciona un tercer
párrafo al artículo 41; se adiciona un artículo 45 Ter; se
adiciona un artículo 49 a la Ley de Ahorro y Crédito Popu-
lar para quedar como sigue:

Artículo 1o. …

I. a IV. …

V. Regular, promover y facilitar la coordinación de
las de las Sociedades Financieras Populares, Socie-
dades Financieras Comunitarias; así como, los Or-
ganismos de Integración Financiera Rural; con el
Consejo Nacional de Inclusión Financiera y el Comi-
té de Educación Financiera a que se refiere el capí-
tulo III y IV del Título Noveno de la Ley para Regu-
lar las Agrupaciones Financieras.

Artículo 3o. …

I. a V. …

VI. Federación, en singular o plural, a las federacio-
nes autorizadas por la comisión, para obligarse soli-
dariamente y ejercer de manera auxiliar la supervi-
sión de Sociedades Financieras Populares en los
términos de esta ley;

Artículo 26. …

La comisión, de acuerdo a los criterios que determine en
reglas de carácter general, podrá exceptuar a las Socieda-
des Financieras Populares de contar con un Comité de Cré-
dito, dependiendo del Nivel de Operaciones asignado y del
índice de capitalización con el que cuenten.

Artículo 32. …

…

I. a IV. …

…

(Se deroga último párrafo)

Artículo 36. …

I. a IV. …

…

…

(Se deroga párrafo cuarto)

…

…
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La Sociedades Financieras Populares en relación a la
clasificación por niveles a que se refiere el presente ar-
tículo tendrán los siguientes límites de operaciones por
cliente o socio:

Nivel Límite
I 50 mil UDIS
II 100 mil UDIS
III 150 mil UDIS
IV 250 mil UDIS

Para los efectos del párrafo que antecede, se sumaran
las distintas operaciones que se celebren durante el año
por cada cliente o socio y en ningún caso la suma podrá
exceder los límites establecidos.

Artículo 41. …

…

Las Sociedades Financieras Populares promoverán la
educación financiera, la cual tendrá por objeto propi-
ciar el ahorro y el apoyo crediticio para el desarrollo de
las actividades productivas, para lo cual podrán recibir
donativos y apoyos del gobierno federal, estatal y mu-
nicipal.

Artículo 45 Ter. La comisión llevará un registro de los
agentes promotores de las sociedades financieras popu-
lares. Para su registro los agentes tendrán que cumplir
con los requisitos y aprobar las evaluaciones que señale
la comisión, la cual estará facultada para suspender o
cancelar el registro de los agentes promotores cuando
incumplan con lo previsto en esta Ley o en las disposi-
ciones de carácter general que emita la comisión.

Artículo 49. La federación responderá solidariamente a
los socios y clientes de las Sociedad Financieras Popu-
lares a las que se les haya revocado la autorización otor-
gada de conformidad con el artículo 9 de esta ley, cuan-
do se acredite que por causas imputables a la
federación la Sociedad Financiera Popular incurrió en
causal de revocación o que por negligencia en la super-
visión hecha por la Federación no se procedió a la revo-
cación de la Sociedad Financiera Popular con la debida
oportunidad.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión,
a 30 de marzo de 2016.— Diputados y diputadas: Luis Alfredo Valles
Mendoza, Ángel García Yáñez, Angélica Reyes Ávila, Blanca Marga-
rita Cuata Domínguez, Maria Eugenia Ocampo Bedolla, Mariano Lara
Salazar, Soralla Bañuelos de la Torre (rúbrica.).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Valles, túrnese a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen.

La diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez (des-
de la curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Un momentito, diputada, por favor. Sonido en la curul de
la diputada Margarita Cuata, por favor. Sonido, ahí está.

La diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez (des-
de la curul): Pedirle al diputado proponente si me permite
adherirme a su iniciativa, por favor.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
¿Diputado Valles?

El diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (desde la cu-
rul: Adelante.

La diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez (des-
de la curul): Gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Manifiesta su aceptación para que puedan darse la firma
suya y de quienes quieran suscribirla, y entonces estaría a
disposición aquí en la Secretaría de la Mesa Directiva. 
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LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PARA LA ATENCIÓN, CUIDADO Y DESARROLLO 
INTEGRAL INFANTIL

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos la diputada Nor-
ma Edith Martínez Guzmán, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 12, 13 y 19 de la Ley Ge-
neral de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado
y Desarrollo Integral Infantil.

La diputada Norma Edith Martínez Guzmán: Mil gra-
cias, diputado presidente. Estimados diputados, en una
ocasión Gabriela Mistral habló en un discurso una frase
con la que quiero iniciar esta propuesta: Nosotros somos
culpables de muchos errores y muchas faltas, pero nuestro
peor crimen es el abandono de los niños negándoles la
fuente de la vida. Muchas de las cosas que nosotros nece-
sitamos pueden esperar, los niños no pueden. Ahora es el
momento, sus huesos están en formación, su sangre tam-
bién lo está y sus sentidos se están desarrollando. A él, no-
sotros no podemos contestarle, mañana. Su nombre es hoy.

Estimados diputados, presento ante este pleno la iniciativa
que adiciona diversas fracciones a la Ley General de Pres-
tación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo
Integral Infantil, con el objetivo de crear mecanismos de
participación y de evaluación dentro de los centros de aten-
ción infantil, en donde cuidadores, maestros y padres de fa-
milia de manera organizada, contribuyen a la mejora en la
educación, atención y seguridad en los mismos.

Como sabemos, la familia es el primer espacio donde los
niños se desarrollan y aprenden. Los cambios sociales que
se han vivido en las últimas décadas han permitido la pau-
latina inserción, especialmente de las mujeres en el campo
laboral, dejando a cambio parcialmente el cuidado de los
hijos en el hogar.

Este cambio de paradigma trajo consigo una nueva bús-
queda de soluciones. En esta ocasión para acercarse a la
conciliación entre la vida familia y la carrera profesional
y/o laboral, dando lugar a lo que hoy se conoce como guar-
derías o Centros de Atención Infantil.

Si bien estas circunstancias han cambiado la dinámica fa-
miliar, se estima pertinente generar normas legales en don-
de se logre la conciliación, la responsabilidad y la partici-

pación de los padres de familia en los lugares en donde de-
jan al cuidado a sus hijos.

De acuerdo con estudiosos en la materia, la participación
de la familia en la educación se debe entender como la po-
sibilidad de incidir, de decidir, de opinar, de aportar, de di-
sentir y sobre todo de actuar en diversos campos de la edu-
cación, acordados previamente y de común acuerdo entre
los docentes, los padres de familia y otros agentes educati-
vos que participan en funciones definidas y comprendidas
por ambos.

También encontramos en diversos estudios sobre el tema
que han comprobado que los padres de familia que se in-
corporan en este proceso escolar activamente, por supues-
to que son vistos por sus hijos como interesados en su cui-
dado, pero además dan mayor valor a la educación y
coadyuvan al cumplimiento que los objetivos de desarrollo
de la educación de la institución tiene de por sí.

La ley en su momento respondió a una problemáticas muy
dolorosa específica y recordada por todos nosotros. Sin
embargo no se estableció en su momento la participación
activa de los padres de familia como los primeros respon-
sables en el cuidado y educación de sus hijos.

Por ello el espíritu de la actual propuesta pretende favore-
cer que los padres de familia sean protagonistas en la edu-
cación y cuidado de los hijos que se realiza justo en estos
centros.

Señores diputados, es momento de instituir como primer
responsable del desarrollo a la familia en esta ley, porque
segura estoy que en la medida en la que se establece que
son los padres de familia los primeros educadores, siendo
los cuidadores y maestros de los centros colaboradores en
esta función, lograremos mejores resultados desde la aten-
ción temprana.

Asimismo, complementando la iniciativa sobre el desarro-
llo infantil, se pretende establecer en la ley que una de las
principales características que la atención temprana debe
tener es la evaluación de la atención del niño que asiste al
centro de atención mediante pruebas diagnósticas que pun-
tualicen su progreso infantil como herramienta de medi-
ción.

Como ejemplo para lograr ese objetivo tenemos la llamada
evaluación del desarrollo infantil, la prueba EDI –mejor
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conocida así–, que se desarrolló por un grupo de especia-
listas como una herramienta de tamizaje diseñada y valida-
da en México para la detección temprana de problemas del
neurodesarrollo en menores de cinco años de edad.

Si nosotros hacemos esta evaluación podemos tomar deci-
siones y sobre todo acciones dirigidas a mejorar el desa-
rrollo de nuestros niños en la mejor edad que es dentro de
los cinco años primeros de vida. Compañeros, sigamos
construyendo puentes a favor de nuestros niños. Seguros
estamos que invertir en el presente será la mejor inversión
para el futuro de las generaciones de nuestro querido Mé-
xico. Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 12, 13 y 19 de la Ley
General de Prestación de Servicios para la Atención, Cui-
dado y Desarrollo Integral Infantil, a cargo de la diputada
Norma Edith Martínez Guzmán, del Grupo Parlamentario
del PES

La que suscribe, diputada federal Norma Edith Martínez
Guzmán, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social en la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adicionan diversos artículos de la Ley Gene-
ral de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y
Desarrollo Integral Infantil, tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La familia es el primer espacio donde los niños se desarro-
llan y aprenden. Los cambios sociales que se han vivido en
las últimas décadas, han permitido la paulatina inserción de
las mujeres en el campo laborar, dejando a cambio, par-
cialmente, el cuidado de los hijos en el hogar. Este cambio
de paradigma trajo consigo una nueva búsqueda de solu-
ciones, en esta ocasión para acercarse a la conciliación en-
tre la vida familiar y la carrera profesional y/o laborar, dan-
do lugar a lo que hoy se conoce comúnmente como
guarderías o centros de atención infantil.

Si bien, estas circunstancias han cambiado la dinámica fa-
miliar, se estima pertinente crear mecanismos de participa-
ción y de evaluación dentro de los centros de atención, en
donde cuidadores, maestros y padres de familia de manera

organizada, contribuyan a la mejora de la educación, aten-
ción y seguridad en los mismos. 

La participación de los padres de familia ha adquirido rele-
vancia en la educación de los hijos, más en etapas tempra-
nas, incluso estando ciertos de que la influencia que aque-
llos pueden ejercer antes del nacimiento del hijo, en el
modelaje del cerebro prenatal y la adquisición posterior de
lenguaje “El aprendizaje comienza con el nacimiento.
“Ello exige el cuidado temprano y la educación inicial de
la infancia. Estos requerimientos pueden enfrentarse a tra-
vés de medidas que involucren programas para familias,
comunidades o instituciones, según sea conveniente”.1

Históricamente las guarderías en México han tenido un de-
sarrollo muy lento y poco eficiente. “En 1973 el Estado me-
xicano empezó a invertir realmente en ese rubro cuando se
incorporó a la Ley del Seguro Social.”2

A través de los años las instituciones encargadas de los ser-
vicios de cuidado infantil han sido el IMSS, el ISSSTE, el
DIF, la Secretaría de Educación Pública (SEP) y la Secre-
taría de Desarrollo Social (SEDESOL), quienes brindan el
servicio de la siguiente forma:

Fuente: http://dof.gob.mx/nota_detalle,php?codigo=5343090&fe-
cha=30/04/2014.

“Los tipos básicos de guardería en México son tres: el de
acceso restringido a hijos de trabajadores derechohabientes
(como las del IMSS, ISSSTE o de empresas privadas); el
de guarderías con algún tipo de apoyo económico por par-
te del DIF, alguna delegación política u organización no
gubernamental, dirigidas principalmente a la población
más desprotegida económicamente; y las particulares o
privadas, que son establecimientos con fines de lucro”,3 al
hablar del servicio de guarderías nos referimos al cuidado
de niños desde 43 días de edad hasta los 5 años 11 meses.
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Otro ejemplo de servicio de guarderías, lo tiene la Univer-
sidad Nacional Autónoma de México (UNAM), quienes
otorgan un apoyo mensual cuando no exista cupo en sus
guarderías, el cual se entrega a las madres trabajadoras, así
como a los trabajadores viudos, divorciados y en general a
aquellos que por resolución judicial tengan la custodia de
los hijos.

Actualmente, todas estas modalidades se encuentran regi-
das bajo la vigente Ley General de Prestación de Servicios
para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil,
publicada en el Diario Oficial de la Federación en octubre
de 2011, siendo una norma que respondió a una tragedia
por todos conocida hace más de cinco años, la cual prevé
de acuerdo con el artículo primero, que se debe garantizar
el acceso de los menores de edad a esos servicios en con-
diciones de igualdad, calidad, calidez, seguridad y protec-
ción adecuadas.

De acuerdo con el documento “Ley de Guarderías en Mé-
xico y los desafíos institucionales de conectar familia y tra-
bajo”, editado por el Banco Interamericano de Desarrollo
(BID), señala que “Respecto a otros países en América La-
tina, México está rezagado en dos dimensiones: la tasa de
participación laboral femenina es una de las más bajas y el
alcance de los programas de desarrollo infantil temprano es
limitado, con apenas 4% de uso, entre los niños entre 0 y 5
años de edad.”,4 mientras que países como Chile, Colom-
bia y Brasil sobrepasan el 30%. 

Los cambios culturales que ello representa, nos insta a ge-
nerar normas legales en donde se logre la conciliación, la
responsabilidad y participación de los padres de familia, a
través del binomio familia-educación, por tanto, es tras-
cendental emprender acciones en donde se inserte de ma-
nera eficiente al núcleo fundamental de nuestra sociedad en
la educación y cuidado de los menores de edad en los Cen-
tros de Atención.

De acuerdo con los estudiosos en la materia la “Participa-
ción de la familia en la educación, entendida como la posi-
bilidad de incidir, de decidir, de opinar, de aportar, de di-
sentir y de actuar en diversos campos de la educación,
acordados previamente y de común acuerdo entre docen-
tes, padres y otros agentes educativos, con funciones defi-
nidas y comprendidas por ambos. En la medida que la pre-
ocupación por participar es el niño concebido en su
integralidad y como sujeto de derechos, puede implicar ac-
tuar tanto en el campo educativo, como de la salud, del tra-
bajo, de la mujer u otro, siempre que tenga relación con el

mejoramiento de las condiciones de vida de los niños y ni-
ñas para mejorar sus aprendizajes y desarrollo.”5

La Convención de los Derechos del Niño (CDN), docu-
mento ratificado por nuestro país en 1990, señala en diver-
sos artículos el importante papel que tiene la familia res-
pecto de la protección, crianza y educación de los niños,
ejemplo de ello lo señala en su preámbulo, al indicar que:

“Convencidos de que la familia, como grupo fundamental
de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el
bienestar de todos sus miembros, y en particular de los ni-
ños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para
poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de
la comunidad”6

En su artículo 3o. señala que: “Los Estados parte se com-
prometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que
sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los
derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas
responsables de él ante la ley”.

En el artículo 5o. plantea que: “Los Estados Partes respe-
tarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de
los padres o, en su caso, de los miembros de la familia
ampliada o de la comunidad, según establezca la costum-
bre local, de los tutores u otras personas encargadas le-
galmente del niño de impartirle, en consonancia con la
evolución de sus facultades, dirección y orientación apro-
piadas para que el niño ejerza los derechos reconocidos
en la presente Convención.”

En el artículo 8o. se rati?ca la importancia de que “Los Es-
tados partes se comprometen a respetar el derecho del niño
a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nom-
bre y las relaciones familiares de conformidad con la ley
sin injerencias ilícitas.”

De acuerdo al documento “La participación de los padres y
de la sociedad circundante en las instituciones educativas”7

de José María Parra Ortiz, señala en el apartado denomina-
do “La escuela infantil, un espacio educativo privilegiado
para la participación: análisis de algunos modelos” que:

“La influencia de la familia en el desarrollo y aprendi-
zaje del niño durante el periodo infantil. Dicha influen-
cia es insustituible en aquellas funciones formativas de
carácter primario como la educación de los sentimien-
tos, de las actitudes y de los valores y la adquisición del
lenguaje. 
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La concepción del cuidado infantil como un espacio for-
mativo que continúa el proceso de crecimiento físico,
socio-afectivo y cognitivo iniciado por la familia. Des-
de esta perspectiva los centros de educación infantil han
de constituirse y organizarse como una auténtica pro-
longación del hogar familiar. 

La corresponsabilidad familia-escuela en el proceso
educativo del niño obliga a que la función que desem-
peña la familia y el centro educativo hayan de coordi-
narse y armonizarse con objeto de aproximar e integrar
los diversos influjos que ambos ambientes pueden in-
troducir.”

Es así que, la familia debe participar en el cuidado, desa-
rrollo y evaluación en la educación desde la primera infan-
cia para alcanzar los logros de aprendizaje y destrezas, me-
diante la colaboración directa coordinada, desde visitas a
las instalaciones para ver el tema de seguridad, colaborar
en las dinámicas educativas formativas, así como en los
ejes temáticos de la educación, entre otros.

Si bien, en la educación básica se instituye la participación
social de los padres de familia en los Centros de Atención
no se establece claramente teniendo en cuenta que estos
atienden a niños desde los 43 días de nacidos. 

Diversos estudios sobre el tema, han comprobado que los
padres de familia que se incorporar a los procesos escola-
res influyen positivamente en sus hijos, al darle valor a su
educación y a la vez, coadyuvan en el cumplimiento de los
objetivos de la institución.

Más allá de lo que la Ley de los Centros de Atención insti-
tuye, pudimos observar que no se estableció la participa-
ción activa de los padres de familia como los primeros res-
ponsables en el cuidado y educación de sus hijos, señala
por ejemplo, en su artículo 52 fracción V que el programa
de trabajo debe contener: Las formas y actividades de apo-
yo a los padres, las personas que ejerzan la tutela o custo-
dia, o quien sea responsable del cuidado y crianza, para
fortalecer la comprensión de sus funciones en la atención,
cuidado y desarrollo integral de la niña o niño, así mismo,
en su artículo 53, se establece que se consideran como ac-
tividades de la institución la información y apoyo a los pa-
dres, tutores o quienes tengan la responsabilidad del cuida-
do o crianza, para fortalecer la comprensión de sus
funciones en la educación de niñas y niños, nunca su parti-
cipación.

Con las presentes adiciones estaremos devolviendo la po-
testad que tienen los padres de familia con relación a la
educación y cuidado de sus hijos. Consideramos que en la
medida en que se establezca que son los padres los prime-
ros educadores, siendo los cuidadores y maestros de los
Centros de Atención colaboradores en esta función esen-
cial de la familia, lograremos mejores resultados desde la
atención temprana.

Asimismo, se propone también establecer en la Ley que
una de las principales características que la atención tem-
prana debe tener, es la evaluación del desarrollo del niño
que asiste al Centro de Atención, mediante pruebas diag-
nósticas que puntualicen su progreso infantil como herra-
mienta de medición.

Evaluación de las etapas del desarrollo como diagnósticos:
del dominio cognitivo, dominio personal-social, dominio
adaptativo, dominio motor, dominio comunicación, como
lo señala el Dr. Antonio Rizzoli Córdoba, Jefe de la Unidad
de Investigación en Neurodesarrollo, del Hospital Infantil
de México Federico Gómez. Lo anterior, bajo la prueba lla-
mada Evaluación del Desarrollo Infantil (EDI) desarrolla-
da por un grupo de especialistas como una “herramienta de
tamizaje diseñada y validada en México para la detección
temprana de problemas del neurodesarrollo en menores de
5 años de edad”.8

“La prueba de Evaluación de Desarrollo Infantil es una
prueba de tamizaje enfocada a niños de 0 a 5 años de edad.
Esta prueba mide, en grupos de edad pre-definidos, distin-
tos aspectos del desarrollo…Evalúa las áreas de desarrollo
motor, lenguaje, social, adaptativo y cognoscitivo agrupán-
dolas en cuatro subgrupos: motriz grueso, motriz fino, len-
guaje y desarrollo social. Adicionalmente, proporciona se-
ñales de alerta y alarma. Además utiliza el sistema de
semáforo: rojo para un probable retraso del desarrollo,
amarillo para un rezago en el desarrollo y verde para el de-
sarrollo normal, considerando la presencia de los factores
de riesgo para el desarrollo.”9

¿Qué se lograría con ello? obtener información del niño
con el objetivo de tomar decisiones para generar las estra-
tegias de intervención adecuadas, la evaluación del desa-
rrollo permitiría, por una parte, entender las capacidades
del niño y por otra parte, diseñar los programas de inter-
vención que ayudarán al niño y su familia a desarrollar to-
dos sus potencialidades, más aun en la educación tempra-
na.
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Pugnar por un mejor cuidado infantil desde en la familia,
en la escuela y en la sociedad desde la primera infancia, pa-
ra tener como resultado un México competitivo que puedan
enfrentar su entorno con habilidades y conocimientos ci-
mentados en el respeto de la dignidad humana. 

Por tanto, con las presentes adiciones seguros estoy que la
relación entre familia y educador tendrá un desarrollo po-
sitivo para los niños.

Por lo expuesto, someto a consideración de la asamblea la
presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se adicionan las fracciones XII, XIII y XIV al artí-
culo 12, se adiciona un párrafo segundo al artículo 13 y se
adiciona la fracción V al artículo 19 de la Ley General de
Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desa-
rrollo Integral Infantil.

Artículo 12. Con el fin de garantizar el cumplimiento de
los servicios a que se refiere esta Ley, en los Centros de
Atención se contemplarán las siguientes actividades:

I. a X.

XII. Realizar evaluaciones sobre el proceso del desarro-
llo infantil, a través de pruebas diagnósticas profesiona-
les que puedan detectar oportunamente avances en el
desarrollo, problemas o complicaciones en esta etapa de
vida y se brinde la atención oportuna;

XIII. Crear mecanismos de participación de los padres
de familia o quien ejerza la tutela del menor de edad so-
bre la educación, atención y seguridad;

XIV. Realizar encuentros regionales y nacionales para
intercambiar información y experiencias sobre partici-
pación, educación y apoyo a los padres de familia, así
como organizar brigadas a domicilio, para instruir de
forma gratuita a padres de familia sobre la estimulación
temprana en primera infancia.

Artículo 13. El ingreso de niñas y niños a los servicios pa-
ra la atención, cuidado y desarrollo integral infantil se ha-
rá de conformidad con los requisitos previstos en las dis-
posiciones normativas aplicables a cada caso.

Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custo-
dia, tendrán derecho a participar y a ser orientados sobre el
cuidado y educación que reciben sus hijos.

Artículo 19. La Política Nacional a la que se refiere el pre-
sente Capítulo, deberá tener al menos los siguientes objeti-
vos:

I. a V.

VI. Promover mecanismos de participación de quienes
ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia en
el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de
los Centros de Atención;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 http.//unesdoc.unesco.org./imágenes/0008/000861/086117s.pdf

2 Una mirada hacia la infancia y la adolescencia en México, Unicef.

3 http:Profeco.gob.mx/revista/publicaciones/adelantos¬_04/guarderí-
as_jul04.pdf

4 https://publications.iadb.org/bitstream/handle/11319/6650/NotaMe-
xicoMMy%20LRC06122014.pdf?sequence=1

5 http://www.oei.es/inicial/articulos/participacion_familias.pdf

6 http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CRC.aspx

7 http://www.tendenciaspedagogicas.com/Articulos/2004_09_07.pdf

8 http://www.himfg.edu.mx/descargas/documentos/EDI/Manualpara-
laPruebadeEvaluaciondelDesarrolloInfantil-EDI.pdf

9http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1665-
11462013000300003s

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de marzo de 2016.— Diputa-
das y diputados: Norma Edith Martínez Guzmán, Alejandra Noemí
Reynoso Sánchez, Ana Guadalupe Perea Santos, José Alfredo Ferreiro
Velazco, María de los Ángeles Rodríguez Aguirre (rúbricas)»
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Martínez. Túrnese a la Comisión de
Derechos de la Niñez, para dictamen. 

La diputada Araceli Damián González (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Araceli Damián, por fa-
vor. ¿Con qué propósito, diputada?

La diputada Araceli Damián González (desde la curul):
Muchas gracias, señor presidente. Tengo conocimiento de
que en breve se reunirá la Junta de Coordinación Política y
quiero hacer un llamado para que se aborde el tema de la
visita de los padres de los 43 desaparecidos que desde el 18
de marzo entregaron una carta solicitando venir a este ple-
no de la Cámara. Esta petición responde a otra anterior que
se hizo en donde la Junta ya había manifestado que lo que
se requiriera en la carta firmada por los padres, y este re-
quisito ya fue subsanado y espero una respuesta que abone
al conocimiento y a la verdad y a la justicia para estas fa-
milias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Damián. Esta presidencia tiene conoci-
miento de que el tema de la participación de la presidenta
de la comisión especial sobre el caso de Ayotzinapa, estará
presente en la reunión de la Junta de Coordinación Política
y está considerado en el orden del día. Gracias.

LEY FEDERAL DE CONSULTA POPULAR

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos el diputado Chris-
tian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamentario
del PRI, para presentar cuatro iniciativas. Una con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Nacional de Procedimientos Penales. La se-
gunda, con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o.,
de la Ley Federal de Consulta Popular. La tercera, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 2o., de la Ley de
la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos In-
dígenas. La cuarta, con proyecto de decreto que reforma
los artículos 20 y 21 de la Ley Federal de Cinematografía,
en una sola intervención.

El diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez: Con
su venia, presidente. Honorable asamblea, hoy en esta tri-
buna presentaré tres iniciativas en materia indígena y la
otra pediría que se turne directamente a comisiones.

Pedirles que me ayuden a enriquecerlas y ponerlas al ser-
vicio de nuestras comunidades indígenas. Debemos abor-
dar las reformas de nuestras comunidades indígenas a tra-
vés de sus propios ojos, con elementos que les den
satisfacción y bienestar a su forma de vida, a sus familias y
a su entorno.

La primera, adiciona un párrafo al artículo 4o de la Ley de
la Consulta Popular, y proponemos garantizar el derecho
de los pueblos y comunidades indígenas a participar en
consultas populares, donde proponemos que sean los tres
órdenes de gobierno, el Instituto Nacional Electoral y los
organismos públicos electorales, los organismos locales
electorales quienes promuevan la participación en las con-
sultas populares, particularmente en los temas de relevan-
cia nacional que afecten directamente.

Debemos reforzar los mecanismos que permitan a nuestras
comunidades incidir en la vida pública nacional, escuchar
su voz, avanzar en democracia aún más, y aprobar esta ini-
ciativa significaría tener una democracia más incluyente y
dotar de una nueva herramienta al Estado mexicano para su
gobernabilidad.

La segunda iniciativa es una reforma al artículo 2 de la ley
de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos
y Comunidades Indígenas. Nuestros pueblos indígenas si-
guen enfrentando un panorama de rezago, se habla mucho
de una deuda pendiente en términos de pobreza, de educa-
ción y de acceso a servicios, lo que los mantiene como un
grupo altamente vulnerable.

Atender rezagos de este importante sector nos obliga a ge-
nerar instrumentos que permite al Estado responder con
precisión a sus necesidades, un diagnóstico claro de la si-
tuación y características de las comunidades indígenas.

Por eso propongo la creación de un padrón nacional de co-
munidades indígenas como herramienta para diseñar e ins-
trumentar programas y políticas más eficaces que estaría
integrado con la siguiente información: nombre de la co-
munidad, lengua, población total incluyendo la población
migrante, datos sociodemográficos, indicadores de acceso
a servicios básicos, nivel de ingresos, escolaridad, suscrip-
ción a programas sociales y localización geográfica.
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Cabe señalar que actualmente existen padrones locales en
diversas entidades, pero la idea es formar un padrón nacio-
nal real, con el cual también podremos medir la efectividad
de las acciones que desde el gobierno se enfocan para re-
solver sus problemas, convertir este padrón en ser una
fuente de conocimiento que contribuya a transformar la
realidad de los millones de mexicanos.

La tercera reforma tiene por objeto incorporar en el Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales diversos conceptos
en materia de justicia indígena, en otras palabras, se trata
de garantizar a la justicia de nuestros pueblos indígenas y
darle el valor real a algo que hemos perdido de vista, a un
patrimonio que no hemos valorado, y me refiero también a
la organización interna de nuestras comunidades indígenas,
a sus autoridades comunitarias, a su asamblea, a su forma
de contribuir en un orden social.

Cuando te paras en medio de una comunidad indígena y
observas, no solo ves pobreza, ves que las viviendas no tie-
nen bardas de protección, las puertas no tienen llave, las
ventanas no tienen protecciones, tampoco vemos policías
cuidando el patrimonio. Sin embargo, este es un razona-
miento para entender que a pesar de que tenemos un solo
México tiene diferentes caras.

La pregunta que hago es: ¿Por qué se guarda este orden so-
cial? ¿Qué estamos haciendo para fortalecer esta forma de
organización? ¿Qué va a pasar el día en que este orden se
rompa? ¿Cuánta policía habríamos que contratar? ¿Cuál
sería el gasto? ¿De qué impuesto tendríamos que obtener el
gasto?

Las autoridades comunitarias funcionan sin salario y cum-
plen expectativas de orden y dan tranquilidad a los miem-
bros de la comunidad. Muchos lo llaman usos y costum-
bres, otros las definimos como formas que funcionan.
Nuestras comunidades, a través de sus autoridades, ances-
tralmente han utilizado la mediación, la reconciliación y la
reparación del daño como un medio, como un medio para
poder reivindicar a los ciudadanos que incurren en alguna
falta.

Se han ganado la confianza de nosotros para poderlos ha-
cer partícipes en la impartición de justicia, siempre y cuan-
do, cuando no sean delitos que excedan cierta cuantía, que
no sean delitos graves, cuando sean faltas reparables. Ellos
conocen a las personas, saben cuando alguien sustrajo algo
por necesidad y merece una segunda oportunidad, también
saben quién es un infractor frecuente y merece una sanción

más drástica y deba ser puesto a disposición de la autoridad
judicial.

Hoy tenemos un Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales homologado en el país, pero que desde la justicia in-
dígena no fue armonizado. Con esta iniciativa proponemos
incorporar al Código Nacional de Procedimientos Penales
diversos conceptos en materia de justicia indígena, el reco-
nocimiento a sus sistemas normativos para su regulación y
solución de conflictos, así como a sus autoridades y formas
de organización.

Ya nuestra Carta Magna lo establece como una composi-
ción pluricultural, sustentada en nuestros pueblos indíge-
nas, por lo tanto el Estado se encuentra obligado a garanti-
zar derechos y libertades en el marco de los principios de
autonomía y libre determinación.

El proceso de transformación que hemos iniciado en el pa-
ís bajo el liderazgo del presidente Enrique Peña Nieto no
estaría completo sin la reivindicación de los pueblos y co-
munidades indígenas. Si bien este Código constituye una
innovación jurídica sin precedentes, debe hacer referencia
a nuestros pueblos y comunidades indígenas.

En diversas entidades federativas ya tenemos leyes espe-
cializadas en materia de justicia indígena, estas leyes reco-
nocen la existencia y validez de los sistemas normativos.
Personalmente en mi estado tuve la oportunidad de traba-
jar en ella. A partir de mi experiencia les puedo decir que
como sociedad tenemos mucho que aprender de nuestros
pueblos indígenas en su forma de sentir, de pensar y de ver
la vida.

La justicia es una aspiración que demanda no sólo de nues-
tro compromiso con el Estado de derecho y la aplicación de
la ley, sino también de identificar nuestras particularidades
como nación pluricultural. Ya lo afirmó don Jesús Reyes
Heroles: En un país democrático, si las realidades cambian,
cambia el derecho. Pero también mediante el derecho se
cambian las realidades.

Compañeros y compañeras diputadas, los invito a sumarse
a esta iniciativa, los invito a garantizar la justicia en nues-
tros pueblos indígenas. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Ley Federal de
Consulta Popular, a cargo del diputado Christian Joaquín
Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamentario del PRI

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 30 de marzo de 201697



El suscrito, Christian Joaquín Sánchez Sánchez, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción
I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona un párrafo al artículo 4o. de la Ley Federal de
Consulta Popular.

Exposición de Motivos

La Constitución Política Mexicana reconoce en el artículo
2o. la composición pluricultural de nuestra nación, atribui-
da originalmente a nuestros pueblos indígenas, que repre-
sentan las bases culturales de la sociedad.

Actualmente, en México habitan poco más de 16 millones
de indígenas, que representan aproximadamente 14 por
ciento de la población, concentrada principalmente en los
estados del sur: Yucatán, Oaxaca, Quintana Roo, Chiapas y
Campeche.

Una característica de los pueblos indígenas es que una par-
te importante vive en comunidades con población no ma-
yor de 15 mil habitantes.

A medida que la población de los centros urbanos aumen-
ta, la proporción de indígenas disminuye.

El Estado mexicano tiene la obligación de promover la
igualdad de oportunidades para todos los mexicanos y eli-
minar cualquier práctica discriminatoria, estableciendo las
políticas necesarias para garantizar la vigencia de los dere-
chos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos
y comunidades.

Aunque la población indígena en México es reconocida co-
mo parte fundamental en el desarrollo de nuestra sociedad,
lo cierto es que aún tenemos una deuda pendiente para ga-
rantizarle las condiciones de vida que se merece, así como
para tomar parte activa de la vida política nacional.

Los pueblos indígenas tienen el derecho de participar de-
mocráticamente en los asuntos que les afectan y las autori-
dades tienen la obligación de canalizar sus recomendacio-
nes y propuestas.

El artículo 2o. de la Constitución establece que para abatir
las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comu-
nidades indígenas, la federación, los estados y los munici-
pios, tienen la obligación de consultar a este sector pobla-
cional en la elaboración de los planes de desarrollo en sus
tres niveles e incorporar las recomendaciones y propuestas
que realicen.

Ahora bien, el marco de la consolidación democrática de
nuestro país, se han aprobado diversos instrumentos legis-
lativos que promueven el ejercicio de una ciudadanía que
vaya más allá de la emisión del voto, para que tenga cada
vez mayor injerencia en los asuntos de carácter público.

El 14 de marzo de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación, la Ley Federal de Consulta popular, la cual tiene
por objeto “regular el procedimiento para la convocatoria, or-
ganización, desarrollo, cómputo y declaración de resultados
de la consulta popular y promover la participación ciudadana
en las consultas populares”.

El artículo 4o. de la ley establece que la consulta popular
es el mecanismo de participación por el cual los ciudada-
nos ejercen su derecho, a través del voto emitido mediante
el cual expresan su opinión respecto de uno o varios temas
de trascendencia nacional.

El artículo 6o. define como temas de trascendencia nacio-
nal como aquellos que repercuten en la mayor parte del te-
rritorio nacional, o bien, que impacten en una parte signifi-
cativa de la población.

En cuanto a los actores que pueden solicitar las consultas
populares, la ley señala que éstos son

1. El presidente de la República;

2. Una tercera parte de los integrantes de cualquiera de
las Cámaras del Congreso; y

3. Los ciudadanos en un número equivalente al menos
al dos por ciento de los inscritos en la lista nominal de
electores.

Otro aspecto importante de este nuevo instrumento es su
carácter vinculatorio, pues el artículo 64 señala:

Cuando el informe del Instituto indique que la participa-
ción total en la consulta popular corresponda, al menos al
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cuarenta por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista
nominal de electores, el resultado será vinculatorio para
los Poderes Ejecutivo y Legislativo federales, así como
para las autoridades competentes, y lo hará del conoci-
miento de la Suprema Corte, la cual notificará a las autori-
dades correspondientes para que dentro del ámbito de su
competencia realicen lo conducente para su atención.

Si bien la Ley Federal de Consulta Popular ha representado
un gran avance en la incorporación de mecanismos de de-
mocracia directa que empoderan al ciudadano, lo cierto es
que en ninguna parte de este ordenamiento se hace alusión
específica a los pueblos y comunidades indígenas, los cuales
tienen el derecho constitucional de participar en la vida de-
mocrática del país.

En todo régimen democrático, la participación de la ciuda-
danía es una pieza fundamental para la toma de decisiones
en torno a los problemas de interés público, como la po-
breza, una condición social en la que lamentablemente vi-
ven 8.7 millones de indígenas, de acuerdo con datos del
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarro-
llo Social.

Atender los rezagos sociales que padece la población indí-
gena del país requiere articular un conjunto de acciones pa-
ra mejorar su nivel de vida, no solo a través de la política
económica y social, sino tomándolos en cuenta para la de-
terminación sobre aquellos asuntos en los que tienen invo-
lucramiento.

Debemos reconocer que hoy, gracias a las reformas estruc-
turales aprobadas por el Congreso de la Unión en el pasa-
do reciente, el país cuenta con mayores herramientas lega-
les para incrementar su productividad y competitividad,
generar empleos y elevar el ingreso de los hogares mexica-
nos.

En este contexto de grandes transformaciones para el país,
debemos garantizarles a nuestras comunidades indígenas
su derecho a participar en la toma de decisiones, orientan-
do los mecanismos de democracia directa hacia la canali-
zación de sus preocupaciones y propuestas.

Contenido de la iniciativa

La presente iniciativa tiene por objeto garantizar el derecho
de las personas indígenas a participar en las consultas po-
pulares.

Para ello se propone adicionar en el artículo 4o. de la ley
que las autoridades de los tres órdenes de gobierno, el Ins-
tituto Nacional Electoral y los organismos públicos locales
electorales promoverán la participación de los pueblos y
comunidades indígenas en las consultas populares, en par-
ticular en los temas de relevancia nacional que les afecten
directamente.

La aprobación de esta iniciativa no solo implicaría asegu-
rar un derecho ciudadano sino fortalecer a la democracia de
nuestro país, en la medida en que las autoridades compe-
tentes fomentarían la participación de los pueblos y las co-
munidades indígenas.

De esta manera, la Ley Federal de Consulta Popular sería
un instrumento de participación incluyente que, en caso de
las consultas avaladas con el consentimiento de los indíge-
nas, serviría también para dar atención inmediata a sus de-
mandas, por tener un carácter vinculatorio.

Sin duda, la instauración este tipo de figuras de participa-
ción ha permitido, por una parte, visibilizar las problemáti-
cas de los pueblos indígenas y, por otra, el desarrollo de
procesos de diálogo político a los que los pueblos y sus or-
ganizaciones concurren con sus propias visiones, priorida-
des, demandas y propuestas.

El que suscribe la presente iniciativa considera que el per-
feccionamiento de la democracia atraviesa necesariamente
por la inclusión de los pueblos y las comunidades indíge-
nas.

En virtud de lo expuesto y motivado me permito someter a
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona un párrafo al artículo 4o. de la Ley Fe-
deral de Consulta Popular, para quedar como sigue:

Artículo 4o. La consulta popular es el mecanismo de par-
ticipación por el cual los ciudadanos ejercen su derecho, a
través del voto emitido mediante el cual expresan su opi-
nión respecto de uno o varios temas de trascendencia na-
cional. Los ciudadanos que residan en el extranjero podrán
ejercer su derecho al voto en la consulta popular exclusi-
vamente cuando la consulta coincida con la elección de
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, aplicando en
lo conducente lo dispuesto en el Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales.
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Las autoridades de los tres órdenes de gobierno, el Ins-
tituto Nacional Electoral y los organismos públicos lo-
cales electorales, promoverán la participación de los
pueblos y comunidades indígenas en las consultas po-
pulares, particularmente en los temas de relevancia na-
cional que les afecten directamente.

(…)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de
2016.— Diputados y diputadas: Christian Joaquín Sánchez Sánchez,
Alberto Silva Ramos, Alfredo Anaya Orozco, Cándido Ochoa Rojas,
Delia Guerrero Coronado, Edith Yolanda López Velasco, Erick Alejan-
dro Lagos Hernández, Fidel Kuri Grajales, Héctor Ulises Cristópulos
Ríos, Hernán De Jesús Orantes López, José Hugo Cabrera Ruiz, José
Luis Orozco Sánchez Aldana, María de los Ángeles Rodríguez Agui-
rre, Omar Noé Bernardino Vargas, Ramón Bañales Arambula, Samuel
Alexis Chacón Morales, Vitalico Cándido Coheto Martínez (rúbri-
cas).» 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Sánchez. Túrnese a la Comisión de
Gobernación, para dictamen.

LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA EL DESA-
RROLLO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

El diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez: «Ini-
ciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley de la Comisión
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, a
cargo del diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del
Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y el artículo 6, numeral 1, fracción I; 77; 78 y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con

proyecto de decreto que adiciona una fracción XX al artí-
culo 2 de la Ley de la Comisión Nacional para el Desarro-
llo de los Pueblos Indígenas.

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto la creación y publi-
cación de un padrón indígena que serviría para conocer la
situación general de esta población, a efecto de garantizar
sus derechos y responder mejor a sus necesidades.

Este padrón serviría para realizar diagnósticos viables y
eficaces que ayuden a la elaboración de proyectos sociales,
tanto para dependencias del gobierno en sus tres niveles,
como para las organizaciones de la sociedad civil dedica-
das a la defensa de los derechos de los pueblos indígenas.

Cabe destacar que actualmente existen diversos padrones
publicados por diferentes gobiernos a nivel local. Tal es el
caso del gobierno de San Luis Potosí, que emite el Padrón
de Comunidades Indígenas del estado, para lo cual se apo-
ya en el Censo de Población y Vivienda elaborado por el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi).

Dicho documento permite conocer cuáles son las comuni-
dades indígenas de la entidad, dónde se ubican y qué len-
guas hablan. Además, permite identificar con certeza a ca-
da comunidad y sus fronteras, ofreciendo un panorama
básico de necesidades que ayuda a elegir las políticas pú-
blicas más adecuadas para cada región.

A nivel nacional resulta complicado ubicar con facilidad
documentos que integren información básica sobre las ca-
racterísticas de cada comunidad indígena del país. 

En ese sentido, la mayoría de las estadísticas e indicadores
sobre la población indígena en México parten de la infor-
mación recopilada en los censos del Inegi, en los que se re-
alizan dos preguntas, una en la que se cuestiona al entre-
vistado si habla alguna lengua indígena y la otra si se auto
adscribe a alguna etnia.

A partir de estas dos preguntas se define el porcentaje de
población que proviene o forma parte de alguna comunidad
indígena con respecto al total de la población mexicana.

El resultado del Censo de Población y Vivienda 2010 arro-
jó que en nuestro país habitan poco más de 16 millones de
personas indígenas, las cuales ocupan la quinta parte del te-
rritorio nacional.
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La mayor parte de la población indígena vive en centros ur-
banos y localidades con menos de 15 mil habitantes. 

Asimismo, es de destacarse que, a medida que ha ido cre-
ciendo la población, se ha ido reduciendo el porcentaje de
población que habla una lengua indígena, tal y como se
puede apreciar en la siguiente tabla.

Fuente: Censo de Población y Vivienda 1990, 2000 y 2010; Censo Ge-
neral de Población 1930, 1950, 1970.

Lo anterior nos demuestra que la población indígena aun-
que ha ido creciendo en términos nominales, cada vez me-
nos son las personas que hablan alguna lengua indígena
con respecto del total de la población y, por tanto, existe un
grado de exclusión mayor hacia este tipo de comunidades.

Esta realidad se suma a los rezagos sociales que siguen
afectando desafortunadamente a nuestros pueblos indíge-
nas.

Por ejemplo, en materia educativa, los indígenas presentan
un rezago mayor con respecto a la población en general, ya
que más de la mitad reportó haber estudiado solamente
hasta la primaria. Asimismo, alrededor de un tercio de ni-
ños indígenas en edad escolar (6-14 años) no asisten a la
escuela.

Dentro de este mismo rubro podemos observar que el pro-
medio de escolaridad de los indígenas hablantes de lengua
no alcanza más de los 5 años, lo cual es mucho menor que
el promedio de años de la población no indígena, cuya ci-
fra alcanza los 9 años.

Fuente: Descripción sociodemográfica de la población hablante de len-
gua, auto adscrita como indígena y el resto de la población, a partir de
los datos del Censo de Población y Vivienda 2010, CESOP, 2011.

Como se puede observar en la gráfica anterior, la escolaridad
que mayormente predomina entre la población hablante de
alguna lengua indígena es mucho mayor en los años de pri-
maria, pero conforme van transcurriendo los años se va re-
zagando en mayores proporciones que la población no indí-
gena, a tal punto que la población indígena difícilmente llega
a lograr una licenciatura y más aún obtener un posgrado. 

En síntesis, los indígenas siguen teniendo oportunidades li-
mitadas para obtener mayores logros laborales, un mejor
ingreso y, por ende, una mejor calidad de vida para ellos y
sus familias.

En lo que respecta a los servicios médicos, solo una quinta
parte de la comunidad indígena hablante y auto adscrito, se
encuentra registrada en algún sistema de seguridad social.
El sistema que más población indígena cubre es el Seguro
Popular, seguido por el Instituto Mexicano del Seguro So-
cial (IMSS) y la red de centros de salud operados por los
sistemas estatales. 

Fuente: Descripción sociodemográfica de la población hablante de len-
gua, auto adscrita como indígena y el resto de la población, a partir de
los datos del Censo de Población y Vivienda 2010, CESOP, 2011.
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La poca penetración de la población indígena en los siste-
mas de salud es también el resultado de otro tipo de defi-
ciencias en materia laboral y social.

Una tercera parte de la población indígena (hablantes y au-
to adscritos) se desempeña en el sector primario, viviendo
en localidades y poblaciones rurales. Casi la mitad labora
en el sector terciario. En ambos casos y del total de la po-
blación económicamente activa reciben menos de dos sala-
rios mínimos e inclusive en algunos casos no llegan a per-
cibir ningún tipo de remuneración por su trabajo.

Fuente: Descripción sociodemográfica de la población hablante de len-
gua, auto adscrita como indígena y el resto de la población, a partir de
los datos del Censo de Población y Vivienda 2010, CESOP, 2011.

Ante este panorama, aún estamos a tiempo de realizar ac-
ciones concretas para proteger y aprovechar mejor las cua-
lidades de cada uno de nuestros pueblos indígenas. Bajo
este tenor surge la necesidad de contar con mayores herra-
mientas de información que nos permitan atender  sus de-
mandas y necesidades.

Contenido de la iniciativa

El propósito de esta iniciativa consiste en desarrollar y pu-
blicar periódicamente un sistema integral de información
básica sobre el estatus que guardan las comunidades indí-
genas. Con ello se busca reforzar la información que ya se
posee en algunos estados de la República que bien podría
integrarse en un padrón nacional que facilitaría el desarro-
llo de nuevos proyectos, políticas públicas e investigacio-
nes, a fin de que éstos tengan un mayor impacto sobre las
comunidades indígenas.

Así, la creación de un padrón nacional de comunidades in-
dígenas sería un instrumento valioso para diseñar y poner
en marcha políticas públicas especializadas de atención a
estas comunidades.

Dicha información será la base para entender la realidad
que viven nuestras comunidades, además de que se gene-
rarán conocimientos básicos y oportunos no sólo para lle-
var a cabo programas y proyectos, sino para evaluar su
efectividad e impacto.

Este padrón nos ayudará a tomar decisiones acertadas so-
bre el tipo de políticas y proyectos que requiere las distin-
tas comunidades, así como a calcular con mayor precisión
los insumos y recursos financieros que se necesiten emple-
ar para que cada acción tenga un máximo nivel de aprove-
chamiento.

Asimismo, se reducirán los tiempos de elaboración de pro-
puestas de acción, por lo que a menor tiempo de elabora-
ción, mayor será el número de acciones que se podrán rea-
lizar. 

En este sentido podemos señalar que el contar con un pa-
drón nacional de comunidades indígenas, como los que se
publican en diversos estados del país, abrirá un abanico de
posibilidades para generar propuestas de acción favorables
al desarrollo de los pueblos indígenas y al país en su con-
junto.

Para concretar esta propuesta se propone facultar a la Co-
misión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indíge-
nas para elaborar el Padrón Nacional de Comunidades In-
dígenas, adicionando una fracción al artículo 2o. de la ley
que regula a este organismo, quedando de la siguiente ma-
nera:
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El que suscribe considera que de aprobarse esta iniciativa,
tendríamos una nueva herramienta para cumplir con las
deudas que tenemos con nuestros pueblos y comunidades
indígenas.

Por todo lo anteriormente expuesto y motivado, me permi-
to someter a consideración de esta honorable asamblea el
siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se adiciona una fracción XX al artículo
2o. de la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo
de los Pueblos Indígenas, para quedar como sigue:

Artículo 2. La comisión tiene como objeto orientar, coor-
dinar, promover, apoyar, fomentar, dar seguimiento y eva-
luar los programas, proyectos, estrategias y acciones públi-
cas para el desarrollo integral y sustentable de los pueblos
y comunidades indígenas de conformidad con el artículo
2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para lo que tendrá las siguientes funciones:

I. - XIX. 

XX. Elaborar, en coordinación con las entidades fe-
derativas, el Padrón Nacional de Comunidades Indí-
genas, el cual deberá contener al menos la siguiente
información: nombre de la comunidad; lengua ofi-
cial; población total; datos sociodemográficos; ocu-
pación; estatus legal agrario; indicadores de acceso a
servicios básicos; nivel de ingresos; nivel de escolari-
dad; suscripción a programas sociales y localización
geográfica.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero 2016.— Diputados y
diputadas: Christian Joaquín Sánchez Sánchez, Alberto Silva Ra-
mos, Alfredo Anaya Orozco, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Delia
Guerrero Coronado, Edith Yolanda López Velasco, Erick Alejandro
Lagos Hernández, Fidel Kuri Grajales, Héctor Ulises Cristópulos Ríos,
Hernán De Jesús Orantes López, José Hugo Cabrera Ruiz, José Luis
Orozco Sánchez Aldana, Miguel Ángel Salim Alle, Omar Noé Bernar-
dino Vargas, Ramón Bañales Arambula, Samuel Alexis Chacón Mora-

les, Timoteo Villa Ramírez, Virgilio Mendoza Amezcua, Vitalico Cán-
dido Coheto Martínez (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Asuntos Indígenas, para dic-
tamen.

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

El diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez: «Ini-
ciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Nacional de Procedimientos Penales, a cargo del
diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo
Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y el artículo 6, numeral 1, fracción I; 77; 78 y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adicionan dos párrafos a
la fracción XI del artículo 109; un artículo 109 Bis; un pá-
rrafo y dos incisos a la fracción XII del artículo 113; y di-
versas disposiciones al capítulo I en materia de pueblos y
comunidades indígenas, del título X sobre procedimientos
especiales, del libro segundo en relación con el procedi-
miento, todas, adiciones al Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto armonizar el Código
Nacional de Procedimientos Penales para garantizar el ac-
ceso a la justicia a nuestros pueblos y comunidades indíge-
nas, sobre la base de cuatro referentes fundamentales.

El primero de ellos corresponde a la importante reforma al
artículo 2o. constitucional que se dio en el año de 2001,
conforme a la cual, adicionalmente al reconocimiento plu-
ricultural de la nación mexicana, se le reconocieron los de-
rechos a la autonomía y a la libre autodeterminación.
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Un segundo referente son las reformas en 2008 a los artí-
culos 16, 17, 18, 19, 20 21, y 22 constitucionales, que fin-
caron las bases para transitar de un método inquisitorio ha-
cia un sistema penal acusatorio, cuya plena
implementación vendrá a revolucionar los sistemas de se-
guridad pública y justicia penal, teniendo como núcleo a
los juicos orales.

El tercer fundamento de esta iniciativa es la reforma cons-
titucional en materia de derechos humanos del año 2011,
que colocó a nuestro país en sintonía con el resto del mun-
do incorporando en nuestro marco jurídico los principios
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y pro-
gresividad; así como la obligación de todas las autoridades
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos
humanos.

Por último, la expedición de un Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales para ordenar y sistematizar todo el sis-
tema penal acusatorio, que deberá estar implantado y ope-
rando a más tardar en el mes de junio de 2016, conforme a
lo dispuesto por uno de los artículos transitorios de una de
las reformas antes señaladas.

Cabe destacar que de los derechos de autonomía y libre au-
todeterminación de los pueblos y comunidades derivan
otra serie de derechos, entre otros: el de respeto a sus for-
mas de convivencia y organización; a la aplicación de sus
propios sistemas normativos en materia de justicia; a la
elección de autoridades conforme a esos sistemas, a sus
usos y costumbres; a la preservación y enriquecimiento de
sus lenguas y cultura; el respeto a sus formas y modalida-
des de propiedad; a la conservación y mejoramiento de su
hábitat; y al acceso pleno a la jurisdicción del estado, con
el derecho en los juicios de que formen parte, a ser asisti-
dos en todo momento por intérpretes y defensores con co-
nocimiento de su lengua, costumbres y sistemas normati-
vos.

Se trata de derechos que a los pueblos y comunidades indí-
genas les son reconocidos por el apartado A de dicho artí-
culo constitucional, a los que en su conjunto pudiese con-
siderárseles como su derecho de acceso a la justicia, que
vienen a complementarse con las no menos importantes
disposiciones del apartado B de dicha norma, según la cual
existe la obligación de la federación, los estados y los mu-
nicipios, de generar las condiciones, las políticas y progra-
mas para el acceso al bienestar, el desarrollo integral y re-
gional de las zonas en que habitan, a elevar sus niveles de

escolaridad, el mejoramiento de los servicios de salud, de
sus condiciones de vivienda, servicios y de comunicación.

La propia reforma dispuso que para garantizar que el dere-
cho de los pueblos indígenas a la libre determinación, se
ejerciera en un marco constitucional de autonomía que ase-
gure la unidad nacional, a través del reconocimiento de los
pueblos y comunidades indígenas, que ello quedara plas-
mado “…en las constituciones y leyes de las entidades fe-
derativas, las que deberán tomar en cuenta…criterios etno-
lingüísticos y de asentamiento físico… (y que dichas
constituciones y leyes locales habrían de establecer) las ca-
racterísticas de libre determinación y autonomía que mejor
expresen las situaciones y aspiraciones de los pueblos indí-
genas en cada entidad, así como las normas para el reco-
nocimiento de las comunidades indígenas como entidades
de interés público…”

Ha sido conforme a ello que, en efecto, las constituciones
de los estados se adecuaron conforme a la letra y espíritu
de estas disposiciones; y que derivado de ello, casi la tota-
lidad de las entidades federativas cuenten con leyes enca-
minadas para el acceso a la justicia de esos pueblos y co-
munidades, sin faltar desde luego los estados con un fuerte
componente de población indígena o de otros, en especial
del norte del país que, sin tener dicho componente como al-
go significativo, resultan focos importantes de atracción
para este tipo de población, a raíz de la relevante actividad
agropecuaria o agroindustrial que absorbe flujos significa-
tivos de indígenas de otras entidades.

Con tales adecuaciones a nivel estatal, pero también con
las derivadas de las reformas en materia de derechos hu-
manos y de la instauración gradual del sistema penal acu-
satorio en las esferas federal y estatal de gobierno, replica-
das en las entidades federativas a partir de los cambios en
la Constitución federal, se establecían las condiciones mí-
nimas para un mayor y mejor acceso a la justicia de parte
de las comunidades y pueblos indígenas, si bien faltaba to-
davía el instrumento jurídico que permitiera homologar pa-
ra toda la República, el procedimiento general de acceso a
la justicia.

Esto último se dio en principio, y como una posibilidad,
con la facultad constitucional que se confirió al Congreso
de la Unión en el año de 2013, para la expedición de un Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales, a ser instrumen-
tador por etapas hasta la total extinción del Código Federal
de Procedimientos Penales, habiendo sido aprobado y pu-
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blicado el primero de ellos de ellos en febrero de 2014, el
cual está operando ya casi en su totalidad, salvo las dispo-
siciones que siguen vigentes del segundo, para los procedi-
mientos penales que a la entrada en vigor del más reciente
se encontraban en trámite, que tendrían que sustanciarse de
conformidad con la legislación aplicable en el momento
del inicio de los mismos, es decir, el Código Federal de
Procedimientos Penales.

En todo caso, y más allá de que lo que se busca con el Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales es homologar en
todo el país la forma para acceder a la justicia, resalta sin
duda dicho instrumento por algunas de las características
que le distinguen, y que le hacen sustancialmente superior
al Código federal, que pronto habrá de quedar abrogado en
su totalidad, encontrándose entre ellas, ventajas tales co-
mo:

• Acotar con precisión las etapas de investigación, pre-
paración del juicio y de juicio para el procedimiento pe-
nal, conforme a lo cual se define con nitidez el inicio y
fin del proceso, comenzando éste con la audiencia ini-
cial, y finalizando con la sentencia firme;

• Adoptar la perspectiva de respeto a los derechos hu-
manos reconocidos en los ordenamientos jurídicos na-
cionales e internacionales, en las disposiciones a ser ob-
servarlas por las autoridades encargadas de llevar a cabo
la investigación, el procesamiento y la sanción de los
delitos cometidos en la República Mexicana, sean estos
de competencia local o federal;

• Prever que durante el procedimiento penal, existan so-
luciones alternas en la aplicación de un acuerdo repara-
torio que puede ser desarrollado por mediación o conci-
liación;

• Establecer la posibilidad de que el juez imponga me-
didas precautorias a efecto de garantizar la reparación
del daño, las cuales pueden ser solicitadas por la vícti-
ma;

• Esclarecer los hechos en las etapas del procedimiento
penal que se señalan de investigación, procesamiento y
sanción de los delitos, proteger al inocente, procurar que
el culpable no quede impune y, desde luego, la repara-
ción del daño para asegurar el acceso a la justicia, siem-
pre dentro de un marco de respeto a los derechos huma-
nos reconocidos en la Constitución y en los Tratados
Internacionales en la materia.

No menos importante que las anteriores características y
ventajas, resulta la que tiene que ver con que el código na-
cional prevé especificidades para el procedimiento penal
en los casos de inimputables y comunidades indígenas si
bien, como se verá ahora, aquéllas resultan insuficientes a
nuestro juicio, para ofrecerles respuestas integrales, en par-
ticular si se considera desde la perspectiva de lo que a ese
respecto se ha avanzado en las constituciones de las enti-
dades federativas, y en la legislación secundaria de ese ám-
bito de gobierno, que tiene que ver con el acceso a la justi-
cia de las comunidades y pueblos indígenas.

En efecto y, como ya se indicaba, casi la totalidad de los es-
tados cuentan con ordenamientos para el acceso de los pue-
blos y comunidades indígenas a la plena jurisdicción del
estado y a la justicia. Una buena parte de las entidades fe-
derativas, incluso hasta con dos ordenamientos, uno preci-
samente para el acceso a la justicia que sería, en el nivel lo-
cal, el equivalente al apartado A del artículo 2o. de la
Constitución federal y de las disposiciones constituciona-
les locales respectivas en ese ámbito de gobierno; y otro,
para propiciar su acceso al bienestar y el desarrollo, muy
en la línea del apartado B de dicho artículo en la Carta
Magna, y de ese tipo de disposiciones más o menos repli-
cadas en las constituciones estatales.

De una revisión somera precisamente de las leyes locales
de acceso a la justicia, y dejando de lado para el propósito
de esta iniciativa, las relativas para el acceso al bienestar y
al desarrollo, fue posible detectar varios aspectos que con-
viene resaltar:

• En primerísimo lugar, el hecho de que en tales ordena-
mientos, existe una diversidad y riqueza de disposiciones
que, previa adaptación pudiesen ser trasvasadas al Código
Nacional de Procedimientos Penales, con lo que se enri-
quecerían notablemente los contenidos de éste, en relación
con el acceso a la justicia de parte de las comunidades y
pueblos indígenas. 

• Una heterogeneidad de sus sistemas normativos, insti-
tuciones propias para la gobernanza y acceso a la justi-
cia conforme a sus costumbres y usos, para las que bien
valdría la pena realizar un esfuerzo de homologación en
lo posible, para su adaptación e incorporación en el Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales.

• Una cantidad considerable de conceptos o de ideas en
construcción de los que se adolece en el Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales y que sería pertinente in-
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corporar y a él, previa selección y valoración de los
mismos.

Y es que, no obstante que sí se consideró la perspectiva del
acceso a la justicia de parte de los pueblos y comunidades
en la confección del Código Nacional de Procedimientos
Penales, ello se hizo solo de manera esporádica tan solo en
tres de sus 486 artículos, en los que solo se alude a ellos de
manera tangencial, en particular respecto a la asesoría y
orientación al ser actores en un juicio, de parte de traduc-
tores o de personas conocedoras de sus lenguas, usos, cos-
tumbres y sistemas normativos, con lo que no se abona mu-
cho más, a lo que a ese respecto se establece en el artículo
2o. constitucional.

Es cierto como ya se indicaba que hay un capítulo abocado
a esos pueblos y comunidades del título X sobre procedi-
mientos especiales del libro segundo del código, aunque
también lo es que dicho capítulo está conformado solo por
un artículo, situación que contrasta notablemente por ejem-
plo, con lo estipulado en ese ordenamiento en cuanto a la
asistencia jurídica internacional a extranjeros, a la que se le
reserva todo un título completo del mismo libro, compues-
to por tres capítulos y 23 artículos, lo que pudiese dar a pri-
mera vista, la impresión de que los extranjeros resultan
más importantes que las comunidades y los pueblos indí-
genas.

Y, no es que necesariamente debiera haber en el cuerpo del
código un equilibrio en el tratamiento a los diferentes suje-
tos en un juicio, aunque sin duda es evidente el desbalance
que se aprecia a simple vista. En todo caso, lo más impor-
tante es que el propio Código Nacional de Procedimientos
Penales podría abrevar para el enriquecimiento de sus con-
tenidos en materia de los pueblos y comunidades indíge-
nas, de la diversidad de ideas y conceptos que han logrado
desarrollarse en buena parte de la legislación en el ámbito
local, en torno al acceso a la justicia de parte de esos pue-
blos y comunidades.

Existe en esos ordenamientos locales, un rico material que,
debidamente incorporado al código nacional, pudiese re-
dundar en su enriquecimiento y diversificación de manea
importante.

Por señalar solo algunos de ellos, estarían por ejemplo el
concepto de justicia indígena y los elementos de ésta; el de
los sistemas normativos indígenas; o la colaboración, par-
ticipación y papel de los jueces auxiliares o de las autori-

dades homólogas en los pueblos y comunidades antes, du-
rante y después de los juicios; la idea de las instancias al-
ternas en la solución de controversias, elemento innovador
de gran importancia del propio Código Nacional de Proce-
dimientos Penales, no incorporado aún para el caso especí-
fico de los pueblos y comunidades; la competencia de los
jueces auxiliares o de sus homólogos; los procedimientos
de acceso a la justicia para comunidades no indígenas, pe-
ro con una organización y cosmogonía y prácticas simila-
res a los de éstas.

Hay en fin una gran riqueza en la legislación local que, de-
bidamente adaptada y trasvasada al Código Nacional, bien
pudiera enriquecer a éste último sobre todo porque, como
ya apuntábamos, no resulta suficiente a nuestro juicio, el
tratamiento que se les da a los pueblos y comunidades en
el cuerpo normativo del mismo.

Precisamente el propósito de la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto es contribuir a llenar ese vacío jurídico del
Código Nacional de Procedimientos Penales. 

Uno de los ejemplos de una legislación de vanguardia en
materia de acceso a la justicia de los pueblos indígenas se
dio precisamente en mi estado, San Luis Potosí, con la Ley
Justicia Indígena y Comunitaria, la cual tiene por objeto:

• Reconocer la existencia y validez de los sistemas nor-
mativos de las comunidades indígenas del estado, y el
derecho de éstas a resolver las controversias entre sus
miembros y sus conflictos internos, mediante la aplica-
ción que de tales sistemas hagan sus autoridades indíge-
nas, dentro del ámbito de la autonomía que les otorga la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y la del estado, respetando los derechos humanos y sus
garantías y, de manera relevante, la dignidad e integri-
dad de las mujeres;

• Garantizar el acceso de las personas y comunidades
indígenas a la jurisdicción del estado, haciéndoles partí-
cipes de la misma con la competencia, procedimientos y
jurisdicción que consigna la presente Ley, y mediante el
establecimiento de normas y procedimientos que les ga-
ranticen acceder a la justicia que imparte el estado, en
igualdad de condiciones que las personas no indígenas,
de acuerdo a las bases establecidas en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los trata-
dos internacionales en los que el Estado mexicano sea
parte, y la Constitución Política Estatal, y
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• Tutelar los derechos del imputado; víctima, u ofendi-
do, reconocidos en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales
en los que el Estado mexicano sea parte; y la Constitu-
ción Política Estatal.

Adicionalmente, se revisaron diversos ordenamientos loca-
les en materia de acceso a la justicia por parte de los pue-
blos y comunidades indígenas, habiéndose constatado en
efecto, que:

• La Ley de Justicia Indígena y Comunitaria de San Luis
Potosí, aprobada y publicada en septiembre de 2014, es
una de las más ricas y diversas en ideas y conceptos con
los que podrían, previamente adaptados, enriquecerse
los contenidos del Código Nacional de Procedimientos
Penales; 

• Cabe señalar que la mayor parte de las entidades fede-
rativas dispone de leyes con igual o parecido nombre a
la Ley General de Justicia Indígena y Comunitaria de di-
cha entidad federativa;

• Prevalecen ese tipo de leyes en las entidades con una
fuerte composición poblacional de origen indígena, en
algunas de las cuales incluso suele haber una, dos o más
leyes estrechamente relacionadas con la de justicia indí-
gena, por ejemplo para el desarrollo económico y social
de esos pueblos, para la preservación de su lenguaje y
cultura e, incluso, para la promoción de sus artesanías;

• Existen todavía algunas entidades, con un importante
componente de población indígena en las que, al pare-
cer no existe todavía algún ordenamiento local similar
al de San Luis Potosí y de otros 21 estados, a cuyos
congresos locales habría que exhortar en todo caso, pa-
ra que emitan los ordenamientos a los que les mandata
el artículo 2o. de la Carta Magna; 

• Y que otro tanto debiera hacerse para entidades como
Baja California Sur, Sonora o Tamaulipas que son un
importante foco de atracción de indígenas, que no dis-
ponen aún de ordenamientos similares, para la protec-
ción de los derechos de los jornaleros migrantes de ori-
gen indígena y de sus familias o de los indígenas en
tránsito por sus territorios.

Con apoyo en esa diversidad y riqueza conceptual, pero
muy en particular con sustento en los contenidos de la

Ley de Justicia Indígena y Comunitaria de San Luis Po-
tosí, que resulta sin duda una de las más representativas
en el contexto de la legislación local en la materia, es que
se ha confeccionado la presente iniciativa con proyecto
de decreto, retomando la parte nodal de sus conceptos y
adaptándolos para su inserción en el Código Nacional de
Procedimientos Penales.

Contenido de la iniciativa

Con el propósito de no alterar o de alterar lo menos posible
la estructura actual del código nacional, se recurrió a la no-
tación “Bis” para un artículo que se adiciona; y a la nota-
ción alfabética (CON LETRAS MAYÚSCULAS) para la
enumeración los 39 artículos que se adicionan al capítulo I
del título X del segundo libro del código, agrupando las
disposiciones que se agregan, dentro de secciones en ese
capítulo, con lo que también se está respetando la estructu-
ra de dicho código que, en algunos de sus capítulos, recu-
rre a la desagregación de los mismos en secciones com-
puestas por artículos.

Las adecuaciones restantes son adiciones de párrafos a ar-
tículos preexistentes en el ordenamiento, con lo que no se
altera la estructura.

De la misma manera y con apego a la moderna técnica le-
gislativa que se empleó para la confección del código na-
cional, de iniciar con un encabezado cada uno de los artí-
culos del mismo, que de manera genérica dé una idea de su
contenido, se hace lo propio con los artículos que se están
adicionado.

De acuerdo con lo anterior, la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto consta de:

• La adición de dos párrafos a la fracción XI del artícu-
lo 109, encabezado como “Derechos de la víctima u
ofendido”, en la que ya se tocaba el acompañamiento en
el proceso, de un intérprete o traductor a actores indíge-
nas indiciados o enjuiciados.

Las adiciones consisten en la obligatoriedad para el Po-
der Judicial en las entidades federativas, de contar con
el personal idóneo que conozca lengua, usos, costum-
bres y sistemas normativos de los pueblos y comunida-
des de pertenencia del indiciado o enjuiciado; y respec-
to a la capacitación a ese respecto del personal adscrito
a los juzgados.
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• La adición de un artículo 109 “Bis” con el encabezado
de “Difusión entre las comunidades indígenas de sus de-
rechos constitucionales”, por el que se estaría manda-
tando a los Poderes de las entidades federativas a difun-
dir de manera amplia y, a través los medios más
idóneos, entre los pueblos y comunidades, los derechos
que en su favor reconocen la Constitución Federal, los
tratados internacionales, la constitución local respectiva
y la leyes secundarias de ella emanadas.

• La adición de un párrafo y dos incisos a la fracción XII
del artículo 113 en el que ya se hacía referencia a la asis-
tencia gratuita de intérprete o traductor y a un defensor
con conocimiento de la lengua del imputado, consis-
tiendo la adición, en el procedimiento a seguirse en
aquellos casos en los que no exista tribunal con conoci-
miento de los sistemas normativos del indígena imputa-
do, para que los ministerios públicos o tribunales que
conozcan del caso, se asesoren antes de proceder a con-
signar o dictar sentencia, por peritos especializados en
la lengua y conocedores de las especificidades cultura-
les del imputado para fundamentar, atenuar o extinguir
su responsabilidad.

• La adición de 39 artículos al capítulo I del título X del
libro primero del código que ya contenía un artículo 420
quedando dicho capítulo con un total de 40 artículos: el
que ya existía, que cambia de orden y sin cambio en sus
mismos términos, y los 39 que se agregan quedando co-
mo artículo 420, 420-A, 420-B,… hasta el artículo 420-
LL para dar cabida a las adiciones. Se distribuyen los 40
artículos en ocho secciones debidamente diferenciadas
conforme a su materia.

Son dichas adiciones precisamente lo que ya se señalaba
conforme a las cuales se recoger mucha de la riqueza y di-
versidad conceptual de la legislación local, al quedar tras-
vasadas como innovaciones al Código Nacional de Proce-
dimientos Penales, mucho de las ideas y conceptos
contenidos en aquella.

Creemos con un razonado optimismo que, de ser aceptadas
y aprobadas las adiciones que estamos proponiendo para el
Código Nacional de Procedimientos Penales en materia de
acceso a la justicia por parte de los pueblos y comunidades
indígenas, habrá ello sin duda de redundar para los inte-
grantes de dichos núcleos poblacionales, precisamente en
una más expedita y eficaz procuración y administración de
justicia, como clara respuesta a la reivindicación de su de-
mandas en esta materia.

Será eso en benéfico de ellos, y de esta nación de la que to-
dos formamos parte, y de la que nos sentimos orgullosos de
sus hondas raíces enclavadas históricamente en sus pue-
blos originarios ancestrales.

Son el fundamento y las argumentaciones anteriores las
que nos permiten someter a la consideración de esta Hono-
rable Cámara de Diputados el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se adicionan dos párrafos a la fracción XI
del artículo 109; un artículo 109 Bis; un párrafo y dos inci-
sos a la fracción XII del artículo 113; y diversas disposi-
ciones al capítulo I en materia de pueblos y comunidades
indígenas, del título X sobre procedimientos especiales, del
libro segundo en relación con el procedimiento, todas del
Código Nacional de Procedimientos Penales para quedar
como sigue:

Artículo 109. Derechos de la víctima u ofendido

En los procedimientos previstos en este Código, la víctima
u ofendido tendrán los siguientes derechos:

De la I. a la X.

XI. A recibir gratuitamente la asistencia de un intérpre-
te o traductor desde la denuncia hasta la conclusión del
procedimiento penal, cuando la víctima u ofendido per-
tenezca a un grupo étnico o pueblo indígena o no co-
nozca o no comprenda el idioma español; los poderes
judiciales de las entidades federativas establecerán
en los juzgados de primera instancia en los munici-
pios con población indígena, personal que conozca
los sistemas normativos, tradiciones y lengua indíge-
na predominante en los mismos, con la finalidad de
hacer efectivos los derechos consignados en el artícu-
lo 2o. de la Constitución de los Estados Unidos Me-
xicanos. Para tal efecto, se implementarán progra-
mas de capacitación, formación y evaluación
continua, en los sistemas normativos y tradiciones de
las comunidades indígenas.

La capacitación deberá darse a todos los miembros
de la comunidad, preferentemente en su lengua ma-
terna, durante sus asambleas comunitarias, de ma-
nera oportuna, previo al inicio de las actividades de
los jueces auxiliares indígenas o de las instancias que
correspondan para cada estado.
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Artículo 109 Bis. Difusión entre las comunidades indí-
genas, de sus derechos constitucionales

Los Poderes de las entidades federativas difundirán, en
coordinación con las autoridades indígenas, de manera
amplia a través de medios tales como la radio indígena
comunitaria, u otros igualmente idóneos, el conoci-
miento de los derechos que la Constitución Política Fe-
deral; los tratados internacionales; las constituciones
estatales y demás disposiciones aplicables en las entida-
des federativas, les reconocen a las personas y comuni-
dades indígenas. 

Artículo 113. Derechos del imputado

El imputado tendrá los siguientes derechos:

De la I. a la XI.

XII. A ser asistido gratuitamente por un traductor o intér-
prete en el caso de que no comprenda o hable el idioma
español; cuando el imputado perteneciere a un pueblo o
comunidad indígena, el Defensor deberá tener conoci-
miento de su lengua y cultura y, en caso de que no fuere
posible, deberá actuar asistido de un intérprete de la cul-
tura y lengua de que se trate;

Cuando un miembro de un pueblo o comunidad in-
dígena, sea imputado por la comisión de un delito y
se le deba procesar en la jurisdicción ordinaria y en
el lugar no exista un tribunal que conozca los siste-
mas normativos, tradiciones y lengua natural, se ob-
servarán las normas ordinarias de los códigos proce-
sales penales de los estados y las siguientes reglas
especiales: 

a) El Ministerio Público durante la etapa corres-
pondiente y el juez o tribunal durante el juicio se-
rán asistidos preferentemente por un perito que
explique las especificidades culturales de la per-
sona imputada; mismo que podrá participar en el
debate; y 

b) Antes de dictarse sentencia, el perito elaborará
un dictamen que permita conocer con mayor pro-
fundidad los patrones de comportamiento refe-
renciales del imputado a los efectos de funda-
mentar, atenuar o extinguir su responsabilidad
penal; este dictamen deberá ser sustentado oral-
mente en el debate. 

Título X
Procedimientos Especiales

Capítulo I
Pueblos y comunidades indígenas

Sección I
Disposiciones generales

Artículo 420. Ámbito de validez 

El presente capítulo reglamenta el apartado A del artí-
culo 2o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de justicia indígena; regirá
en los pueblos y comunidades indígenas del país; y en
las comunidades no indígenas que sean equiparables a
estás, en su estructura y organización, con las únicas
salvedades de lo señalado por el artículo 420-S de este
Código.

Artículo 420-A. Del Objeto

Es objeto de este capítulo: 

I. Reconocer la existencia y validez de los sistemas
normativos de las comunidades indígenas en el país,
y el derecho de éstas a resolver las controversias en-
tre sus miembros y sus conflictos internos, mediante
la aplicación que de tales sistemas hagan sus autori-
dades indígenas, dentro del ámbito de la autonomía
que les otorgan la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y las de las entidades federa-
tivas; 

II. Garantizar el acceso de las personas y comunida-
des indígenas a la jurisdicción del Estado, haciéndo-
les partícipes de la misma con la competencia, proce-
dimientos y jurisdicción que consigna el presente
Código, y mediante el establecimiento de normas y
procedimientos que les garanticen acceder a la justi-
cia que imparte el Estado, en igualdad de condiciones
que las personas no indígenas, de acuerdo a las bases
establecidas en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en los Tratados Internacionales
en los que el Estado mexicano sea parte y las consti-
tuciones de las entidades federativas. 

III. Tutelar los derechos del imputado; víctima, u
ofendido, reconocidos en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; en los Tratados In-
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ternacionales en los que el Estado mexicano sea par-
te; y las constituciones políticas de los estados. 

Artículo 420-B. Concepto de justicia indígena

Para efectos de este capítulo se entiende por justicia in-
dígena, los sistemas normativos conforme a los cuales se
resuelven en cada comunidad, las controversias jurídi-
cas que se suscitan entre los miembros de las mismas, o
entre éstos y terceros que no sean indígenas. 

En materia penal los sistemas normativos que imple-
menten las comunidades indígenas, deberán ser con-
gruentes con las características y principios que rigen
para el sistema acusatorio, previsto en el artículo 20
primer párrafo de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. 

Artículo 420-C. Los sistemas normativos indígenas 

Se entiende y reconoce como sistema normativo indíge-
na, aquél que comprende reglas generales, mediante las
cuales la autoridad indígena regula la convivencia, la
prevención y solución de conflictos internos; la defini-
ción de derechos y obligaciones; el uso y aprovecha-
miento de espacios comunes; así como la aplicación y
ejecución de sanciones. 

Artículo 420-D. Obligatoriedad de autoridades de aca-
tamiento del Código

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, están obligados a respetar plenamente el conjunto
de disposiciones y procedimientos establecidos en este
Código, que garantizan a los integrantes de los pueblos
y comunidades indígenas, el acceso a la jurisdicción del
Estado en materia de justicia, sustentado en el respeto
a los sistemas normativos, y tradiciones. 

Artículo 420-E. De la identidad indígena

La conciencia de la identidad indígena de las personas
que consideren tener tal carácter, deberá ser el criterio
fundamental para determinar a quien se considera per-
sona indígena. 

Artículo 420-F. Jurisdicción de los órganos de gobierno
comunitarios 

Corresponde a las autoridades indígenas que en cada
caso designen los órganos de gobierno de la comunidad,
conforme a sus sistemas normativos, la aplicación de los
procedimientos y sanciones en materia de justicia indí-
gena. 

Además, las o los jueces auxiliares indígenas y las auto-
ridades comunitarias o las instancias equivalentes en
cada entidad federativa, tendrán la competencia juris-
diccional que les asigna, realizará todas las acciones ne-
cesarias para la adecuada impartición de la justicia es-
tatal a las personas y comunidades indígenas, incluido
el crear sistemas de capacitación y formación a quienes
sean designados. 

Artículo 420-G. Normatividad supletoria 

A falta de disposición expresa en este Código, se aplica-
rán supletoriamente los Códigos Penal; Civil; y Fami-
liar; el de Procedimientos Civiles o los ordenamientos
equivalentes en cada entidad federativa. 

El pleno de los Supremos Tribunales de Justicia o los
órganos equivalentes para cada entidad federativa, ob-
servando las disposiciones de la materia que establecen,
la Constitución Federal; los tratados internacionales en
los que el Estado mexicano sea parte; y las constitucio-
nes estatales, dictará las medidas de carácter general
necesarias, incluyendo el presupuesto para la capacita-
ción de las y los jueces auxiliares indígenas, a fin de que
se cumplan los objetivos del sistema de justicia indíge-
na. 

Sección II
Del sistema de justicia indígena

Artículo 420-H. Elementos del sistema de justicia indí-
gena

El sistema de justicia indígena se conforma por los ór-
ganos jurisdiccionales, las autoridades internas de la
comunidad, las y los jueces auxiliares indígenas o las
instancias equivalentes en cada entidad federativa, la
normatividad, los procedimientos y los organismos au-
xiliares, conjuntados con la finalidad de garantizar a los
miembros de las comunidades indígenas, una imparti-
ción de justicia en su lugar de origen, sustentado en el
respeto a los sistemas normativos y tradiciones propios
de la comunidad. 
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Artículo 420-I. Complementariedad entre los sistemas
de justicia 

La aplicación de la justicia indígena es alternativa a la
vía jurisdiccional ordinaria y al fuero de los jueces del
orden común, en el respectivo ámbito de su competen-
cia, cuya jurisdicción se mantendrá expedita, en los tér-
minos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; los tratados internacionales; las constitu-
ciones políticas de las entidades federativas, y las leyes
de ellas emanadas. 

Artículo 420-J. Corresponsabilidad jurisdiccional de
los supremos poderes en los estados y de las judicaturas
estatales. Es obligación del Supremo Tribunal de Justi-
cia o de las instancias análogas para cada entidad fede-
rativa, proveer lo necesario en el aspecto jurisdiccional,
así como la implementación de los mecanismos necesa-
rios para dotar en tiempo y forma de los nombramien-
tos respectivos a las y los jueces auxiliares indígenas o
las instancias similares en cada estado; en tanto que a
los Consejos de la Judicatura del Poder Judicial de los
estados, les corresponde la administración para el ade-
cuado funcionamiento y difusión del sistema de justicia
indígena y comunitaria. 

Los Consejos de la Judicatura del Poder Judicial en las
entidades federativas proveerán la capacitación, pro-
gramas y acciones necesarias para sensibilizar a los
pueblos y comunidades indígenas, en relación con los
derechos de las mujeres, niños y adolescentes, a fin de
promover la participación de las mujeres en los dife-
rentes cargos de la comunidad, incluidos los cargos de
jueces auxiliares indígenas o instancias equivalentes en
cada entidad federativa. 

Sección III
De las autoridades en materia indígena

Artículo 420-K. Competencia de la asamblea comunita-
ria y de los jueces auxiliares

En las materias civil y familiar se reconoce a la Asam-
blea General de Comunitaria, como la máxima autori-
dad en materia de justicia indígena en cada comuni-
dad; sin perjuicio de la competencia y funciones de
administrar justicia que correspondan a la o el Juez
Auxiliar Indígena o a la instancia equivalente, de acuer-
do con cada entidad federativa. 

Las autoridades que lleven a cabo acciones que vayan a
ejecutarse dentro de los pueblos y las comunidades in-
dígenas, deberán coordinarse o dar aviso a las autori-
dades indígenas correspondientes previo a la ejecución
de las mismas.

Artículo 420-L. Corresponsabilidad de las diversas ins-
tancias en justicia indígena 

La jurisdicción en materia de justicia indígena y comu-
nitaria, se ejercerá en las comunidades a través de la
policía comunitaria, las y los jueces auxiliares indígenas
y menores o los equivalentes en cada estado; de prime-
ra instancia; de control, y de ejecución, validando éstos
últimos a petición de la parte inconforme, las resolucio-
nes que en esta materia dicten las autoridades indíge-
nas señaladas anteriormente, cuando se argumente vio-
lación a los derechos humanos.

El inconforme, sin que se requiera formalidad alguna
dentro del término de diez días hábiles, podrá ocurrir a
las o los jueces menores, de primera instancia o de con-
trol que correspondan a su comunidad, para hacer del
conocimiento su inconformidad respecto de la resolu-
ción de que se trate, sea que haya sido dictada de ma-
nera oral o escrita.

El juez dará audiencia de manera inmediata al incon-
forme, levantando al efecto una minuta que contenga el
sentido de la resolución que haya sido dictada por la au-
toridad indígena, pudiendo aplazar la audiencia para
oír, si lo considera necesario, a la autoridad indígena
correspondiente, dentro del plazo de setenta y dos ho-
ras, dictando su resolución al término de la propia au-
diencia.

El juez se limitará a dictaminar si la resolución comba-
tida es violatoria de derechos humanos; de no serlo,
confirmará por escrito la resolución dictada; en caso
contrario, lo hará del conocimiento dentro del término
de tres días hábiles a la autoridad indígena, solicitán-
dole vuelva a resolver con pleno respeto a tales garantí-
as y derechos. Salvo que se trate de violación grave a
Derechos Humanos, para lo cual deberá resolver inme-
diatamente para hacer cesar las mismas.

En materia penal la jurisdicción se ejercerá a través de
las y los jueces auxiliares indígenas o de sus homólogos,
dependiendo los pueblos y comunidades de las entida-
des federativas. El agraviado con la resolución que
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aquéllos hayan dictado, podrá acudir ante el Juez de
Control competente, dentro de los treinta días siguien-
tes al de la notificación de la misma, manifestando su
inconformidad. 

El Juez de Control, observando las disposiciones que en
la materia disponen la Constitución Federal; los trata-
dos internacionales; las constituciones de los estados;
las disposiciones de este Código, las de los códigos esta-
tales de procedimientos penales, así como los sistemas
normativos y tradiciones, resolverá lo conducente. 

Artículo 420-M. Nombramiento de jueces auxiliares in-
dígenas o de autoridades homólogas 

Las personas que ejerzan el cargo de juez auxiliar indí-
gena o sus equivalentes para cada estado, serán nom-
brados en los términos establecidos por las constitucio-
nes estatales y las leyes orgánicas del poder judicial en
los estados, conforme a los sistemas normativos de las
comunidades.

Las y los jueces auxiliares indígenas o sus equivalentes
en los pueblos y comunidades de cada estado, además
de satisfacer los requisitos consignados en los referidos
ordenamientos, deberán ser miembros de la comunidad
en la que son electos, dominar la lengua; conocer los
usos, costumbres y tradiciones de la comunidad indíge-
na a la que pertenezcan, y demostrar ser reconocidos
por su compromiso en la comunidad con el bien común
y el respeto a los derechos humanos.

El Supremo Tribunal de Justicia de cada estado, a tra-
vés de los consejos de las judicaturas estatales, esta-
blecerá los programas y acciones necesarios para la
capacitación, supervisión evaluación, y orientación de
quienes juzguen en materia indígena; y aportará los
recursos económicos indispensables para la adminis-
tración de justicia, en los términos y para los efectos
que determine el Pleno. Además, generará las acciones
conducentes a fin de que quienes sean elegidos al car-
go de juez auxiliar indígena o de su equivalente de-
pendiendo de cada pueblo y comunidad, reciban capa-
citación en materia de derechos humanos con
perspectiva de género.

Artículo 420-N. Colaboración con los jueces auxiliares

Para el cumplimiento de las funciones del juez auxiliar
indígena o de la autoridad similar, éste contará con la

colaboración de las personas que la asamblea general
de la comunidad designe, tales como comandante, noti-
ficadores, policías, autoridades indígenas, secretarios,
tesoreros y comités de trabajo.

Artículo 420-Ñ. Participación de policías comunitarias
en el sistema de justicia 

Se reconoce la intervención de la Policía comunitaria en
la aplicación de la justicia indígena, de conformidad
con los sistemas normativos de las comunidades; conse-
cuentemente, los órganos del poder público y los parti-
culares, respetarán sus actuaciones en el ejercicio de sus
funciones como actos de autoridad.

Tratándose de la privación de la libertad en flagrancia,
la policía comunitaria en forma inmediata pondrá a la
persona detenida a disposición de quien ejerza el cargo
de Juez Auxiliar Indígena o autoridad homóloga, de-
pendiendo de cada pueblo o comunidad, quien registra-
rá la detención y pondrá a la persona detenida a dispo-
sición del Ministerio Público en forma inmediata.

Artículo 420-O. Lineamientos para la solución de con-
troversias

Las y los jueces auxiliares indígenas o quienes funjan
como tales en cada pueblo o comunidad, actuarán como
conciliadores o mediadores y resolverán las controver-
sias jurídicas sometidas a su conocimiento, apoyándose,
fundamentalmente, en sus sistemas normativos y tradi-
ciones, pero respetando siempre los derechos humanos,
bajo los siguientes lineamientos:

I. Ejercer con probidad, eficiencia y respeto a los
principios que rigen los mecanismos alternativos de
solución de controversias;

II. Conducir los procedimientos alternativos a que se
refiere este Código, en forma imparcial, propiciando
la igualdad de oportunidades y la comunicación efec-
tiva entre las partes; 

III. Vigilar que en los mecanismos alternativos en
que intervengan, no se afecten derechos de terceros,
intereses de menores e incapaces y disposiciones de
orden público;

IV. Asegurar el correcto entendimiento y compren-
sión que las partes tengan del desarrollo del meca-
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nismo alternativo, desde su inicio hasta su conclu-
sión, así como de sus alcances; 

V. Exhortar a las partes a cooperar ampliamente y
con disponibilidad para la solución del conflicto; 

VI. Generar condiciones de igualdad para que las
partes logren acuerdos mutuamente beneficiosos; 

VII. Garantizar que la voluntad de las personas in-
teresadas no sufra algún vicio; 

VIII. Ayudar a las partes a llegar a un arreglo satis-
factorio, sin imponer o inclinarse por una solución
determinada; 

IX. Evitar la prolongación innecesaria de los proce-
dimientos que atienda; 

X. Identificar los intereses de las partes y temas a
discutir;

XI. Apoyar a las partes a generar alternativas de so-
lución; 

XII. Presentar excusa de participar en un mecanis-
mo alternativo, cuando el caso así lo requiera, o dar
por terminado el mismo, a su juicio, cuando tal ac-
ción se aprecie que sólo favorece a los intereses de
una de las partes, o por falta de preparación para lle-
var a cabo el procedimiento de una forma adecuada.

No será impedimento para fungir como facilitador el
parentesco que se tenga con alguna o ambas partes,
siempre que éstas de mutuo acuerdo soliciten expre-
samente la intervención de dicha persona y quede
asentado en el acuerdo respectivo, y 

XIII. Auxiliar a las partes en la elaboración del con-
venio al que hubieren llegado, respetando la mani-
festación de su voluntad en las cláusulas que lo con-
forman. 

Artículo 420-P. Instancias alternas para solución de
conflictos

Cuando ambas partes sean indígenas y alguna de ellas
no acepte la conciliación o la mediación del juez auxi-
liar indígena o de quien funja como tal, no se someta a
su arbitraje o no esté de acuerdo con la solución conci-

liatoria propuesta por el juzgador, podrá acudir a plan-
tear el conflicto ante el ministerio público, síndico mu-
nicipal, autoridad agraria, Juez de Control, Juez Me-
nor, o el de Primera Instancia, en cuyo caso, el trámite
se sujetará a las reglas sustantivas y procesales ordina-
rias, observándose en todo momento sus especificidades
culturales, los derechos reconocidos por la Constitu-
ción, los tratados internacionales en los que el Estado
Mexicano sea parte y las constituciones estatales.

Las y los jueces auxiliares indígenas o sus homólogos en
cada pueblo y las policías comunitarias, participarán en
los juicios orales en que haya lugar, cuando un miem-
bro del pueblo o la comunidad indígena se encuentre in-
volucrado en un proceso penal. 

Cuando alguna de las partes acuda ante otra autoridad,
respecto del mismo caso que se encuentre conociendo
quien ejerza el cargo de juez auxiliar indígena o autori-
dad equivalente hasta antes de que ésta dicte resolu-
ción, cesará la intervención de aquélla, hasta en tanto la
o el juez auxiliar o su homólogo no resuelva, siempre y
cuando sea de su competencia. 

Artículo 420-Q. Soluciones con valor de cosa juzgada 

Si las partes solucionan la controversia mediante con-
venio, y éste no es recurrido, tendrá el carácter de sen-
tencia ejecutoria con valor de cosa juzgada; en el arbi-
traje la resolución tendrá el mismo carácter si no hay
inconformidad. 

Los convenios y resoluciones dictadas en los arbitrajes
que adquieran el valor de cosa juzgada, no serán obje-
to del inicio de una nueva investigación, tratándose de
los mismos hechos. 

Artículo 420-R. Situaciones para intervención oficiosa
de jueces auxiliares 

Quienes ejerzan el cargo de juez auxiliar indígena o sus
homólogos dependiendo de cada pueblo y comunidad,
deberán intervenir de oficio en el ámbito de su compe-
tencia, cuando se vean afectados los derechos, bienes o
posesiones de mujeres, niños, adultos mayores, y perso-
nas indígenas con discapacidad, o cuando se atente con-
tra su integridad física, subsistencia, salud, desarrollo,
formación personal y cultural. 
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Sección IV
De la competencia

Artículo 420-S. competencia y excepciones de los jueces
auxiliares 

Las y los jueces auxiliares indígenas o las autoridades
equivalentes en cada pueblo o comunidad a quienes co-
rresponda lo estipulado en este Código en materia de
justicia indígena además de las facultades establecidas
en las leyes orgánicas del poder judicial en las entidades
federativas, tendrán competencia para conocer y resol-
ver controversias en materias civil, familiar y penal;
salvo las excepciones establecidas por este Código. 

Los jueces auxiliares indígenas o las autoridades equi-
valentes de acuerdo con cada pueblo o comunidad, ba-
jo ninguna circunstancia conocerán de acciones del es-
tado civil y mercantil, y de conflictos sobre la propiedad
y tenencia de la tierra, reservándose esas materias a los
jueces del orden común, salvo las excepciones siguien-
tes:

I. En materia penal las y los jueces auxiliares indí-
genas tendrán competencia para conocer de deli-
tos que afecten bienes jurídicos propios de su pue-
blo o comunidad indígena, o personales de alguno
de sus miembros, siempre que tanto el imputado
como la víctima, o en su caso, sus familiares, acep-
ten el modo en que la comunidad, conforme a sus
propios sistemas normativos en la regulación de
sus conflictos internos, proponga resolver el con-
flicto. En este caso, se declarará la extinción de la
acción penal. 

II. Las y los jueces auxiliares indígenas considerarán
en el dictado de sus resoluciones, el respeto a la dig-
nidad de las personas, el interés superior de las niñas
y los niños, la perspectiva de género y el derecho a
una vida libre de violencia hacia la mujer. 

Toda resolución dictada en contra de estos principios
será nula de pleno derecho, y cualquier miembro de la
comunidad podrá solicitar que así se declare. 

Las y los jueces auxiliares indígenas o sus homólogos se-
gún cada entidad federativa, no tendrán competencia
para conocer los delitos previstos para prisión preven-
tiva oficiosa que contempla este Código en su artículo
167. 

Artículo 420-T. Representatividad institucional de los
jueces auxiliares

La o el juez auxiliar o sus homólogos en cada pueblo
tendrá como jurisdicción su comunidad o localidad a la
que corresponda, y en ejercicio de la misma, atenderá
los asuntos internos que le competan conforme a los sis-
temas normativos de su comunidad y los que le asigne
su asamblea general; resguardará la documentación re-
lativa a los asuntos de su competencia; podrá levantar
actas de las diligencias que practique con la formalidad
de las mismas, a su leal saber y entender; y acudirá en
calidad de representante de su población ante las insti-
tuciones públicas y sociales. 

Artículo 420-U. Competencia de los jueces auxiliares en
materia civil 

En materia civil las y los Jueces Auxiliares Indígenas o
sus homólogos en cada pueblo podrán conocer de los si-
guientes asuntos: 

I. De convenios relativos a obligaciones vinculadas
con las actividades agrícola, ganadera, apícola, aví-
cola, forestal, de caza o pesca, que se realicen entre
quienes integren la comunidad; y 

II. De contratos relacionados con cualquier tipo de
derechos y obligaciones de su competencia, que se
realicen entre las y los integrantes de la comunidad. 

Artículo 420-V. Competencia de los jueces auxiliares en
materia familiar

En materia familiar las y los Jueces Auxiliares Indíge-
nas o autoridades equivalentes tendrán competencia
para conocer: 

I. De las controversias familiares que no sean de la
competencia exclusiva del juez de primera instancia
o del juez menor; 

II. De la custodia provisional de menores indígenas
abandonados, y 

III. De pensiones alimentarias provisionales. 

Las resoluciones de carácter provisional a que se refie-
re este artículo, deberán ser inmediatamente notifica-
das al Juzgado Menor, o al de Primera instancia com-
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petente, para que sea instaurado el juicio respectivo an-
te él, o desaparezca la causa que haya dado origen a la
determinación. 

Sección V
Pueblos y comunidades indígenas

Artículo 420-W. Extinción de la acción penal por acep-
tación de soluciones conforme a sistemas normativos
indígenas 

Cuando se trate de delitos que afecten bienes jurídicos
propios de un pueblo o comunidad indígena o bienes
personales de alguno de sus miembros, y tanto el impu-
tado como la víctima, o en su caso sus familiares, acep-
ten el modo en el que la comunidad, conforme a sus
propios sistemas normativos en la regulación y solución
de sus conflictos internos proponga resolver el conflic-
to, se declarará la extinción de la acción penal, salvo en
los casos en que la solución no considere la perspectiva
de género, afecte la dignidad de las personas, el interés
superior de los niños y las niñas o del derecho a una vi-
da libre de violencia hacia la mujer.

En estos casos, cualquier miembro de la comunidad in-
dígena podrá solicitar que así se declare ante el Juez
competente.

Se excluyen de lo anterior, los delitos previstos para pri-
sión preventiva oficiosa en este Código y en la legisla-
ción aplicable.

Artículo 420-X. Sobre aprehensiones en flagrancia y
arrestos preventivos

En caso de persona detenida por flagrancia, ésta será
puesta a disposición en forma inmediata a la o el Juez
Auxiliar Indígena o a la autoridad equivalente quien
con la misma prontitud registrará la detención y con-
vocará a las partes a una audiencia, en la que verifica-
rá que el detenido conoce sus derechos y exhortará a la
mediación o conciliación en los términos señalados por
esta Ley y dentro del ámbito de su competencia. 

La o el Juez Auxiliar o su homologo según cada pueblo
o comunidad podrá ordenar el arresto preventivo hasta
por el término de treinta y seis horas, en el caso de que
se altere la tranquilidad y el orden social de la comuni-
dad. Las o los jueces auxiliares, sus homólogos y demás
autoridades indígenas competentes, deberán auxiliar a

las autoridades estatales en el cumplimiento de las ór-
denes de citación, arresto o aprehensión y detención por
caso urgente, cuando éstas los soliciten.

Artículo 420-Y. Remisión de asuntos a jueces auxiliares 

Las autoridades administrativas ante las cuales sean
planteados asuntos de la competencia de los jueces au-
xiliares indígenas o sus homólogos según cada pueblo o
comunidad, deberán turnar a éstos lo actuado, cuando
ambas partes sean indígenas y el ofendido o deman-
dante opte por someterse al sistema de justicia indíge-
na.

Artículo 420-Z. Asignación de asuntos conforme a las
competencias

Los supremos tribunales de justicia de las entidades fe-
derativas, atendiendo a la importancia y trascendencia
del asunto, podrán ordenar que el conocimiento del
mismo pase a la autoridad que corresponda.

Artículo 420-AA. Validación de las resoluciones y ex-
cepciones de validación

Las resoluciones que dicten las y los jueces auxiliares
indígenas o las instancias homólogas a ellos en los asun-
tos cuya competencia les asigne el presente Código, co-
mo parte auxiliar de los poderes judiciales de los esta-
dos, no requerirán validación alguna cuando se funde
en conciliación entre las partes. 

Deberán validarse la resolución del Juez Auxiliar o de
sus homólogos, por el Juez de Control, Juez de Primera
Instancia o el Juez Menor del Distrito Judicial, según
fuese el caso, cuando se afecte la libertad o el patrimo-
nio del inculpado o demandado, únicamente bajo las
excepciones siguientes: 

a) En materia civil las y los Jueces Auxiliares Indíge-
nas o sus homólogos en cada pueblo podrán conocer
de los señalados en la fracción I del artículo 420-U de
este Código 

b) En materia penal las y los jueces auxiliares indí-
genas o las instancias homólogas tendrán competen-
cia para: 

I. Conocer de delitos que afecten bienes jurídicos
propios de su pueblo o comunidad indígena, o
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personales de alguno de sus miembros, siempre
que tanto el imputado como la víctima, o en su ca-
so, sus familiares, acepten el modo en que la co-
munidad, conforme a sus propios sistemas nor-
mativos en la regulación de sus conflictos
internos, proponga resolver el conflicto. En este
caso, se declarará la extinción de la acción penal.

II. Las y los jueces auxiliares indígenas o las ins-
tancias homologas considerarán en el dictado de
sus resoluciones, el respeto a la dignidad de las
personas, el interés superior de las niñas y los ni-
ños, la perspectiva de género y el derecho a una
vida libre de violencia hacia la mujer.

Toda resolución dictada en contra de estos principios
será nula de pleno derecho, y cualquier miembro de la
comunidad podrá solicitar que así se declare.

Las y los jueces auxiliares indígenas, no tendrán com-
petencia para conocer los delitos previstos para prisión
preventiva oficiosa que contempla este Código su artí-
culo 167 y la legislación aplicable. 

Sección VI 
Del procedimiento

Artículo 420-BB. Procedimientos jurisdiccionales con-
forme a sistemas normativos propios

El procedimiento jurisdiccional para la aplicación de la
justicia indígena, será el que cada comunidad estime
procedente de acuerdo con sus sistemas normativos,
con la única limitante de que se garantice a los justicia-
bles el respeto a los derechos humanos.

420. CC. El procedimiento para comunidades no indí-
genas

Para aquellas comunidades no indígenas y en términos
de lo señalado en este capítulo, se atenderá conforme al
procedimiento siguiente:

I. Iniciando con la comparecencia de la parte de-
mandante ante la o el Juez Auxiliar Indígena o auto-
ridad homóloga según la comunidad indígena de
pertenencia a efecto de formular su reclamación, la
cual podrá realizar en forma verbal o escrita; 

II. La o el Juez Auxiliar Indígena o su equivalente
deberá cerciorarse de que las personas que compa-
recen ante él pertenecen a la comunidad y tienen en
ella su domicilio. De lo contrario, no admitirá la de-
manda; 

III. Una vez que la o el Juez Auxiliar Indígena o su
equivalente hubiere recibido la demanda, o que hu-
biese tenido conocimiento de un asunto en los que su
intervención sea de oficio, procederá a llamar al de-
mandado y a las demás personas que les resulte cita,
a una audiencia que deberá celebrarse dentro de las
setenta y dos horas siguientes, debiendo citar a las
partes con cuarenta y ocho horas de anticipación, a
la entrega del citatorio;

IV. Los integrantes de las comunidades están obliga-
dos a comparecer ante la o el Juez Auxiliar Indígena
cuando sean citados para ello. En caso de desacato
injustificado, se les aplicarán los medios de apremio
de apercibimiento o multa de hasta tres días de sala-
rio mínimo, previo apercibimiento;

V. La audiencia será pública y en ella se escuchará a
las partes y se recibirán las pruebas que ofrezcan, a
excepción hecha de aquéllas que atenten contra la
moral o las buenas costumbres;

VI. El procedimiento ante el o la Juez Auxiliar Indí-
gena no estará sujeto a formalidades, será oral y se
desahogará en una sola audiencia; 

VII. En la audiencia, el o la Juez Auxiliar Indígena o
autoridad homóloga exhortará a las partes que con-
cilien sus intereses, ofreciéndoles alternativas de so-
lución viables; 

VIII. Si a pesar de ello, no llegaren a un arreglo con-
ciliatorio, propondrá a las partes el procedimiento
arbitral y aceptado que fuere su arbitraje, dictará su
resolución a conciencia, verdad sabida y con apego a
los sistemas normativos del pueblo o comunidad; re-
solución que producirá efectos de cosa juzgada;

IX. Si no es aceptado el arbitraje, se turnará lo ac-
tuado al juez competente, a fin de que se aboque al
conocimiento del asunto, si el mismo fuere de natu-
raleza civil o familiar, y 
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X. De la audiencia se levantará un acta que deberá
contener una síntesis de la demanda, así como de lo
expuesto por el demandado; la mención de las prue-
bas ofrecidas por las partes y el sentido del acuerdo
a que hubiesen llegado las mismas o, en su caso, de la
resolución con que hubiere concluido el procedi-
miento.

Artículo 420-DD. Inatacabilidad de resoluciones 

Las resoluciones dictadas por las o los jueces auxiliares
indígenas o sus homólogos, una vez validados en térmi-
nos del artículo 13 de esta Ley, no admitirán recurso al-
guno. 

Artículo 420-EE. Remisión de informes a instancias su-
periores

Los y las jueces auxiliares indígenas o sus homólogos
deberán rendir un informe semestral, por escrito, res-
pecto a los asuntos que hayan sido sometidos a su cono-
cimiento.

Tal informe deberá ser remitido al juez menor o de pri-
mera instancia que tenga jurisdicción en la comunidad
de que se trate, para que éste, a su vez, lo haga del co-
nocimiento del Supremo Tribunal de Justicia del Esta-
do.

Sección VII
De las sanciones, medidas de 

seguridad y medios de apremio

Artículo 420-FF. Modalidades alternas para las sancio-
nes

Los y las jueces auxiliares indígenas o sus homólogos se-
gún cada entidad federativa podrán imponer las san-
ciones previstas por el sistema normativo de su comu-
nidad, o las penas y medidas de seguridad siguientes: 

I. Multa hasta por diez días de salario mínimo vi-
gente; 

II. Trabajo a favor de la comunidad por un término
que no exceda de treinta días, o

III. Arresto hasta por treinta y seis horas, únicamen-
te en los siguientes casos: 

a) Cuando la persona escandalice o amenace fe-
hacientemente con causar daño a sus familiares o
a miembros de la comunidad, o 

b) Cuando las personas participen en riñas calle-
jeras. En el caso de la fracción II, los trabajos se
desempeñaran en jornadas no mayores de cuatro
horas diarias, que no afecten su jornal. Cuando
se utilice algún instrumento u objeto en la comi-
sión del delito o falta, éstos serán decomisados y
deberán ser remitidos de inmediato al o la juez
menor de la jurisdicción, para los efectos legales
correspondientes. 

Artículo 420-GG. Reparación del daño conforme a los
usos y costumbres 

En todos los casos en que proceda, será obligatorio re-
parar el daño. La cantidad por este concepto será de-
terminada de común acuerdo por las partes; si no hu-
biere acuerdo, la establecerá el o la juez auxiliar
atendiendo a los usos, costumbres o sistemas normati-
vos del pueblo o comunidad. 

Artículo 420-HH. Las medidas de apremio 

Para hacer cumplir sus determinaciones, los y las jue-
ces auxiliares podrán dictar las siguientes medidas de
apremio: 

I. Apercibimiento, y 

II. Multa hasta por el importe de tres días de salario
mínimo vigente. 

Artículo 420-II. Intervención de autoridades adminis-
trativas por desacato de resoluciones

En los casos de desacato o resistencia a la ejecución de
las resoluciones pronunciadas por los y las jueces auxi-
liares indígenas o sus homólogos, éstos comunicarán esa
circunstancia quien funja como, juez menor; de prime-
ra instancia; o de control de la jurisdicción, a fin de que
solicite la intervención de las autoridades administrati-
vas competentes para la eficaz ejecución del fallo.
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Sección VIII 
De la queja administrativa

Artículo 420-JJ. Competencia de las judicaturas en ma-
teria de quejas

Los consejos de las judicaturas de los poderes judiciales
de las entidades federativas conocerán de las quejas
que se presenten contra las o los jueces auxiliares en el
ejercicio de sus funciones.

Artículo 420-KK. Plazo para presentación de quejas y
autoridades habilitadas

La queja será presentada por conducto de cualquier
juez menor, de primera instancia o de control, quien la
remitirá al Consejo de la Judicatura respectivo, dentro
del término de setenta y dos horas siguientes a la pre-
sentación, junto con un informe sobre la materia de la
misma y los anexos conducentes.

Artículo 420-LL. Emisión de resoluciones sobre quejas
remitidas a judicaturas

El Consejo dictará la resolución correspondiente, en un
término que no excederá de quince días hábiles si-
guientes al de la recepción del informe en mención,
aplicando, en su caso, las sanciones previstas en las le-
yes orgánicas de los supremos poderes judiciales en los
estados.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2016.— Dipu-
tados y diputadas: Christian Joaquín Sánchez Sánchez, Alberto Sil-
va Ramos, Alfredo Anaya Orozco, Cándido Ochoa Rojas, Delia Gue-
rrero Coronado, Edith Yolanda López Velasco, Erick Alejandro Lagos
Hernández, Fidel Kuri Grajales, Hernán De Jesús Orantes López, José
Hugo Cabrera Ruiz, José Luis Orozco Sánchez Aldana, Miguel Ángel
Salim Alle, Omar Noé Bernardino Vargas, Ramón Bañales Arambula,
Samuel Alexis Chacón Morales, Timoteo Villa Ramírez, Vitalico Cán-
dido Coheto Martínez (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA

El diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez: «Ini-
ciativa que reforma los artículos 20 y 21 de la Ley Federal
de Cinematografía, a cargo del diputado Christian Joaquín
Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, Christian Joaquín Sánchez Sánchez, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción
I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
adicionan los artículos 20 y 21 de la Ley Federal de Cine-
matografía, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El séptimo arte es una de las actividades recreativas que
más gusta a los mexicanos y una forma de ejercer el dere-
cho a la cultura establecido en el artículo 4o. de la Consti-
tución.

La presente iniciativa busca mejorar las condiciones bajo las
cuales se ejerce este derecho fundamental al asistir a los ci-
nes, para lo cual, se propone, en primer lugar, eliminar la
prohibición que actualmente existe para ingresar alimentos y
bebidas y, en segundo, regular la publicidad que se transmi-
te en las salas de exhibición.

Tan sólo en 2015 se vendieron 296 millones de boletos de
cine en México, lo que nos colocó en el cuarto lugar mun-
dial en el número de boletos vendidos, después de India (2
mil 7 millones), China (mil 254 millones) y Estados Uni-
dos (mil 222 millones).1

La apreciación cinematográfica puede darse a través de
distintos medios, ya sea en la comodidad del hogar por me-
dio de la televisión, o bien acudiendo a las salas de exhibi-
ción (mejor conocidas como “cines”), donde se proyectan
los filmes producidos en México o en el extranjero.

Una encuesta realizada por el Gabinete de Comunicación
Estratégica arrojó que 76 por ciento de los mexicanos ma-
nifiestan ver varias películas a la semana, sin embargo, una
sencilla comparación entre los lugares en donde se practi-
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ca esta actividad refleja que, hoy en día, acudir al cine es
un lujo que solo puede darse una minoría.2

De la población, 64.8 por ciento prefiere ver películas en
casa, contra 29.9 que considera que “no hay nada como ver
películas en el cine”.3

En cuanto a la frecuencia con la que se visitan los cines, los
mexicanos acuden en promedio únicamente 2.5 veces al
año, lo que nos deja fuera de la lista de los diez primeros
lugares con mayor asistencia per cápita en el mundo.4

En los últimos años, la industria cinematográfica en Méxi-
co ha duplicado prácticamente sus ingresos, pasando de 7
mil 172 millones de pesos en 2008, a 13 mil 793 millones
de pesos en 2015, según cifras de la Cámara Nacional de la
Industria Cinematográfica.

Elaboración propia, con datos de la Canacine, 2015.

En resumen, los mexicanos apreciamos y gustamos del sép-
timo arte, pero en realidad asistimos poco a las salas de ex-
hibición, principalmente por el alto costo que esto repre-
senta para la gran mayoría de la población.

De los mexicanos, 67 por ciento considera que ver una pe-
lícula en el cine es muy caro o caro, lo cual deriva en una
situación de exclusión en el ejercicio del derecho a la cul-
tura, además de una expresión más de la desigualdad social
que afecta al país.5

Lo anterior parecería no tener razón de ser si tomamos en
cuenta que México es el sexto país con el precio promedio
de boleto más barato en el mundo (46.54 pesos a 2015).

Ante este escenario surge la pregunta ¿Por qué es tan caro
ir al cine si el precio del boleto es de los más económicos
del mundo?

El precio de los alimentos como factor del encareci-
miento de asistir al cine

Responder a la interrogante anterior nos remite inmediata-
mente al precio de los alimentos y bebidas que se venden
en los cines, los cuales pueden superar hasta en 529 por
ciento el costo de los mismos productos vendidos en otros
establecimientos, tales como una tienda de conveniencia o
un supermercado.

En 2010, la Procuraduría Federal del Consumidor (Profe-
co) condujo un estudio donde se comparó el precio de pa-
lomitas de maíz, refrescos y botellas de agua que se venden
en los cines, con el precio de los mismos productos oferta-
dos en la calle.

Dicho estudio reveló que 100 gramos de palomitas de ma-
íz vendidas en los cines tenían un costo 440 por ciento su-
perior que la misma cantidad de palomitas en un super-
mercado.

El refresco era 79 por ciento más caro y el precio de una
botella de agua de 600 mililitros llegó a ser 529 por ciento
más alto que en una tienda de autoservicio.

El servicio de alimentos y bebidas se ha convertido en una
mayor fuente de ingresos para los cines que la propia ven-
ta de boletos. Según fuentes del sector, hasta hace unos dos
o tres años el ingreso por dulcería pesaba un máximo de 45
por ciento, sin embargo, actualmente puede llegar a repre-
sentar hasta 60 por ciento de los ingresos de las compañías
de exhibición cinematográfica.5

La presente iniciativa busca corregir estos excesos elimi-
nando la prohibición que actualmente existe para ingresar
alimentos y bebidas en los cines, para lo cual propone es-
tablecer en la Ley Federal de Cinematografía que los exhi-
bidores no podrán restringir al público el ingreso de ali-
mentos y bebidas, con excepción del alcohol, o cualquier
otro producto que afecte la seguridad o tranquilidad del es-
tablecimiento, de sus clientes o de las personas discapaci-
tadas.

De este modo, las compañías de exhibición cinematográfica
tendrán un poderoso incentivo para disminuir sus costos y
ofrecer productos de mayor variedad y calidad al público.

En los últimos años, la política de ingreso de alimentos y
bebidas en los cines se ha flexibilizado en favor de los de-
rechos de los consumidores.
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El artículo 58 de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor establece con claridad:

Los proveedores de bienes y servicios que ofrezcan éstos al
público en general, no podrán establecer preferencias o
discriminación alguna respecto a los solicitantes del servi-
cio, tales como selección de clientela, condicionamiento
del consumo, reserva del derecho de admisión, exclusión
a personas con discapacidad y otras prácticas similares,
salvo por causas que afecten la seguridad o tranquilidad del
establecimiento, de sus clientes o de las personas discapa-
citadas, o se funden en disposiciones expresas de otros or-
denamientos legales.

Hasta hace algunos años, era común que el personal de los
cines esculcara a los asistentes de entre sus pertenencias
para verificar que no se introdujeran productos externos en
las salas. Afortunadamente, esta práctica, a todas luces
atentatoria de los derechos de los consumidores cada vez es
menos frecuente, sin embargo, es posible reforzar aún más
la protección jurídica de los asistentes para evitar que su-
cedan.

Por lo demás, eliminar la prohibición de introducir alimen-
tos y bebidas es una manera de impulsar a la industria ci-
nematográfica, retomando su esencia y sentido original,
haciendo de una visita al cine una práctica más accesible
para todas las personas.

Regulación de la publicidad

Además de lo anterior, esta iniciativa busca establecer cri-
terios para regular la publicidad que se transmite en los ci-
nes con el objeto de asegurar que los anuncios no impli-
quen afectaciones para los visitantes.

La publicidad constituye una fuente importante de ingresos
para la industria cinematográfica, por lo que es importante
subrayar que no se plantea de ninguna manera prohibir la
publicidad, sino únicamente acotarla de suerte que no im-
plique molestias para el público.

El artículo 36 del Reglamento de la Ley Federal de Cine-
matografía señala que el exhibidor debe informar al públi-
co asistente si la película contará con un intermedio y el
horario de inicio de la misma; no obstante, en la realidad se
da una discrepancia en los horarios de exhibición que ter-
mina afectando al público asistente.

En octubre de 2009, la Profeco llevó a cabo un sondeo pa-
ra medir la diferencia entre la hora anunciada y la real de
inicio de la proyección de la película por la cual se pagó.
Así, se pudo observar que existe una diferencia de entre 10
y 20 minutos entre estos horarios, en virtud de los comer-
ciales que se transmiten de manera previa al filme.7

El tiempo de las personas merece respeto, especialmente
considerando que los asistentes al cine toman a cabo diver-
sas previsiones para llegar oportunamente, además de que
en muchas ocasiones también están pagando tiempo de es-
tacionamiento.

Se estima que una cuarta parte de las personas que acuden
al cine llegan con 25 minutos de anticipación a la hora
anunciada en que supuestamente comenzará la película, de
suerte que pueden pasar hasta 45 minutos de su tiempo es-
perando y viendo publicidad.8

Para corregir esta anomalía, se propone precisar en la ley
que los horarios anunciados por los exhibidores deberán
corresponder al inicio de la proyección de la película, se-
ñalando también que la publicidad no podrá exceder de los
10 minutos por película.

El que suscribe la presente iniciativa considera que de apro-
barse estas disposiciones, estaríamos facilitando el acceso a
los mexicanos al cine y mejorando las condiciones bajo las
cuales se disfruta el séptimo arte en el país.

Por ello, en virtud de lo expuesto y motivado, me permito
someter a consideración de esta asamblea el siguiente pro-
yecto de

Decreto

Único. Se adicionan los artículos 20 y 21 de la Ley Fede-
ral de Cinematografía, para quedar como sigue:

Artículo 20. Los precios por la exhibición pública serán fi-
jados libremente. Su regulación es de carácter federal.

Los exhibidores no podrán restringir al público asisten-
te el ingreso de alimentos y bebidas a las salas cinema-
tográficas, con excepción de bebidas alcohólicas, o cual-
quier otro producto que afecte la seguridad o
tranquilidad del establecimiento, de sus clientes o de las
personas discapacitadas.
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Artículo 21. La exhibición pública de una película cine-
matográfica en salas cinematográficas o lugares que hagan
sus veces, y su comercialización, incluida la renta o venta
no deberá ser objeto de mutilación, censura o cortes por
parte del distribuidor o exhibidor, salvo que medie la pre-
via autorización del titular de los derechos de autor.

Las que se transmitan por televisión se sujetarán a las leyes
de la materia.

Los exhibidores deberán informar al público sobre la
hora de inicio de la proyección de la película, tomando
en cuenta la publicidad transmitida, la cual por ningún
motivo podrá exceder de 10 minutos por película.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Véase Resultados definitivos 2015, Cámara Nacional de la Industria
del Cine (Canacine), disponible en 

http://canacine.org.mx/wp-content/uploads/2014/04/Resultados-Defi-
nitivos-2015-ATI-1-1.pdf

2 Véase “A mexicanos les gusta el cine, pero pocos van a salas”, El

Universal, 18 de febrero de 2015.

3 Ibídem.

4 Resultados definitivos 2015, Canacine, obra citada.

5 “A mexicanos les gusta el cine, pero pocos van a salas”, El Univer-

sal, obra citada.

6 Véase “Cines ganan más con comida que con películas”, El Finan-

ciero, 27 de julio de 2015.

7 Véase “Brújula de compra de Profeco”, 6 de noviembre de 2009.

8 Ibídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de marzo de 2016.—
Diputados y diputadas: Christian Joaquín Sánchez Sánchez, Alberto
Silva Ramos, Alfredo Anaya Orozco, Cándido Ochoa Rojas, Delia

Guerrero Coronado, Edith Yolanda López Velasco, Erick Alejandro
Lagos Hernández, Fidel Kuri Grajales, Hernán De Jesús Orantes Ló-
pez, José Hugo Cabrera Ruiz, José Luis Orozco Sánchez Aldana, Omar
Noé Bernardino Vargas, Ramón Bañales Arambula, Samuel Alexis
Chacón Morales, Timoteo Villa Ramírez, Vitalico Cándido Coheto
Martínez (rúbricas).» 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen.

El diputado vicepresidente, Alejandro Ojeda, solicita sus-
cribir la iniciativa, señor diputado Sánchez. Manifiesta su
aceptación, para que pueda esto suceder.

La diputada Delia Guerrero Coronado (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Delia Guerrero, por favor.

La diputada Delia Guerrero Coronado (desde la curul):
Sí, solicitarle al diputado Christian Joaquín Sánchez, si me
permite adherirme a estas tres iniciativas tan importantes,
gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. El diputado proponente ha manifestado su aquies-
cencia para que puedan ser suscritas por quienes así deseen
hacerlo y está a disposición, por supuesto, aquí en la Se-
cretaría de la Mesa Directiva.

El diputado Vitalico Cándido Coheto Martínez (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul aquí del diputado Cándido Coheto, por
favor.

El diputado Vitalico Cándido Coheto Martínez (desde
la curul): De la misma manera, para suscribir esa impor-
tante iniciativa presentada por el diputado Joaquín.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias.

La diputada Edith Yolanda López Velasco (desde la cu-
rul): Presidente.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido también ahí en la curul de la diputada, por favor.
Adelante, diputada Yolanda López.

La diputada Edith Yolanda López Velasco (desde la cu-
rul): Gracias, presidente. También para pedirle autoriza-
ción al compañero diputado, para poder adherirme a estas
importantes iniciativas.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El diputado proponente reitera su aquiescencia para que
puedan ser suscritas, gracias. Continuamos.
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